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“La actual división del poder coloca a las industrias en el papel de 
decisores políticos, sin la contrapartida de ser responsables del riesgo 
ante la sociedad, mientras que a la política se le asigna la tarea de 
legitimar democráticamente, decisiones que no se han adoptado en su 








Con esta investigación se propone una orientación teórica que deberá seguir la 
Administración Pública en Colombia para la aplicación del “Principio de Precaución”, en 
atención a su ausencia, según se pudo verificar mediante el análisis legal, doctrinal y 
jurisprudencial realizado. 
 
Además se propone una reforma al numeral sexto del artículo primero de la Ley 99 de 
1993, con el fin de que el principio de precaución ambiental logre los efectos jurídicos 
para los que fue incorporado en el derecho internacional ambiental y en el ordenamiento 
jurídico colombiano. 
 
Para alcanzar este propósito,  fue necesario hacer una aproximación del origen y la 
naturaleza del “Principio de Precaución”. Del mismo modo, se precisaron sus elementos 
estructurales y se presentaron algunos ejemplos del derecho europeo de 
recomendaciones sobre cómo aplicarse, para finalmente estructurar una orientación para 












La creciente preocupación por la protección del ambiente con el fin de lograr el desarrollo 
sostenible, permitió que se incorporara el “Principio de Precaución” como orientador del 
Derecho Internacional Ambiental, con miras a que fuera adoptado por los estados en sus 
ordenamientos jurídicos internos. 
 
Son numerosos los instrumentos internacionales que contienen el “Principio de 
Precaución”, siendo el más relevante, la ―Declaración de Río de Janeiro sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo”  de 1992, que lo contempla en el Principio 15, así: 
 
“Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el 
criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o 
irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la 
degradación del medio ambiente”. 
 
Este principio fue incorporado en el “Tratado de la Unión Europea de Maastricht”  en 
1992, modificado por el “Tratado de Ámsterdam”, que en el Artículo 174, Apartado 2, 
dispuso: “la política de la Comunidad en el ámbito del medio ambiente tendrá como 
objetivo alcanzar un nivel de protección elevado, teniendo presente la diversidad de 
situaciones existentes en las diversas regiones de la Comunidad. Se basará en los 
principios de Cautela y de acción preventiva, preferentemente en la fuente misma, y en el 
principio de que quien contamina paga”. 
 
La importancia de este principio, siguiendo a Andorno (2004), es tan considerable que la 
doctrina alemana no duda en considerarlo como uno de los tres pilares del “Derecho 
Ambiental”, junto con el principio del “contaminador pagador” (―quien contamina paga‖) y 




El “Principio de Precaución Ambiental”, ha despertado gran interés sobre todo en los 
últimos dos decenios, evidencia de ello son los numerosos artículos publicados por 
diferentes autores internacionales, principalmente de Europa, en donde importantes 
decisiones tanto de la “Corte Internacional de Justicia”, como del “Tribunal de Justicia de 
las Comunidades Europeas”, han merecido la opinión de reconocidos juristas como 
Segundo Menéndez Pérez, Magistrado del Tribunal Supremo español; José Esteve 
Pardo, Catedrático de Derecho Administrativo en la Universidad de Barcelona; Dimitry 
Berberoff Ayuda, Magistrado Especialista de la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, España; Andorno Roberto, Investigador del 
Departamento de Ética Médica de la Universidad de Gotinga, RF Alemania; y Gabriel 
Doménech Pascual, Profesor Doctor de Derecho administrativo en la Universidad CEU-
Cardenal Herrera. 
 
Este principio resulta llamativo por sus connotaciones revolucionarias, que proponen una 
dinámica del derecho ya no basada en certezas, sino en la “incerteza científica” sobre los 
riesgos de ocurrencia de daños graves o irreversibles, por las actividades y productos 
resultantes del actual desarrollo tecnológico. 
 
No obstante el gran despliegue que ha tenido el “Principio de Precaución Ambiental”, 
tanto a nivel internacional y regional, como interno, su definición no es clara, tampoco sus 
elementos estructurales, ni la manera o el momento de utilizarlo, lo que ha generado 
importantes controversias que no han sido definidas de manera concluyente. 
 
La “Comisión de las Comunidades Europeas”, mediante la “Comunicación 2000-00” fijó 
algunas pautas para la aplicación del citado principio, dejando clara la posición y las 
directrices que evitarían su uso arbitrario, mientras que en el caso alemán, las 
condiciones para su utilización se encuentran definidas en distintas leyes. 
 
Colombia se ha destacado por la enorme preocupación que ha expresado, desde el 
punto de vista jurídico, por la protección del ambiente. Tanto es así que la Constitución de 
1991 ha sido catalogada como una Constitución Ecológica, no solamente porque elevó a 




un sistema dirigido al uso racional y la conservación de los recursos naturales, cuya 
obligación radica principalmente en el Estado, incluyendo tal compromiso como un deber 
de todo ciudadano y habitante del territorio nacional. 
 
La Ley 99 de 1993 que reglamentó la Constitución Ecológica, en su Artículo 1 contempló 
los principios orientadores de la política ambiental nacional, incorporando en nuestro 
ordenamiento jurídico la ―Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo”, que a su vez estableció como principios del derecho internacional ambiental, 
el “Principio de Precaución”, entre otros. 
 
Ese mismo Artículo 1 de la Ley 99 de 1993, en su numeral 6, incluyó expresamente el 
“Principio de Precaución Ambiental”, otorgándole carácter vinculante siempre que se vaya 
a adoptar cualquier decisión por parte de las autoridades ambientales en materia 
ambiental o que lo afecte. 
 
A pesar de dicha consagración tanto en el numeral primero como en el sexto, no se 
encuentra coincidencia en las definiciones en ellos propuestas, dado que la del numeral 
primero hace referencia a la contenida en la Declaración de Río de Janeiro, y la del 
numeral sexto, a la propia descripción de la Ley 99 de 1993, notando en este último 
dificultades que generan su deficiente aplicación, por lo que se recomendará una reforma 
legislativa, que adecue la descripción del principio de tal manera que se logren los 
cometidos para los que fue incorporado en el ordenamiento jurídico colombiano. 
 
Además, como  ocurre en el derecho internacional ambiental, en Colombia no existen 
unos lineamientos claros que le permitan a la Administración Pública dar cabal 
cumplimiento y aplicación al “Principio de Precaución”. Es por esto que se quiso abordar 
esta importante tarea, teniendo como base la ―Comunicación 2000-00 de la Comisión de 
las Comunidades Europeas”, mediante la cual esta fijó su posición frente al principio y se 
dictaron algunas directrices para su justa aplicación. 
 
En atención a estas dos últimas consideraciones, este trabajo propone una reforma 




teórica para que la Administración Pública en Colombia aplique el “Principio de 
Precaución Ambiental”. 
 
En tal sentido, el texto que a continuación se presenta inicia con una contextualización 
del principio de precaución ambiental, en donde se hace una aproximación a su origen y 
naturaleza jurídica, y se precisan algunas diferencias entre precaución y prevención. En 
el siguiente capítulo se presenta el principio en el Derecho Internacional Ambiental, se 
identifican sus elementos estructurales y se señala la protección del ambiente en el 
ordenamiento jurídico colombiano. En el tercer capítulo se aborda la aplicación del 
principio de precaución ambiental, presentando las recomendaciones que para tal efecto 
hace la Comisión de las Comunidades Europeas y una aproximación al caso alemán; del 
mismo modo, se presenta el principio en el ordenamiento jurídico colombiano, los 
elementos que se deben considerar para su aplicación según el marco legal colombiano y 
su necesaria modificación a través de una reforma legislativa  y cómo lo aplican las 
diferentes ramas del Poder Público. En el último capítulo se presenta una orientación 
para la aplicación del principio de precaución ambiental por la Administración Pública en 
Colombia, mediante unas consideraciones generales y unos criterios especiales, y 







1. CAPÍTULO I.  EL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 
 
1.1. El problema en la presente investigación se puede establecer con la 
formulación de la siguiente pregunta: ¿Cómo aplicar el ―Principio de Precaución 
Ambiental” por la Administración Pública en Colombia? 
 
1.2. Las hipótesis a desarrollar en la presente investigación consideran las 
siguientes variables: i) el “Principio de Precaución Ambiental” tiene carácter 
vinculante en Colombia. ii) Las únicas responsables de la aplicación del “Principio 
de Precaución Ambiental”, no son las autoridades ambientales, sino en general 
todas las ramas del Poder Público, es decir, la Administración Pública, el 
Legislador y la Jurisdicción. iii) Es la Administración Pública, la llamada por 
excelencia a su aplicación. iv) A pesar de ello, la Administración Pública  no 
cuenta con unas pautas o lineamientos claros que le permitan hacer uso de esta 
importante herramienta en la protección de derechos y garantías constitucionales.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se presentan las siguientes hipótesis: 
 
a) Por el carácter vinculante del “Principio de Precaución Ambiental” en Colombia, 
basta hacer una interpretación sistemática de la importancia del ambiente en el 
ordenamiento jurídico interno, para armonizarla con los cometidos para los cuales 
fue incorporado dicho principio, y de esta manera a partir de una orientación 
teórica que indique mínimo los sujetos que intervienen, los derechos a proteger, el 
objeto de las medidas precautorias, las condiciones que deben cumplir estas 
medidas, las distintas medidas aplicables, el procedimiento y los mecanismos de 
control, la Administración Pública no pueda excusar el desconocimiento del 





b) Para que la Administración Pública en Colombia pueda aplicar el “Principio de 
Precaución Ambiental”, es necesaria una reforma al numeral sexto del artículo 
primero de la Ley 99 de 1993, de tal manera que no se exijan elementos 
adicionales de los incluidos en la descripción que del principio se hizo en la 
Declaración de Río. Además, de una orientación teórica que indique mínimo los 
sujetos que intervienen, los derechos a proteger, el objeto de las medidas 
precautorias, las condiciones que deben cumplir estas medidas, las distintas 
medidas aplicables, el procedimiento y los mecanismos de control. 
 
c) Para que la Administración Pública en Colombia pueda aplicar el “Principio de 
Precaución Ambiental”, es necesaria una reforma al numeral sexto del artículo 
primero de la Ley 99 de 1993, de tal manera que no se exijan elementos 
adicionales de los incluidos en la descripción que del principio se hizo en la 
Declaración de Río y se establezcan criterios mínimos para su aplicación, en la 
misma reforma, que incluyan de manera enunciativa los sujetos que intervienen, 
los derechos a proteger, el objeto de las medidas precautorias, las condiciones 
que deben cumplir estas medidas, las distintas medidas aplicables, el 
procedimiento y los mecanismos de control. 
 
1.3. Justificación. La importancia de la presente investigación radica en que el 
“Principio de Precaución Ambiental” constituye un instrumento fundamental para 
el logro del desarrollo sostenible, sin embargo en la actualidad tanto en el derecho 
internacional como en el nacional, no existe claridad respecto a su definición, 
límites y presupuestos de aplicación, de tal manera que no se ha logrado el 
objetivo para el que fue propuesto, cual es la garantía de los derechos y la 
supervivencia de la especie en el planeta, mediante la imposición de medidas en 






Es por esto que se propone una reforma legislativa a fin de que el principio pueda 
producir los efectos jurídicos deseados y a partir de la propuesta hecha por la 
“Comisión de las Comunidades Europeas”, se presenta una orientación teórica 
para que la Administración Pública en Colombia no tenga excusa o pretexto para 
soslayar su aplicación, después de un análisis responsable en cada caso, y 




1.4.1. El objetivo general del presente estudio es proponer una reforma legal y 
una orientación teórica para la aplicación del “Principio de Precaución Ambiental”, 
por la Administración Pública en Colombia. 
 
1.4.2. Los objetivos específicos son, en primer lugar, analizar los elementos 
estructurales del “Principio de Precaución Ambiental‖; en segundo lugar, presentar 
una propuesta de reforma al numeral sexto del artículo primero de la Ley 99 de 
1993; en tercer lugar, presentar  dos propuestas de aplicación del ―Principio de 
Precaución Ambiental‖ en Europa (Comisión Europea y el caso alemán); en 
cuarto lugar, presentar una aproximación al tratamiento que los jueces le han 
dado al Principio de ―Precaución Ambiental‖ en Colombia; y, en quinto lugar 
identificar los principales aspectos que debe considerar la Administración Pública 
en Colombia para aplicar el “Principio de Precaución Ambiental”. 
 
1.5. Resultados esperados. Con la presente investigación se espera justificar la 
necesidad de una reforma al numeral sexto del artículo primero de la Ley 99 de 
1993 y presentar una orientación para que la Administración Pública en Colombia, 
pueda aplicar adecuadamente el “Principio de Precaución Ambiental”. 
1.6. Estrategia Metodológica. Se trata de una investigación de tipo teórica y 
documental, con un enfoque exploratorio, descriptivo y analítico, en atención a 




Constitución, la Ley, la jurisprudencia y la doctrina, lo que permitió delimitar el 
problema, para proceder posteriormente a su formulación, la hipótesis y los 
objetivos.   
 
La recolección de información se realizó fundamentalmente a través de fuentes 
secundarias, no obstante, aparecen algunas evidencias de fuentes primarias, 
como respuestas a peticiones formuladas a distintas entidades de la 
administración pública colombiana. 
 
De la construcción del estado del arte, se pudo verificar la ausencia de una 
determinación clara del concepto, alcance y criterios de aplicación del ―Principio 
de Precaución Ambiental”, a partir de lo cual se estructuró el marco teórico, 
siendo necesario además de la lectura documental, el análisis de los textos, la 
precisión de significados y la reelaboración de conceptos.  
 
El anterior ejercicio académico permitió adelantar una investigación cualitativa del 
derecho, porque se aborda un principio jurídico de nivel internacional, se analizan 
sus componentes, se interpreta en el marco jurídico colombiano y se propone una 




2. CAPÍTULO II. CONTEXTUALIZACIÓN DEL PRINCIPIO DE 
PRECAUCIÓN AMBIENTAL. 
 
2.1.  Aproximación al origen del principio de precaución ambiental. 
 
El origen del “Principio de Precaución Ambiental” es uno de los aspectos en los 
que los autores no han encontrado acuerdo, algunos lo analizan desde el punto 
de vista “filosófico”, y, otros, desde el punto de vista ―jurídico‖. 
 
Desde el punto de vista “filosófico” se han encontrado autores que se remontan al 
concepto de ―prudencia‖ y ―ética‖ traídas por Aristóteles, Sócrates y Descartes. 
Mientras que otros, señalan que el “Principio de Precaución” tiene una 
determinante vinculación con la Filosofía del Derecho y, especialmente, con el 
filósofo Hans Jonas, quien en su obra “The Imperative of Responsibility: In Search 
of Ethics for the Technological Age” (publicada en alemán en 1979 y en inglés en 
1984), realizó trabajos sobre los problemas éticos y sociales resultantes del 
desarrollo tecnológico, concluyendo que la supervivencia de la especie dependía 
de sus esfuerzos por proteger al planeta, lo que vino a traer, lo que hoy se 
concoce como “Principio de Precaución”  (Belloti, 2008). 
 
Desde el punto de vista ―jurídico‖, la mayoría de los autores coincide en que la 
primera vez que se invocó el “Principio de Precaución” fue en Alemania a 
comienzos de los años setenta -siglo XX-, figurando en los programas políticos 
del Gobierno Federal, hasta que el Vorsorgeprinzip (el “Principio de Precaución”) 
se recoge en 1974 en el Bundesemissionschutzgesetz (Ley federal sobres las 
emisiones), que en el Artículo 5, Parágrafo 2, Punto I, preveía la adopción de 
“medidas de precaución” contra los efectos perjudiciales para el medio ambiente, 





Sin embargo, se ha señalado que una de las primeras aplicaciones en Europa fue 
la realizada por el Doctor John Snow, quien recomendó en 1884, utilizar “medidas 
precautorias”, al proponer eliminar la manipulación de bombas de agua callejeras 
en un intento de parar la epidemia de cólera que asolaba el centro de Londres  
(Barahona, 2004). 
 
Este principio se introdujo en varios instrumentos del derecho internacional, 
principalmente, del “Derecho Internacional Ambiental”, desde la “Conferencia de 
Estocolmo de las Naciones Unidas de 1972”, en la ―Declaración para el Medio 
Humano”, y en la actualidad, todavía se sigue incorporando. 
 
A pesar de estas discrepancias respecto de su origen, gran parte de los autores 
está de acuerdo en que éste obedeció a la necesidad de afrontar las situaciones 
de incertidumbre que se generan con ocasión del desarrollo científico y 
tecnológico, que ha sometido a la naturaleza y que ha ofrecido grandes beneficios 
a corto plazo, sin poder medir sus consecuencias en el mediano y largo plazo, lo 
que demuestra, para señalar, como lo hizo Riechmann (2007, p. 3), que “no 
estamos a la altura de nuestros avances tecnológicos”. 
 
Los crecientes avances tecnológicos, cada vez mas invasivos, acelerados y 
desprovistos de suficiente información respecto de sus efectos, con el argumento 
de contribuir a la satisfacción de las necesidad actuales, han desconocido 
importantes bienes jurídicos como el “medio ambiente” y “la salud”, haciendo 
necesaria la aparición de instrumentos como el “Principio de Precaución”. 
 
Esta situación ha sido analizada en el libro “La sociedad del Riesgo”, en el cual 
puede leerse: ―la contraposición de naturaleza y sociedad es una construcción del 
siglo XIX que servía al doble fin de dominar e ignorar la naturaleza. La naturaleza 
está sometida y agotada a finales del siglo XX, y de este modo ha pasado de ser 




dado a ser un fenómeno producido. Como consecuencia de su transformación 
técnico-industrial y de su comercialización mundial, la naturaleza ha quedado 
incluida en el sistema industrial. Al mismo tiempo, se ha convertido en el 
presupuesto insuperable del modo de vida en el sistema industrial. La 
dependencia respecto del consumo y del mercado vuelve a significar ahora de 
una nueva manera la dependencia respecto de la “naturaleza”, y esta 
dependencia inmanente del sistema de mercado respecto de la “naturaleza” se 
convierte en y con el sistema de mercado en la ley del modo de vida propio de la 
civilización industrial  (Beck, 1998, p. 13). 
 
Algunos señalan que el origen conceptual del “Principio de Precaución” se 
presentó en la “Declaración de Wingspread”,  que surgió en el marco de una 
reunión de científicos juristas, filósofos y ecologistas de Estados Unidos y 
Canadá, la cual se llevó a cabo en Wingspread, Wisconsin, Estados Unidos, en 
1998, donde se afirmó que: 
 
“Creemos que la legislación ambiental existente y otras decisiones que se han 
adoptado, especialmente aquellas basadas en la evaluación de riesgos, no han 
logrado proteger en forma adecuada a la salud humana y el medio ambiente – 
sistema mayor del cual los seres humanos no somos más que una parte. 
 
Creemos que existe evidencia abrumadora de que el daño para los seres 
humanos y el medio ambiente a nivel mundial es de tal magnitud y gravedad que 
hace necesario establecer nuevos principios para encausar las actividades 
humanas. Al darnos cuenta de que las actividades humanas pueden involucrar 
riesgos, todos debemos proceder en una forma más cuidadosa que la que ha sido 
habitual en el pasado reciente. Las empresas, los organismos gubernamentales, 
las organizaciones privadas, las comunidades locales, los científicos y otras 





Por lo tanto es necesario poner en práctica el “Principio de Precaución”: cuando 
una actividad se plantea como una amenaza para la salud humana o el medio 
ambiente, deben tomarse medidas precautorias aun cuando algunas relaciones 
de causa y efecto no se hayan establecido de manera científica en su totalidad. 
En este contexto, los proponentes de una actividad, y no el público, deben ser 
quienes asuman la carga de la prueba. El proceso de aplicación del “Principio de 
Precaución” ha de ser abierto, transparente y democrático, y debe incluir a todas 
las partes potencialmente afectadas. También debe involucrar un examen de toda 
la gama de alternativas: incluyendo la no acción  (Arcila, 2009, p.5).” 
 
Sin embargo, es importante destacar que esta herramienta ya había sido 
instrumentalizada como ―principio‖ del “Derecho Internacional Ambiental”, en la 
―Declaración para el medio ambiente y el desarrollo”, que se realizó en el marco 
de la conferencia de las Naciones Unidas celebrada en Río de Janeiro en 1972. 
 
2.2. Naturaleza jurídica del principio de precaución ambiental. 
 
En la actualidad, la necesidad de crecimiento económico que incentiva el 
desarrollo tecnológico, se pone en conflicto con importantes bienes como el 
ambiente y la salud pública, siendo la regulación, por regla general, neutral con 
base en la “incertidumbre científica” respecto de los efectos que se puedan 
ocasionar. ―Recurrir al “Principio de Precaución” se justifica como un modo de 
priorizar la protección de la salud y del entorno‖ (Lujan, 2004, p. 233). 
 
El principio de precaución, permite tener a la humanidad como el fin que limita las 
intervenciones científicas y tecnológicas, a pesar de ser el hombre un interventor, 
fundamentalmente técnico, que afecta el desarrollo de las personas y de la 
naturaleza. Tal como lo señala Cortina (2004), el reconocimiento de la “dignidad 
humana” exige considerar a las personas como fin positivo de las intervenciones, 




mejor, evitando el daño de forma prudencial y las intervenciones cuyas 
consecuencias pueden ser dañinas sobre la base de razones científicas, aunque 
no haya certeza sobre ellas. No obstante, esto no implica que no se hagan 
intervenciones con el fin de dejar intacto el desarrollo de la naturaleza o por 
consecuencias imaginadas de forma arbitraria. 
 
Cortina continúa señalando que el temor de que se produzcan consecuencias 
dañinas para los seres humanos constituye el “núcleo” del “Principio de 
Precaución”, implica que el principio se dirija a los ciudadanos y consulte a los 
ciudadanos, de tal manera que no es solo una política de expertos, lo que implica 
que cada uno deje de considerarse menos como propietario y más como heredero 
de una tierra, y dejarla preservada para los descendientes. 
 
El principio de precaución, nos hace reflexionar, como lo hizo Hans Jones (En 
Andorno,  2004) en que si antes sólo éramos responsables respecto de las 
personas que nos rodeaban y en el marco del corto plazo, ahora tenemos una 
nueva responsabilidad, que tiene por objeto no sólo a los individuos actualmente 
existentes, sino también a las generaciones futuras y a la humanidad en su 
conjunto. 
 
Al respecto, de manera vehemente sugiere Riechmann   (En Burgos, 2009, p. 
140) ―Resulta difícil evitar la impresión de que en el tumultuoso desarrollo de las 
sociedades tecnológicamente avanzadas –que no resulta desatinado denominar 
“sociedades del riesgo”, como sugirió hace ya años el sociólogo alemán Ulrich 
Beck- han prevalecido actitudes demasiado “amigas del riesgo”, o tolerantes con 
el mismo, en demasiados centros del poder económico y político. En efecto, 
cuando las nuevas herramientas tecnológicas parecen prometer recompensas 
sociales y –sobre todo- beneficios privados instantáneos, se pasa de inmediato a 
la fase de aplicación masiva, sin atender el hecho de que la ciencia rara vez tiene 




sobre la misma sociedad y sobre todo el ecosistema. (…) No hay más que pensar 
en los efectos a largo plazo de la fusión nuclear o los plaguicidas agrícolas  para 
darnos cuenta de cómo los efectos totales –para bien o para mal- de estas 
aplicaciones de la tecnociencia van mucho más allá de usos inmediatos para los 
que fueron concebidos, transformando y configurando la sociedad y la biosfera de 
manera muchas veces sorprendente y no siempre positiva. La lógica de la 
prudencia no cae bien con la lógica del lucro inmediato.” 
 
El “Principio de Precaución”, no es más que el instrumento para asegurar una 
mejor calidad de vida de la generación presente y de las futuras generaciones 
(Andorno,  2004), por lo tanto, exige que se otorgue primacía a la vida y salud de 
la población por encima de los intereses comerciales  (Vidal, 2004), que si bien 
contribuyen de manera inmediata a la satisfacción de las necesidades de 
consumo de la sociedad actual, pone en riesgo su permanencia en el planeta. 
 
―La era de la globalización, se nos dice, globaliza también la magnitud de las 
amenazas ambientales”  (De Cozar, 2005, pa. 1), y el derecho debe decidir, cada 
vez más, en situaciones de debate de “incerteza científica”, propia de los 
desarrollos tecnológicos, que sobre todo pone en riesgo el ambiente y la salud. 
 
―Todo el “derecho del medio ambiente” está inspirado en la genérica idea de 
“precaución o cautela”. No sólo la legislación, que en lo sustancial, se orienta toda 
ella a regular una prudente utilización de la tecnología y los recursos naturales 
para evitar o minimizar los riesgos para el medio ambiente; sino también, la 
actividad y las decisiones administrativas, así como los procedimientos que las 
encauzan, se hallan impregnadas por esta idea de ―cautela” (Esteve, 2005, p. 
194.), siendo en consecuencia una de sus principales características, al mismo 





Por tal motivo, continúa Esteve, es altamente dependiente de las valoraciones 
técnicas y científicas sobre los efectos para el “medio ambiente” de las 
actividades humanas; esas valoraciones no son definitivas en la mayoría de los 
casos por diferentes razones -limitación de los conocimientos científicos, 
tecnologías novedosas, efectos combinados y diversos factores naturales 
variables como la climatología etc- por lo que se  genera “incerteza de los riesgos” 
que producen las actividades, obras o proyectos, así se encuentren acordes con 
la legislación  vigente, por tal razón, han debido crearse instrumentos como el 
principio de precaución, que le faciliten al Estado actuar a pesar de la licitud de las 
actividades, con el ánimo de hacerle frente a los riesgos generados. 
 
El derecho se ha venido construyendo con base en las ―certezas‖, sobre el 
principio de la “seguridad jurídica”. Pero en la actualidad, ha tenido que 
enfrentarse con los excesos de la industrialización y la necesidad de proteger al 
medioambiente, una materia en la que con frecuencia se quiebran o diluyen las 
cadenas de ―certeza‖ con la que el derecho tradicionalmente ha venido operando.  
 
ALVAR LUIS VALERY MIRRA considera que ―la consagración del “principio 
precautorio” lleva a la adopción de un enfoque de prudencia y vigilancia en la 
aplicación del derecho ambiental en conductas y actividades efectiva o 
potencialmente lesivas para el medio en detrimento del enfoque de tolerancia‖  
(En Cafferata, 2004, p. 8). 
 
Si la finalidad del “Derecho Ambiental” es el “desarrollo sostenible”, hay que 
considerar que este desarrollo exige una ―ética‖, que se caracterizará 
fundamentalmente como “ética de la responsabilidad”, “ética del cuidado” y “ética 
de la justicia (Cortina,  2004)”. Señala la autora que en nuestros tiempos existen 
tres grupos éticos a considerar, a efecto de perseguir el logro del desarrollo 





1. La ética de la convicción debe convertirse en una “ética de la 
responsabilidad” que tenga en cuenta las consecuencias, previsibles y 
posibles.  
 
2. La ética del contrato entre iguales, que pactan en condiciones de simetría, 
debe sustituirse por una “ética del reconocimiento de obligaciones” también 
hacia las generaciones futuras, que hasta tal punto no se encuentran en 
condiciones de simetría que ni siquiera pueden pactar y es preciso 
representarse qué podrían querer.  
 
3. La ética de los deberes y los derechos entre iguales debe ser al menos 
complementada con una “ética de la responsabilidad y el cuidado” por lo 
vulnerable y necesitado de ayuda: por la tierra, los débiles, las 
generaciones futuras. 
 
En atención a esta necesidad de conseguir el fin del “Derecho Ambiental”, que es 
el “Desarrollo Sostenible”, la dimensión del “Principio de Precaución” va más allá 
de las problemáticas asociadas a los riesgos a corto o medio plazo, puesto que se 
refiere también a cuestiones de largo plazo, e incluso ligadas al bienestar de las 
generaciones futuras (Comisión de las Comunidades Europeas, 2002). 
 
Sobre este aspecto señala Jaquenod (1991, p. 376) “Es necesario abandonar 
definitivamente la postura de reaccionar ante los problemas ambientales después 
de que hayan surgido, y optar por una actitud preventiva basada en la adopción 
de normas preventivas más que represivas. Reforzar el aspecto preventivo 
constituye condición necesaria de toda política ambiental, es decir, prevenir la 
contaminación y perturbación en el origen más que tratar de contrarrestar, 
posteriormente, sus efectos negativos. La política ambiental deberá tender a 




eliminar aquellos efectos perturbadores. Deberían llevarse a cabo acciones 
preventivas, rectificando prioritariamente el daño en la fuente (origen) sobre la 
base de conocimientos técnicos y científicos disponibles”. 
 
En lo que concierne al derecho de la persona a gozar de un medio ambiente 
adecuado, este debe abarcar toda la trayectoria vital y todas las circunstancias de 
vida del ser humano, que en el presente se encuentran intervenidas por  las 
nuevas tecnologías. Es por ello que el “Derecho al Medio Ambiente” debería 
incluir en su regulación una adecuada respuesta a las cuestiones planteadas por 
las nuevas formas de reproducción y genética humanas, entre otras  (Vidal, 
2004). 
 
El concepto básico del principio se puede entender como una “oposición a la 
presunción a favor del desarrollo” para convertirse en “in dubio pro ambiente”. 
Cuando no se sepan con certeza los impactos de una actividad, en lugar de 
suponer que las actividades económicas humanas continuarán hasta que, y a no 
ser que, hayan pruebas claras de que están causando daños, el “Principio de 
Precaución” defiende la intervención para prever y evitar daños medioambientales 
antes de que se obtengan pruebas claras de que dicha intervención es necesaria, 
o sin que se obtengan. ―La precaución desvía el equilibrio en la toma de 
decisiones hacia la «previsión prudente», a favor de la supervisión, la prevención 
o la mitigación de amenazas inciertas‖  (Coonie, 2004, p. 11). 
 
En su acepción más radical, el “Principio de Precaución” implicaría que si no es 
posible evaluar un riesgo, no hay que tomarlo. ―En la actualidad esta acepción  se 
atribuye a los ecologistas radicales‖  (Escajedo, 2005, p. 202). No obstante, la 
pretensión de este estudio no está dirigida allí, sino a encontrar un equilibrio que 
no sacrifique ni el desarrollo económico a partir de los avances tecnológicos y la 





Desde el punto de vista de la filosofía del derecho, González (2003) hace un 
importante recuento, señalando que la percepción del “Principio de Precaución”, 
se ha manifestado desde distintas tendencias. La visión catastrofista de Hans 
Jonas  que ya ha sido referida y que ha tenido una amplia evolución filosófica y 
sociológica. Así, Jean- Pierre Dupuy, desde una perspectiva racionalista 
(catastrophisme éclairé), entiende que el “Principio de Precaución” debe aplicarse 
en el presente tomando en cuenta las eventualidades negativas (catastróficas) 
perceptibles para el futuro, a fin de prevenir que esas predicciones no sucedan. El 
prospectivista Jean-Jaques Salmon, propone que, en casos de temor fundado 
científicamente de que una actividad pueda resultar gravemente perjudicial para el 
ambiente, se aplique al amplio campo ambiental la ―cuarentena‖. Philippe 
Kourilsky, sostiene que a la prudencia moderna debe integrarse el modelo 
matemático basado en el cálculo de consecuencias previsibles, sustentado a su 
vez en la teoría de las opciones racionales.  
 
La escuela ―dialoguista‖ (democracia participativa) de Pierre Lascoumes, Michelle 
Callon, Yannick Barthe, percibe a la aplicación del “Principio de Precaución” como 
instrumento procedimental del proceso de decisión democrático, llevado adelante 
por los actores sociales (tomando en cuenta los aportes de los científicos) quienes 
eligen su destino y la perspectivas para el futuro. Sin esperar un riesgo cero, 
dirigiéndose a una acción mesurada.  
 
Desde la perspectiva “jurídico-normativa”, la escuela “romano-germánica”, fue el 
ámbito en el que surgieron las primeras normas nacionales de aplicación del 
“Principio de Precaución” con visión colectivista, con función intervencionista del 
Estado, desarrollada en el marco de una percepción de responsabilidad 
intergeneracional, que aún discute el alcance del principio y sus modos de 
aplicación. Por su parte, la escuela “jurídica anglosajona del Common Law”, 
entiende que la aplicación del “Principio de Precaución” es de alta sensibilidad ya 




particularmente, con este último, principio ya consolidado en varios sistemas 
regionales y en el sistema global. Los doctrinarios de esta escuela sostienen que 
el principio es aplicable de modo limitado, proporcional a los riesgos temidos, 
aplicado de modo no discriminatorio, basado en la relación costo-beneficio, y 
siempre que no vulnere libertades individuales.  
 
Concluye el autor que las diferentes escuelas jurídico-doctrinarias, tal como han 
evolucionado hasta nuestros días, tienen unas percepciones básicas sobre el 
modo en que la “cautela ambiental” debe consagrarse en el derecho, las que 
pueden sintetizarse de la siguiente manera: 
 
 La más débil (propia de la escuela anglosajona del common law), 
considera que no corresponde consagrar el principio como norma jurídica 
compulsiva sino como una “ética de acción”, como una directriz a guiar la 
decisión política de los órganos del Estado. Por ello, prefiere hablar de 
―perspectiva‖ o ―enfoque‖ precautorio y no de ―principio‖. Entiende que la 
sola presión de la población puede obrar como suficiente control frente a 
las actividades de riesgo dudoso.  
 
 La posición intermedia, ubica al principio entre las responsabilidades del 
Estado y sus órganos, los que deben regular los procedimientos a 
implementar frente a toda nueva actividad o cambio de una ya establecida. 
Además, también, contempla la responsabilidad privada en casos de 
ocultamiento de información o mala fe. Esta visión que se considera 
moderada, busca seguridades a futuro con base a una prospección 
profunda y al seguimiento de la actividad en un marco de transparencia, 
respondiendo a una “política de gestión” basada en normas.  
 
 La posición principialista considera al “Principio de Precaución” una fuente 




Algo más estricta que la anterior, hace descansar el peso de la aplicación 
de las exigencias de gestión en el poder público y en determinados actores 
(los especialmente determinados en la legislación).  
 
 La posición catastrofista pretende aplicar al “riesgo dudoso” reglas más 
exigentes que al “riesgo cierto” (atento la incertidumbre), transformándolo 
en un “principio jurídico duro”, principio coactivo, aplicado a todo nivel, las 
más de las veces inmovilizador, a pesar de percibirlo en conflicto con 
intereses económicos, de desarrollo, científicos y tecnológicos.  
 
A efecto de seguir adelante con la definición del principio de precaución o cautela, 
es necesario reconocer su carácter de ―principio‖. Siguiendo a Coonie (2004), el 
concepto tradicional de un ―principio‖ legal, como lo concibe Dworkin,  es el que 
proporciona un razonamiento para seguir una determinada dirección, pero no 
determina un resultado concreto. Es decir, proporcionan una guía que puede 
variar en atención a las circunstancias particulares de cada caso, que permite en 
consecuencia un rango de acción a quien debe tomar decisiones. Por lo tanto, a 
no ser que un enunciado concreto lo  requiera, el “Principio de Precaución” no 
determinará un resultado o una decisión concretos, ni necesitará una determinada 
decisión que garantice una protección total. 
 
Los ―principios‖ poseen una estructura abierta y flexible, no obstante lo cual, 
también se afirma que los ―principios‖ tienen una dimensión que falta en las 
normas: la dimensión del peso o importancia. Pero, por aquel carácter, no puede 
establecerse en abstracto una jerarquía entre los ―principios‖, y eso hace que no 
pueda existir una ciencia sobre su articulación, sino una prudencia en su 
ponderación. Los jueces los sopesan, los ponderan, para poder decidir cuál 
aplicar al caso en estudio y en qué medida hacerlo. Los ―principios‖ no pueden 




de, y requieren, ponderación, que es la forma de su aplicación (Cafferata, 2004, p. 
12).  
 
El célebre jurista y humanista italiano, Norberto Bobbio, recientemente fallecido, 
consideraba que los ―principios‖ en el sistema jurídico cumplen las siguientes 
posibles funciones:  
 
• Función interpretativa: ayuda a resolver significados de las normas.  
 
• Función integrativa: ayuda a orientar criterios ante vacíos legales. 
 
• Función directiva: orienta actividad del legislador u otros operadores del 
derecho. 
 
• Función limitativa: fija fronteras y competencias para algún órgano o institución 
jurídica.  
 
En consecuencia, se considera que el “Principio de Precaución” es autónomo  y 
capaz de operar por sí mismo y no disuelto en una normativa que puede, si, estar 
inspirada en este principio cobrando ella misma importancia. De tal manera que 
no puede excusarse su inaplicación en que es simplemente un principio 
orientador y no una norma vinculante  (Esteve, 2005).  
 
Se trata de un ―principio‖ que se refiere a casos en los que se han identificado 
riesgos potencialmente peligrosos para el medio ambiente, derivados de un 
fenómeno, producto o proceso, pero una evaluación científica no alcanza a 
detallar con precisión el nivel de riesgo, ni por consiguiente, la necesidad o 
efectividad de las medidas de protección conducentes a su reducción, dando un 




cuál es el nivel de riesgo aceptable para la sociedad constituye una 
responsabilidad eminentemente política”  (Lozano, 2003, p. 222). 
 
Sobre el “Principio de Precaución” se han tejido dos tesis: i) la ―maximalista‖ que 
pretende garantizar nivel de riesgo cero, que implica la inversión de la carga de la 
prueba; y, ii) la ―minimalista‖ no implica carga de la prueba y aboga por una 
evaluación de los costos económicos. También existen otras intermedias en razón 
del riesgo considerado, el científicamente probable, el socialmente admisible  
(Ruiz-Jarabo, 2004), sin embargo, el nivel de riesgo cero, en la sociedad actual, 
resulta inalcanzable y por lo tanto ni siquiera  debería aspirarse a él, resultando 
más coherente la posición minimalista, en cuanto acepta la existencia de algunos 
riesgos, siempre y cuando resulten aceptables para la sociedad. No obstante, 
respecto de la carga de la prueba, esta debería determinarse en atención a cada 
caso concreto. 
 
En lo que respecta a la ratio essendi del “Principio de Precaución”, podría 
resumirse así: no debe esperarse a tomar las medidas necesarias para evitar o 
prevenir un perjuicio grave e irreversible hasta que se disponga de evidencia 
científica concluyente, ya que por aquel entonces, podría ser demasiado tarde 
(Berberof, 2005, p. 20).   
 
La novedad del “Principio de Precaución” aparece en la versión sustantivizada y 
autónoma que se ofrece de él, surgiendo un binomio entre ciencia y derecho, lo 
que se puede evidenciar en la situación que a continuación se describe: un 
producto destinado al consumo humano que cuenta con todas las autorizaciones 
exigibles, que pasa todos los controles establecidos, que cumple 
escrupulosamente con la legalidad y con el derecho –aunque para el caso 
colombiano, lo que se observa es que las autorizaciones no someten a las 
actividades y productos a tan estrictos controles-, y sin embargo se retira de la 




porque en el otro sistema, en el de la ciencia, ciertas investigaciones y nuevos 
conocimientos arrojan serias dudas e incógnitas sobre su inocuidad advirtiendo 
riesgos en definitiva. De tal manera que el Derecho tiene que considerar a la 
Ciencia y viceversa porque el uno se puede convertir en límite del otro, en lo que 
a su utilización respecta, quedando parámetros tales como ―cautela‖, 
“conocimiento del hombre medio” o la más clásica formulación que nos ofrece el 
Código Civil de “diligencia de un buen padre de familia”, por fuera de esta versión 
sustantivizada del “Principio de Precaución”  (Berberof, 2005). 
 
En consecuencia, se puede afirmar que el “Principio de Precaución” se basa en i) 
la vulnerabilidad del ambiente; ii) las limitaciones de la ciencia para predecir de 
manera anticipada y con exactitud los daños que puede sufrir el medio ambiente; 
iii) la alternativa de procesos y productos menos dañosos; y, iv) en los nuevos 
retos que estas condiciones implican para el ejercicio del derecho.  
 
―Este ―principio‖ tiene como objetivo la protección del “medio ambiente” y de la 
vida del ser humano, los animales y las plantas, en un momento en el que aún no 
se ha acreditado la existencia de un peligro cierto para esos bienes, y constituye 
una máxima de actuación en caso de riesgos inciertos‖  (Ruiz-Jarabo, 2004, p. 
75), ―resultando en un principio de expansión, ya que, inicialmente estuvo 
vinculado a la política medioambiental, extendiéndose hacia temas de salud 
pública, derechos de los animales y comercio internacional entre otros  (Aguilar, 
2003), situaciones que aún no han sido abordadas por Colombia, en donde hoy 
todavía resulta precaria su aplicación, aún en el caso de asuntos relacionados con 
el ambiente. 
 
Constituye una orientación para la gobernanza y la gestión ante la falta de 
certeza, proporciona líneas de acción para evitar el riesgo de que el medio 
ambiente o la salud humana sufran daños graves o irreversibles a falta de certeza 




Estado para actuar a  través de “medidas precautorias”, dentro de unos límites,  
que se refieren a la necesidad de determinar la ocurrencia del riesgo y la 
consecuencia jurídica de la medida que se pretende aplicar (Mendieta, 2007). 
 
En síntesis, podemos afirmar, que el “Principio de Precaución Ambiental” 
constituye una herramienta fundamental para el logro del “desarrollo sostenible”, 
pues le da la posibilidad al Estado de actuar frente a las situaciones de incerteza 
respecto de la ocurrencia de daños graves e irreversibles, como consecuencia de 
los avances tecnológicos y científicos, que no brindan suficiente información de 
sus efectos en el mediano y largo plazo, debiéndose preferir la protección de 
derechos como el ambiente y la salud, sobre la autorización o liberación de 
actividades y productos que los puedan afectar. 
 
2.3. Diferencias entre precaución y prevención. 
 
En todo caso, la definición del “Principio de Precaución” debe desligarse de la del 
“Principio de Prevención”, ya que uno y otro, aunque tienen el mismo fin tendiente 
a evitar un daño; se fundamentan en presupuestos, diferentes, siendo la 
―prevención‖ el ―género‖, y la ―precaución‖ la ―especie‖.  Así la diferencia entre uno 
y otro principio, sostiene Martin (2005),  se efectúa a partir de una evaluación o 
análisis del riesgo y de una graduación del mismo, que refieren la necesaria 
distinción entre:  
 
1. “Riesgo residual”, que constituye un riesgo poco probable y poco intenso, 
en caso de calificarse de riesgo imprevisible, podría invocarse el principio 
de exoneración de responsabilidad por los mismos.  
 
2. “Riesgo”, se trata de uno de intensidad por encima del residual, referido a 
un daño previsible, aunque no sea posible evaluar con certidumbre si el 




3. ―Peligro‖, supone la concreción del riesgo, representando una cualificación 
y concreción del riesgo al pasar un “umbral teórico” que le convierte en 
inaceptable. El “Principio de Precaución” opera en relación a situaciones 
que extralimitándose del riesgo residual no llegan a constituir peligro.   
 
La ―precaución‖ va más allá de la simple ―prevención‖. En la ―prevención‖, la 
peligrosidad de la cosa o actividad ya es bien conocida y lo único que se ignora es 
si el daño va a producirse o no en un caso concreto. En cambio, en la 
―precaución‖, la relación causal entre una determinada tecnología y el daño 
temido aún no ha sido científicamente probada de modo pleno, sino que 
solamente hay una sospecha fundada de que pueda existir. En otras palabras, las 
“medidas de prevención” son las que se adoptan ante un riesgo actual, mientras 
que las “medidas de precaución” suponen un “riesgo potencial”  (Andorno, 2004, 
p. 28). 
 
Cuando los resultados posibles y su probabilidad son perfectamente conocidos „el 
principio relevante es el de prevención‟ en lugar del de precaución. Mientras que 
si no se conocen con certeza los resultados posibles ni la probabilidad de que se 
produzcan ―el principio relevante es el de la precaución‖. Por lo tanto, „la 
prevención tiene como finalidad impedir riesgos conocidos, mientras que la 
finalidad de la precaución es prevenir riesgos desconocidos‟  (Coonie, 2004, p. 
14). 
 
En el Derecho Internacional, el status del “Principio de Precaución” es el de un 
‗principio emergente y no plenamente consolidado‘, a diferencia del principio de 
prevención, según lo ha señalado  la doctrina del Tribunal Internacional de 






La ―prevención‖ se basa en el conocimiento del riesgo ambiental y la posibilidad 
de adoptar medidas para neutralizarlo, mientras que en el caso de la ―precaución‖, 
el riesgo de daño ambiental no puede ser conocido anticipadamente porque los 
efectos de una acción son de  medio o largo plazo. La posibilidad de anticipación 
es limitada o imperfecta al estar basada en nuestro grado o estadio de 
conocimientos científicos, los cuales son limitados e imperfectos. En 
consecuencia, no es posible adoptar anticipadamente medidas para neutralizar 
los riesgos de daños, porque éstos no pueden ser conocidos con exactitud. 
 
―En el caso de la ‗prevención‘, la peligrosidad de la cosa o de la actividad ya es 
bien conocida, y lo único que se ignora es si el daño va a producirse en un caso 
concreto. En cambio, en el caso de la ‗precaución‘, la incertidumbre recae sobre la 
peligrosidad misma de la cosa, porque los conocimientos científicos son todavía 
insuficientes para dar respuesta acabada al respecto‖ (Cafferata, 2004, p. 10). 
 
Esta distinción es importante, a pesar de que en algunos instrumentos del 
derecho aparecen como sinónimos y algunos autores los manejan 
indistintamente, pues de la claridad que se tenga de los conceptos van a 
depender las medidas que se adopten en cada caso, así como la responsabilidad 
en la que pueda incurrir el Estado a través de sus órganos por su “no actuar”, toda 
vez que se ha dicho que si el Estado no actúa a pesar del conocimiento de los 
riesgos y de la probabilidad de su ocurrencia, será responsable de los daños que 
se produzcan por no haber aplicado medidas de prevención, mientras que en los 
casos en que se desconocen los riesgos y la probabilidad de que sucedan, la 










3. CAPÍTULO III. EL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN AMBIENTAL 
EN EL DERECHO INTERNACIONAL AMBIENTAL Y LA 
PROTECCIÓN DEL AMBIENTE EN COLOMBIA. 
 
3.1. El principio de precaución en el derecho internacional 
ambiental. 
 
El “Derecho Internacional Ambiental” es un derecho nuevo, (aunque autores 
niegan su novedad)  y se define como „un conjunto de normas jurídicas que 
regulan las relaciones entre Estados y otros sujetos del derecho internacional 
público, que se ocupan precisamente de la protección de la naturaleza y la lucha 
contra la contaminación a nivel internacional‟ (Franciskovich, s.f., p. 6). 
 
Las fuentes del “Derecho Internacional Ambiental”, son las mismas del “Derecho 
Internacional General”, que según el Artículo 38 del Estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia son: los tratados,  la Costumbre Internacional, los 
Principios Generales del Derecho, la Jurisprudencia Internacional, la Doctrina y la 
Equidad. 
 
El “Derecho Internacional Ambiental” se encuentra consagrado en su mayoría, en 
instrumentos internacionales  del denominado “soft law” o “derecho blando”, en 
donde se han proyectado principios y criterios jurídicos, que sin ser aún 
vinculantes u obligatorios, constituyen la base de los ordenamientos jurídicos 
internos de los Estados que se han adherido a ellos. 
 
El “soft law” se inscribe en el marco de las denominadas fuentes no tradicionales 
del “Derecho Internacional Ambiental”, aunque ha contribuido en los procesos de 




contribuye a la evolución del nuevo derecho internacional y nacional, en general, y 
la armonización de la ley ambiental con los estándares globales actuales. 
 
El “Derecho Internacional Ambiental” adopta un enfoque de ―precaución‖, si se 
tiene en cuenta que como regla de lo que se trata es de obligar a los Estados a 
prevenir daños ambientales significativos a otros Estados. 
 
―Aunque los Estados lo han utilizado de manera constante y se ha incorporado en 
un sinnúmero de instrumentos internacionales, las variaciones en su formulación y 
en su aplicación hacen difícil que exista un consenso sobre la naturaleza, 
características y aplicación del “Principio de Precaución” (Rodriguez,  2005, p. 
440). 
 
El concepto de “principios de derecho” implica varios significados, el primero, se 
refiere a aquellos que son aplicados en el derecho nacional; el segundo, a los que 
surgen de las relaciones internacionales; y, el tercero, como un derecho 
reconocido en todas las relaciones, independientemente del origen. Los principios 
del Derecho Ambiental, se encuentran en la segunda significación (Maes, , 2007). 
Han jugado un rol importante en el desarrollo de las normas internacionales con 
objetivos más claros, para el caso de los ambientales, han alcanzado un grado de 
estabilidad de tal manera que no han creado nuevos principios y se están 
enfocando en la creación de normas jurídicas a partir de estos y de su aplicación. 
 
La Corte Internacional de Justicia en el caso Gabcikovo-Nagymaros basó su 
decisión en un enfoque de ―precaución‖, pero se abstuvo de reconocer 
formalmente el principio como parte de la costumbre internacional, a pesar de que 
éste fue expresamente invocado por Hungría. 
 
La Comunidad Europea expresamente ha manejado el principio, principalmente 




acuerdo de medidas sanitarias y fitosanitarias de esa organización incorpora 
elementos de ―precaución‖. También consideró que su estatus en el Derecho 
Internacional General aún no era claro (Rodriguez, 2005). 
 
Según la Comisión de las Comunidades Europeas, si el Preámbulo del Acuerdo 
de la Organización Mundial del Comercio –OMC- destaca los vínculos cada vez 
más estrechos entre el comercio internacional y la protección del medio ambiente, 
para ser coherentes se debe tener en cuenta el “Principio de Precaución” en sus 
acuerdos y de esta manera garantizar que este principio de vocación general 
reciba una aplicación adecuada en este ordenamiento jurídico. Así pues, en la 
OMC, cada miembro dispone del derecho autónomo soberano a determinar el 
nivel de protección del medio ambiente o la salud que juzga conveniente. Por lo 
tanto, puede aplicar medidas, incluidas las basadas en el “Principio de 
Precaución”, que impliquen un nivel de protección más elevado que el basado en 
las normas o recomendaciones internacionales pertinentes. Algunos asuntos 
recientemente tratados en la OMC lo confirman  (Comisión de las Comunidades 
Europeas, 2002). 
   
Importantes instrumentos internacionales han establecido acuerdos en torno a la 
aplicación de “medidas precautorias”, el “Protocolo de Kyoto” respecto de los 
gases de efecto invernadero y el cambio climático, el “Protocolo de Cartagena” en 
lo que refiere al consumo y movimientos fronterizos de organismos genéticamente 
modificados y los paquetes de medidas “Erika I” y “Erika II” frente al vertimiento de 
contaminantes al mar, entre muchos otros. 
 
Sin embargo, afirma Gómez (2003) la efectividad de las medidas que allí se 
plantean se encuentran en duda por la falta de consenso entre los Estados para 
su adopción, la explicación radica en que estos acuerdos están determinando 
unos nuevos contextos políticos y económicos, en donde las consecuencias son 




niveles de desarrollo de los países, donde entran en pugna la intención y 
cooperación para la protección del ambiente, los efectos económicos para los 
Estados y los intereses privados de la industria y el comercio. 
 
La relación “costo–beneficio” es la que va a determinar la cooperación necesaria 
para lograr el acuerdo entre los distintos actores respecto de la adopción y puesta 
en marcha de las “medidas precautorias”, aunque  ha sido incorporado 
progresivamente en una amplia gama de instrumentos legales «duros» y 
«blandos» de alcance internacional, regional y nacional.   
 
El ―principio‖ está dominado por disputas sobre su uso dentro del contexto de la 
liberalización global del comercio y las disciplinas de la Organización Mundial del 
Comercio (OMC), y estas  disputas influyen enormemente en su aceptación en 
otras esferas. Aunque se han realizado análisis exhaustivos para determinar si el 
principio se ha «cristalizado» y se ha convertido en un principio del derecho 
consuetudinario internacional, desde una perspectiva conservadora podría decirse 
que a pesar de que no está claramente aceptado como tal, probablemente puede 
ser definido como tal en ciertos sectores  (Coonie, 2004). 
 
Para mostrar esta tendencia, Rosey Coonie, trae a colación algunos ejemplos en 
todo el planeta, que permiten identificar la acogida que el “Principio de 
Precaución” ha tenido: 
 
 Ejemplos de Latinoamérica: 
 
En Ecuador lo han incluido en la legislación para la conservación y el desarrollo 
sostenible de las Islas Galápagos, y sobre las especies exóticas invasoras, 
además de en su futura legislación sobre biodiversidad y uso sostenible. La 
legislación sobre biodiversidad también contiene medidas de precaución, incluido 




especies silvestres que obliga a obtener permisos. En Argentina la precaución es 
un principio que guía la aplicación e interpretación del derecho ambiental general. 
En Perú, la recientemente desarrollada Estrategia Nacional para la Diversidad 
Biológica (2001) y el reglamento que guía la puesta en práctica de la Ley sobre 
Bosques y sobre Flora y Fauna Silvestres (2001) incluye la precaución como 
principio rector (artículo 1). En Costa Rica, el “Principio de Precaución” está 
incluido en la Ley de Biodiversidad (1998), Artículo 11. 
 
 Ejemplos de Asia 
 
En India, la ley general sobre fauna y flora silvestres de India (1972), no incluye el 
“Principio de Precaución”. No obstante, prohíbe la caza de fauna y flora silvestres, 
una medida que supuestamente se tomó como precaución, dada la falta de 
certeza que rodea al volumen de caza y su impacto sobre la conservación. La 
Política Nacional de Biodiversidad de Malasia (1998) hace referencia 
explícitamente al CDB y a otros principios, pero no al “Principio de Precaución”. 
En la Ley de Protección Medioambiental de la República Democrática Popular de 
Laos (1999) constan varios principios, pero no el de precaución. Vietnam no 
incluye el “Principio de Precaución” en su Ley de Protección Medioambiental 
(1993) ni en su Plan de Acción para la Biodiversidad (1995). Por último, Indonesia 
no menciona la precaución en su Ley sobre la Conservación de Recursos 
Biológicos y sus Ecosistemas de 1990, ni en la más reciente Ley Relativa a la 
Gestión del Medio Ambiente (1997). 
 
 Ejemplos de África 
 
Varios países africanos han adoptado el “Principio de Precaución” en su 
legislación  relativa a la biodiversidad. La ley sobre medio ambiente de 1997 de 
Mozambique estipula que deben realizarse actividades de gestión del medio 




independientemente de que existan o no pruebas científicas de dichos impactos 
(Artículo 4). La ley sobre actividades forestales y relativas a la fauna y flora 
silvestres de Mozambique de 199915 también incluye la «prevención y la 
prudencia», en el sentido de que «la introducción de especies de plantas y 
animales y de tecnologías modernas en el sector de la silvicultura y el de la fauna 
y flora silvestres debería ir precedido de estudios de evaluación de los impactos 
para garantizar la sostenibilidad». La ley general de medioambiente de Camerún 
de 199616 incluye la precaución como principio rector de la gestión del medio 
ambiente y los recursos naturales. La Ley nacional de gestión del medio ambiente 
de Sudáfrica (1998) dispone que el desarrollo sostenible requiere, entre otras 
cosas, «evitar riesgos y aplicar un enfoque cautelar, para lo que deben tenerse en 
cuenta los conocimientos actualmente limitados sobre las consecuencias de las 




El “Principio de Precaución” fue incluido en el acuerdo marco intergubernamental 
sobre medio ambiente de 1992 entre la Commonwealth y los Gobiernos de los 
Estados miembros como uno de los principios del «desarrollo ecológicamente 
sostenible». Está incluido en la Ley de protección del medio ambiente y de 
protección de la biodiversidad de la Commonwealth (1999), así como en 
numerosos estatutos medioambientales estatales, sobre todo en Nueva Gales del 
Sur. 
  
 Estados Unidos de América 
 
La ―precaución‖ apenas aparece de forma explícita en la legislación de EE. UU., 
pero las medidas de ―precaución‖ están perfectamente consolidadas. En lo que se 
refiere a la conservación de la fauna y flora silvestres, existen varios instrumentos 




peligro de extinción (1973), la Ley de protección de mamíferos marinos (1972) y la 
Ley de conservación de aves silvestres (1992). En general, estas leyes implican 
una prohibición total de un tipo de actividades para determinadas especies, o la 
prohibición a no ser que se cumplan unos requisitos muy estrictos (Coonie, 2004, 
p. 22). 
 
A pesar del reciente surgimiento del Derecho Internacional Ambiental, ya ha 
logrado la consolidación de los principios que lo orientan y fundamentan, de tal 
manera que desde la Conferencia de Río de 1992, no se han creado unos 
nuevos, estabilizándose y buscando la manera de concretarlos en su definición y 
aplicación, para lograr su cometido cual es el desarrollo sostenible y la 
supervivencia de la especie humana en el planeta. 
 
Este Derecho para algunos constituye una limitación de las competencias del 
Estado sobre su territorio, para dar preponderancia al concepto de ―Patrimonio 
común de la humanidad”, imponiendo obligaciones para cada Estado en su 
protección (Olarte, 2005), faltando todavía el tránsito de muchas de sus 
regulaciones de soft law (derecho blando) al hard law (derecho duro), para el 
establecimiento de mecanismos que permitan la aplicación, control y seguimiento, 
así como la solución de controversias, hasta la imposición de sanciones por 
inobservancia de sus normas, estableciendo igualmente los organismos 
encargados de realizar tales funciones. 
 
Es de anotar igualmente, que con ocasión de este trabajo se resalta el “Principio 
de Precaución Ambiental‖ entre los demás que hacen parte del “Derecho 
Internacional Ambiental”, de los que vale la pena mencionar algunos que también 
son relevantes  y que buscan la armonía de los Estados en sus relaciones 
internacionales con la naturaleza, como el de “quien contamina paga”, “el 




comunes pero diferenciadas de los Estados”, “la prevención”, “los estudios de 
impacto ambiental”, “la participación”, entre otros.  
 
A continuación, se presenta una relación donde se pueden observar los 
principales instrumentos del Derecho Internacional Ambiental, que consagran 
expresamente el “Principio de Precaución Ambiental”. En esta relación aparecen 
algunos de alcance regional y otros de alcance universal -vinculantes y no 
vinculantes-. 
 
Cuadro 1. Instrumentos jurídicos del derecho internacional ambiental que 
consagran el principio de precaución ambiental  
(Fuente: Elaboración propia) 
INSTRUMENTO AÑO INCORPORACIÓN 
La Declaración de Estocolmo 
sobre Medio Humano 
1972 
En el punto sexto de la Proclama, expresa: “Hemos 
llegado a un momento de la historia en que debemos 
orientar nuestros actos en todo el mundo atendiendo 
con mayor solicitud a las consecuencias que pueden 
tener para el medio. Por ignorancia o indeferencia, 
podemos causar daños inmensos e irreparables al 
medio (…)”. En el Principio 4, establece: “El hombre 
tiene la responsabilidad especial de preservar y 
administrar juiciosamente el patrimonio de la flora y la 
fauna silvestre y su hábitat (…). En consecuencia, al 
planificar el desarrollo económico debe atribuirse 
especial importancia a la conservación de la naturaleza 
(…)”. *-La Carta Mundial de la Naturaleza (1982) ha 
incluido al principio de cautela en los Puntos 11 b) y c) 
al establecer:  “b) Las actividades que puedan entrañar 
grandes peligros para la naturaleza serán precedidas 
de un examen a fondo y quienes promuevan esas 
actividades deberán demostrar que los beneficios 
previstos son mayores que los daños que puedan 
causar a la naturaleza y esas actividades no se llevarán 
a cabo cuando no se conozcan  cabalmente sus 
posibles efectos perjudiciales; c) Las actividades que 
puedan perturbar la naturaleza serán precedidas de 
una evaluación de sus consecuencias y se realizarán 
con suficiente antelación estudios de los efectos que 
puedan tener los proyectos de desarrollo sobre la 
naturaleza; en caso de llevarse a cabo, tales 
actividades se planificarán y realizarán con vistas a 




-La Convención sobre 
Conservación de las Especies 
Migratorias de Animales 
Silvestres (1979), en los 
párrafos primero y segundo de 




“(…) la fauna salvaje en sus innumerables formas es un 
elemento irremplazable de los sistemas naturales de la 
tierra, que debe ser conservada para el bien de la 
humanidad”; “(…) que cada generación humana posee 
los recursos de la tierra para las futuras generaciones y 
tiene la obligación de asegurar que este legado sea 
conservado y que cuando se utilice sea usado de forma 
prudente”. 
Carta Mundial de la Naturaleza 1982 
Principio 11.b. “Aquellas actividades que puedan 
entrañar riesgos a la naturaleza, deben ser precedidas 
de una evaluación extensiva. Sus proponentes deben 
demostrar que los beneficios esperados sobrepasan los 
potenciales daños a la naturaleza, y cuando los 
potenciales impactos no son totalmente entendidos, no 
se deben llevar a cabo las actividades” 
La Convención de Naciones 
Unidas sobre el Derecho del 
Mar  
1982 
El deber de determinar la captura permisible de los 
recursos vivos en su zona económica exclusiva a fin de 
que no se vea amenazada por exceso de explotación 
(Art. 61); * el compromiso de cooperación en materia 
de conservación de especies altamente migratorias 
(Art. 64), mamíferos marinos (Art. 65), especies 
anádromas (Art. 66), especies catádromas (Art. 67); *el 
deber de adoptar medidas para la conservación de los 
recursos vivos del alta mar en relación con sus 
nacionales (Art. 117), entre otras 
La Declaración Ministerial de la 
Primera Conferencia sobre 
Protección del Mar del Norte  
1984 
Ha expresado con relación a los vertidos de desechos 
químicos en los océanos: “Los Estados no deben 
esperar a tener pruebas de los efectos peligrosos para 
tomar acción (...)”. Si bien no ha empleado la palabra 
“precaución”, la misma se halla implícita en la 
manifestación.  
El Convenio de Viena para la 
Protección de la Capa de 
Ozono 
1985 
En los párrafos primero y quinto de su Preámbulo, 
expresa respectivamente: “Conscientes del impacto 
potencialmente nocivo de la modificación de la capa de 
ozono sobre la salud humana y el medio ambiente”. 
“Teniendo presente también las medidas de precaución 
que ya se han adoptado en los ámbitos nacional e 
internacional, para la protección de la capa de ozono 
(…)”. 
La Declaración de la Segunda 
Conferencia sobre la 
Protección del Mar del Norte  
1987 
Explícitamente, incorporó el término “precaución” en los 
siguientes términos: “En orden a proteger el Mar del 
Norte de posibles efectos dañosos de las sustancias 
más peligrosas (…) es necesario un enfoque 
precautorio, el que puede requerir que se adopten 
medidas de control del vertido de esas sustancias, aun 
antes de que la relación causa-efecto haya sido 




El Protocolo de Montreal 
Relativo a Sustancias que 
Agotan la Capa de Ozono  
1987 
En los párrafos segundo, tercero y cuarto de su 
Preámbulo, expresa respectivamente: “Conscientes de 
que, en virtud del Convenio, tienen la obligación de 
tomar las medidas adecuadas para proteger la salud 
humana y el medio ambiente contra los efectos  
nocivos que se derivan o pueden derivarse de 
actividades humanas que modifican o pueden modificar 
la capa de ozono”. “Reconociendo la posibilidad de que 
la emisión de ciertas sustancias, que se producen en 
todo el mundo, puede agotar considerablemente la 
capa de ozono y modificarla de alguna manera, con 
posibles efectos nocivos en la salud y el medio 
ambiente”. “Conscientes de los posibles efectos 
climáticos de las emisiones de estas sustancias”. 
 
El Informe del Consejo de 
Gobierno del Programa de 
Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente en su decimoquinto 
período de sesiones 
1989 
Recomendó a todos los gobiernos adoptar “el principio 
de acción precautoria” como base de sus políticas en 
relación con la prevención y la eliminación de la 
contaminación marina71 .  
El Convenio sobre el Control de 
los Movimientos 
Transfronterizos de los 
Desechos Peligrosos y su 
Eliminación 
1989 
En los párrafos primero y decimocuarto de su 
Preámbulo, señala que los Estados adoptan el tratado 
“Conscientes de que los  desechos peligrosos y otros 
desechos y sus movimientos transfronterizos pueden 
causar daños a la salud humana o al medio ambiente”; 
“Teniendo presente el espíritu, los principios, los 
objetivos y las funciones de la Carta Mundial de la 
Naturaleza aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en su trigésimo séptimo período de 
sesiones (1982) como norma ética con respecto a la 
protección del medio humano y a la conservación de los 
recursos naturales”. 
La Declaración de la Tercera 
Conferencia sobre la Protección 
del Mar del Norte  
1990 
Hizo referencia al  “principio de precaución”, dando por 
entendido que las dos Declaraciones precedentes los 
habían consagrado, a pesar de no haberlo citado en la 
primera y haber hecho referencia “enfoque precautorio” 
en la segunda. Así, expresa: “Los participantes (...) 
continuarán aplicando el principio de precaución, que 
requiere actuar para evitar impactos potencialmente 
perjudiciales de las sustancias que son persistentes, 
tóxicas, y puedan bioacumularse incluso cuando no 
haya evidencia científica que pruebe la relación causal 




Convención de Bamako sobre la 
Prohibición de la Importación a 
África de Desechos Peligrosos  
1991 
Cada parte tratara de adaptar y poner en práctica el 
enfoque preventivo y de precaución en los problemas de 
contaminación, lo que supone, entre otras cosas, evitar 
que se liberen en el medio ambiente sustancias que 
puedan causar daño a los seres humanos o al medio 
ambiente, sin necesidad de esperar que haya pruebas 
científicas en la relación con ese daño 
Convenio sobre la Protección y 
Utilización de los Cursos de 




(…) se regirán por los principios siguientes: el principio 
de precaución, en virtud del cual no se aplazaran las 
medidas para evitar el posible impacto transfronterizo de 
la emisión de sustancias peligrosas so pretexto de que 
las investigaciones científicas no han demostrado 
plenamente una relación causal entre dichas sustancias, 
por un lado, y un posible impacto del medio ambiente 
Convención de Oslo y París 
para la Protección del Medio 
Marino en el Noreste Atlántico  
1992 
Deben adoptarse medidas preventivas cuando hay 
motivos razonables para temer que ciertas sustancias o 
energía introducida, directa o indirectamente,  en el 
medio marino, puedan suponer riesgos para la salud de 
los seres humanos, ser peligrosos para los recursos 
vivos y los ecosistemas marinos, dañar instalaciones de 
recreo o perturbar otros usos legítimos del mar, aunque 
no haya pruebas inequívocas de un vinculo causal entre 
los elementos en cuestión y los efectos 
La Declaración de Río sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo  
1992 
La Declaración de Río sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo (1992) en el Principio 15 señala: “Con el fin 
de proteger el medio ambiente, los Estados deberán 
aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a 
sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o 
irreversible, la falta de certeza científica absoluta no 
deberá utilizarse como razón para postergar la adopción 
de medidas eficaces en función de los costos para 
impedir la degradación del medio ambiente”.  
La Agenda 21  1992 
Párrafo 35.3 “Ante amenazas de daños ambientales 
irreversibles, la falta de conocimientos científicos no 
debe ser excusa para postergar la adopción de medidas 
que se justifiquen de por sí. El enfoque basado en el 
principio de la precaución podría suministrar una base 
científica sólida para la formulación de políticas relativas 
a sistemas complejos que aún no se comprenden 





Preámbulo: OBSERVANDO TAMBIÉN que cuando 
exista una amenaza de reducción o pérdida sustancial 
de la diversidad biológica no debe alegarse la falta de 
pruebas científicas inequívocas como razón para 
aplazar las medidas encaminadas a evitar o reducir al 





de las Naciones Unidas 
sobre Cambio Climático 
1992 
 
Artículo 3, donde se utiliza expresamente el principio en 
los términos de la Declaración de Río 
El Acuerdo de la OMC sobre la 
Aplicación de Medidas 
Sanitarias y Fitosanitarias  
1993 
En el primer párrafo del Preámbulo y en el Art. 5.7 
establece respectivamente: “Reafirmando que no debe 
impedirse a ningún Miembro adoptar ni aplicar las 
medidas necesarias para proteger la vida y la salud de 
las personas y los animales o para  preservar los 
vegetales, a condición de que esas medidas no se 
apliquen de manera que constituya un medio de 
discriminación arbitrario o injustificable entre los 
Miembros en que prevalezcan las mismas condiciones, 
o una restricción encubierta del comercio internacional”. 
“Cuando los testimonios científicos pertinentes sean 
insuficientes, un Miembro podrá adoptar 
provisionalmente64 medidas sanitarias o fitosanitarias 
sobre la base de la información pertinente de que 
disponga, con inclusión de la procedente de las 
organizaciones internacionales competentes y de las 
medidas sanitarias o fitosanitarias que apliquen otras 
partes contratantes. En tales circunstancias, los 
Miembros tratarán de obtener la información adicional 
necesaria para una evaluación más objetiva del riesgo y 
revisarán en consecuencia la medida sanitaria o 
fitosanitaria en un plazo razonable”. 
Acuerdo de la Organización 
Mundial de Comercio sobre la 
Aplicación de Medidas 
Sanitarias y Fitosanitarias 
("Ronda Uruguay"), articulo 5(7) 
1993 
Cuando los testimonios científicos pertinentes sean 
insuficientes, un Miembro podrá adoptar 
provisionalmente medidas sanitarias o fitosanitarias 
sobre la base de la información pertinente de que 
disponga (…) Los gobiernos responsables y 
representativos generalmente actúan desde una 
perspectiva de prudencias y precaución cuando se trata 
de riesgos de daños irreversibles, o incluso mortales, 
para la salud de los seres humanos 
Tratado de Maastritch sobre la 
Unión Europea, párrafo 31 
1994 
La política de la Comunidad sobre el medio ambiente se 
basara en el principio de precaución y en los principios 
de que deben adoptarse medidas preventivas, que el 
daño al medio ambiente debe, como prioridad, 
rectificarse en su origen y que "quien contamina, paga" 
La Carta de la Energía de la 
Comunidad Europea 
1995 
Art. 19, establece: “En la formulación de sus políticas y 
en sus actuaciones concretas, las Partes Contratantes 
pondrán todo su empeño en adoptar medidas 





El Código de Conducta de 
Pesca Responsable de la FAO  
1995 
En sus artículos 6 y 7 ha establecido: 6.5 Los Estados y 
las organizaciones subregionales y regionales de 
ordenación pesquera deberían aplicar ampliamente el 
criterio de precaución en la conservación, la ordenación 
y la explotación de los recursos acuáticos vivos con el 
fin de protegerlos y de preservar el medio ambiente 
acuático, tomando en consideración los datos científicos 
más fidedignos disponibles. La falta de información 
científica adecuada no debería utilizarse como razón 
para aplazar o dejar de tomar medidas para conservar 
las especies que son objeto de la pesca, las especies 
asociadas o dependientes y aquéllas que no son objeto 
de la pesca, así como su medio ambiente. 7.5 Criterio 
de precaución 7.5.1 Los Estados deberían aplicar 
ampliamente el criterio de precaución en la 
conservación, ordenación y explotación de los recursos 
acuáticos vivos con el fin de protegerlos y preservar el 
medio acuático. La falta de información científica 
adecuada no debería utilizarse como razón para aplazar 
o dejar de tomar las medidas de conservación y gestión 
necesarias. 
El Acuerdo para la 
Implementación de las 
Disposiciones de la Convención 
de Naciones Unidas sobre 
Derecho del Mar de 10 de 
diciembre de 1982 Relativo a la 
Conservación y Manejo de las 
Especies Transzonales y 
Altamente Migratorias  
1995 
Arts. 5.c) y 6 establece, respectivamente: Aplicar el 
criterio de precaución de conformidad con el Art. 6. “1. 
Los Estados aplicarán ampliamente el criterio de 
precaución a la conservación, ordenación, explotación 
de las poblaciones de peces transzonales y las 
poblaciones de peces altamente migratorios a fin de 
proteger los recursos marinos vivos y preservar el medio 
marino. 2. Los Estados deberán ser especialmente 
prudentes cuando la información sea incierta, poco 
fiable o inadecuada. La falta de información científica 
adecuada no se aducirá como razón para aplazar la 
adopción de medidas de conservación y ordenación o 
para no adoptarlas”. 
Decisión 391 de la Comunidad 
Andina de Naciones sobre 
acceso a Recursos Genéticos 
1996 
“Los países miembros podrán adoptar medidas 
destinadas a impedir la erosión genética o la 
degradación del medio ambiente y los recursos 
naturales. Cuando exista peligro de daño grave e 
irreversible, la falta de certeza científica no deberá 





La Convención conjunta sobre 
Seguridad en la Gestión del 
Combustible Gastado y sobre 
Seguridad en la Gestión de 
Desechos Radiactivos  
1997 
Art. 1. ii, entre los objetivos del acuerdo, señala: 
“Asegurar que en todas las etapas de gestión del 
combustible gastado y de desechos radiactivos haya 
medidas eficaces contra los riesgos radiológicos 
potenciales a fin de proteger a las personas y al medio 
ambiente de los efectos nocivos de la radiación 
ionizante, actualmente y en el futuro, de manera que se 
satisfagan las necesidades y así raciones de la 
generación presente sin comprometer la capacidad de 
las generaciones futuras para satisfacer sus 
necesidades y aspiraciones”. 
La Comunicación de la 
Comisión Europea sobre el 
recurso al principio de 
precaución (COM /2000/1) 
2000 
La  aplicación del principio de precaución constituye un 
principio esencial de su política.  
Protocolo de Cartagena 
Bioseguridad 
2000 En su preámbulo remite expresamente al principio 15 de 
la Declaración de Río. 
La Directiva 2001/18/CE del 
Parlamento Europeo y del 
Consejo sobre la liberación 
intencional en el medioambiente 
de organismos modificados 
genéticamente 
2001 
Toma en cuenta el principio de precaución al elaborar la 
directiva. 
Convenio sobre Contaminantes 
Orgánicos Persistentes  
2001 
Párrafo noveno de su Preámbulo y en el Art. 1, 
establece respectivamente: “Reconociendo que la idea 
de precaución es el fundamento de las preocupaciones 
de todas las Partes y se halla incorporada de manera 
sustancial en el presente Convenio”. “Teniendo presente 
el principio de precaución consagrado en el principio 15 
de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo, el objetivo del presente Convenio es proteger 
la salud humana y el medio ambiente frente a los 
contaminantes orgánicos persistentes”. 
El Reglamento 178/2002 del 
Parlamento y del Consejo sobre 
seguridad alimentaria 
2002 
Considera la gestión provisional del riesgo en los casos 
de posibles efectos dañinos e incertidumbre científica 
sobre el riesgo (Art. 7)68 
El Reglamento relativo al 
registro, evaluación, 
autorización y restricción de 
sustancias y preparados 
químicos (COM 2003 0644 (04) 
2003 
Art. 1, señala que el reglamento se basa en el principio 
de precaución. 
Tratados de la Unión Europea 
(Maastricht 1992, Ámsterdam 




La política de la Comunidad sobre el medio ambiente 
apuntara a un alto nivel de protección, teniendo en 
cuenta la biodiversidad de las situaciones en las 
diversas regiones de la Comunidad. Se basara en el 
principio de precaución 








De la anterior presentación se puede concluir que la invocación del “Principio de 
Precaución” en los instrumentos del “Derecho Internacional Ambiental” es 
significativa, lo que evidencia su gran relevancia para el logro del desarrollo 
sostenible. No obstante, si se observa la manera como el ―principio‖ se ha 
incorporado, no se puede afirmar que tenga una definición unánime, ni una 
delimitación clara, así como tampoco una forma determinante de obligar a su 
aplicación, aún en los casos de instrumentos vinculantes. 
 
Igualmente, se aprecia una falta de coordinación de los instrumentos, 
presentando algunas incoherencias y lagunas, sin una jerarquía clara y con 
distintas normas susceptibles de aplicarse, por lo que el reto es articular el 
sistema, de tal manera que se logre la coerción sobre la base de herramientas 
económicas y la definición de las autoridades encargadas de aplicarlas. 
 
3.2. Elementos estructurales del principio de precaución ambiental. 
 
A pesar de ser este otro de los aspectos que ha generado controversia respecto 
del “Principio de Precaución Ambiental”, constituye un factor determinante a 
efecto de establecer la manera de aplicarlo. 
 
 
Si se parte de lo preceptuado en la ―Declaración para el Medio Ambiente y el 
Desarrollo”  de 1992, en su Principio No. 15, se pueden señalar como elementos 
estructurales del “Principio de Precaución Ambiental”, los siguientes: 
 
1. El peligro de un daño grave o irreversible. 
2. La incerteza científica. 





Por su parte, la mayoría de los autores coinciden en indicar como elementos del 
“Principio de Precaución”, i) la incertidumbre científica acerca de los efectos sobre 
la salud en un fenómeno, un producto o un proceso; ii) el análisis de los riesgos 
desencadenados; iii) el sometimiento de las medidas preventivas decretadas al 
principio de proporcionalidad  (Ruiz-Jarabo, 2004, p. 64).  
 
Otros señalan que está conformado por una dimensión intemporal, la falta de 
certidumbre científica absoluta (De Cozar, 2005) del riesgo ecológico, pero con 
peligro de daño grave e irreversible y la adopción de medidas de precaución. A 
este respecto, se considera que no debe exigirse la incertidumbre científica total, 
pues no se podría justificar de una manera razonable la adopción de medidas de 
cautela, si no aparece conocimiento alguno de los riesgos. 
 
En el 2004 Cooney sostuvo que los elementos del “Principio de Precaución 
Ambiental” son, las amenazas de un daño grave o irreversible, la falta de certeza 
científica y las medidas que deben ser eficaces y conforme a las capacidades de 
quien las vaya a aplicar. 
 
Se debe considerar que estos elementos no se enuncian como tales en la 
descripción que del ―principio de precaución” se hace en la ―Declaración de Río de 
Janeiro”, sino que corresponden al desarrollo doctrinario que de los mismos se ha 
hecho, dado que como se indicó anteriormente, no se encuentran definidos en 
ningún instrumento internacional, lo que en parte ha contribuido a dificultar su 
aplicación. Posteriormente se hará el análisis de estos elementos a la luz del 
ordenamiento jurídico colombiano y se determinarán cuáles y de qué manera se 








3.2.1. El riesgo de la ocurrencia de daños graves o irreversibles. 
 
La palabra ―riesgo‖ adolece de una cierta ―equivocidad‖. Según la clásica 
distinción del economista KNIGHT, existe una “situación de riesgo” cuando cada 
alternativa de acción puede conducir a varios resultados posibles, conociéndose 
la probabilidad de todos ellos. En cambio, la “situación de incertidumbre” se 
presenta cuando las probabilidades de los resultados son desconocidas  
(Domenech, 2006, p. 249). 
 
Mientras que el ―peligro‖ tiene un origen natural, ajeno a la intervención humana, 
el ―riesgo‖ tiene su origen en una tecnología –alimentaria, energética, industrial, 
telecomunicación, farmacéutica, biológica, etc.- y, por tanto en la “acción humana”  
(Esteve, 2005, p. 197). 
 
El “riesgo” está íntimamente ligado a una decisión –social o individualmente–
tomada. El origen del “riesgo” (y por la tanto de las ulteriores alteraciones 
desencadenas) ya no reside en una voluntad externa o independiente, por el 
contrario, la responsabilidad de tal panorama es atribuido a decisiones tomadas y 
a elecciones preferidas  (Ramirez, 2009).  
 
Concordando con algunos planteamientos de la sociedad del riesgo del sociólogo 
alemán Ulrick Beck, la cuestión no es tanto si los peligros tecno-científicos 
contemporáneos son mayores o menores que los del pasado, sino que hoy los 
peligros son habitualmente imputados a acciones y decisiones humanas, y por lo 
tanto, se les otorga la forma de ―riesgos‖ (Ramirez, 2009) .  
 
Los “riesgos” hoy en día son utilizados como instrumento de distribución de 
cargas sociales y responsabilidades políticas, y que la (in)justicia es una 
constante en la distribución de estos efectos colaterales, de estos ―males‖, de 




No está de más recordar que “la actual distribución de riesgos refleja sólo la 
vigente distribución de poder y posición social, el tema de la justicia suscita 
cuestiones políticas fundamentales”. Esto último ha llevado a discusiones sobre 
aquellos “riesgos” que se corren sin haber entrado en un proceso de toma de 
decisión, bien porque no han sido percibidos o bien porque, aun al hacerlo, no 
han sido reconocidos como objetos sobre los que cabe decidir. Por ello, se debe 
considerar la distinción entre “riesgos asumidos” y “riesgos impuestos” por otros, 
ofreciendo importantes herramientas en el debate de la aceptabilidad del “riesgo”, 
pues de lo que aquí se trata es de que el Estado en virtud de la protección de los 
derechos y garantías constitucionales, no permita la imposición de riesgos, sino 
que a través de los mecanismos de participación, facilite su discusión y de esa 
manera la mayoría podrá asumir los que resulten aceptables  (Ramirez, 2009). 
 
Pero incluso cuando se establece una obligación, es poco probable que se 
imponga una decisión o una acción concreta, ya que un principio jurídico no suele 
determinar el resultado de una decisión. ―En ciertos casos podría decirse que el 
“Principio de  Precaución” ha impuesto un requisito de procedimiento más que un 
requisito sustancial: tiene que quedar claro que se ha considerado el principio 
durante el proceso de toma de decisiones, aunque de hecho no se haya tomado 
ninguna decisión «cautelar»  (Coonie, 2004, p. 29).  
 
A lo largo de la historia, se han evidenciado cambios en los “riesgos”. En el siglo 
XIX se la vincula al concepto de falta de previsión; en la primera mitad del siglo 
XX,  lo que prevalece  es la previsión de tipo universal, vinculándose los riesgos 
con estadísticas y probabilidades; es a partir de la segunda mitad de dicho siglo 
XX, con la aparición de los “megapeligros tecnológicos” y el denominado “riesgo 
global”, derivados, por ejemplo, de la energía atómica y más recientemente de la 
ingeniería genética, que la prevención ya no es suficiente, debido a que nos 
encontramos frente a una incertidumbre, dudas fundadas sobre el daño que se 




Toda la regulación sobre “riesgos”, está inspirada de una manera u otra en la idea 
de “precaución”, pero lo jurídicamente relevante es la legislación misma, las 
opciones que se adoptan a través de las concretas determinaciones que se 
contienen en sus preceptos, y por tanto las ideas o principios que pudieran 
inspirar estas regulaciones, máxime si lo que se advierte es un genérico y 
primario “Principio de Precaución” presente con toda lógica en legislaciones 
(Esteve, 2005, p. 195). 
 
Si bien es cierto que no se trata de un pensamiento nuevo para el Derecho, no lo 
es menos que hoy se insiste en este contexto en la utopía de pasar del paradigma 
del “riesgo aceptable” al del “riesgo aceptado”. El “riesgo permitido” apunta a un 
“riesgo conocido”, hasta cierto punto mensurable y previsible, lo que avoca como 
efecto a la ―prevención‖. El dilema que surge ahora en la sociedad postindustrial, 
del desarrollo biotecnológico y del impacto ambiental, consiste en despejar el 
interrogante de en qué medida es válido y aceptable aquel paradigma en relación 
con el “riesgo ciertamente sospechado”, pero no ―previsible‖, del “riesgo no 
cuantificable o mensurable” en sus dimensiones esenciales, del “riesgo incierto” 
por ser inciertos los soportes científicos que podrían identificarlo y describirlo. Se 
trata de la constatación de un “riesgo residual” que puede avocar a una situación 
de peligro (actividad peligrosa) que, a diferencia de aquél, debe ser evitada  
(Romeo, 2005).  
 
La “incertidumbre científica” y el “riesgo tecnológico no aceptable”, como 
presupuestos de su aplicación, ubican al “Principio de Precaución” en el ámbito de 
la gestión de riesgos  (Berberof, 2005, p. 26).   
 
El ―principio‖ no se aplica a cualquier situación de ―riesgo‖, sino a aquellas en las 
que hay bases para considerar que los daños eventuales serían graves o 




de “incertidumbre científica”, porque el principio exige actuar en la fuente del 
peligro aún antes de que se despeje la incertidumbre  (Cortina, 2004, p. 5). 
 
Para que exista un peligro en el sentido tradicional del derecho administrativo es 
necesario el conocimiento de las circunstancias que llevan –vía pronóstico o 
según la regla de la experiencia- con una cierta probabilidad de un daño para un 
bien jurídico. Así el peligro representa un caso cualificado de riesgo que ha 
pasado un umbral teórico y que está definido por el orden jurídico como 
inaceptable. 
 
Las amenazas son relevantes cuando existe peligro de que el medio ambiente (o 
la salud del ser humano) se vea perjudicado. Este enunciado apenas ofrece 
orientación con respecto al nivel de pruebas o indicios de peligro que debe 
exigirse.  
 
Algunos enunciados son más orientativos, por ejemplo incluyen criterios como 
«dentro de lo razonable» o «motivos justificados de preocupación». Hay 
ocasiones en que se considera que una evaluación científica de los riesgos es un 
primer paso imprescindible para aplicar la precaución  (Coonie, 2004). 
 
En conclusión la amenaza, debe versar sobre daños «graves o irreversibles» de 
tal manera que si son de daños leves o de poca importancia, la ―precaución‖ no 
sería relevante.  
 
La teoría general define el ―daño‖ como el menoscabo, depreciación o vulneración 
de intereses individuales o que pueden ser individualizables; la lógica del ―daño‖ 
exige que se demande la vulneración de un derecho subjetivo radicado en cabeza 
de un determinado sujeto; la relación de causalidad obedece a premisas ligadas a 
la acción material concreta y a la lesión patrimonial (o bien a la actividad y el 




―Pero para el caso de los daños ecológicos, el asunto es diferente, pues estos son 
ajenos a la racionalidad jurídico-antropocéntrica. Se trata de daños que se causan 
en los ecosistemas, en los  recursos naturales, en la biodiversidad. Se trata de 
afectar bienes y sistemas que hacen parte de todos los patrimonios, pero que no 
se contienen completamente en ninguno‖  (Briceño, 2009, p. 19). 
 
La mayoría de los autores reservan el calificativo de “daño medio ambiental, 
ambiental o ecológico” para definir aquel ―daño‖ que afecta el conjunto del medio 
natural o alguno de sus componentes considerados como patrimonio colectivo 
independientemente de sus repercusiones sobre las personas y los bienes  
(Cafferata, 2009). 
 
La teoría clásica del ―riesgo‖ posibilita, sin mayores dificultades, el ejercicio de la 
libertad de empresa y el comercio con aquellos productos cuya peligrosidad no ha 
sido cuestionada con suficientes argumentos científicos; sin embargo, la teoría 
moderna del riesgo se encuentra emparentada con la responsabilidad objetiva e 
invoca con frecuencia en su defensa el “Principio de Precaución” para recordar 
que el bien jurídico tutelado –derecho a un ambiente sano- impone la prudencia 
en su manejo en la medida en que no se haya probado que la acción o los 
productos en examen son inofensivos para la salud, el ambiente y la vida misma  
(Burgos, 2009). 
 
De todo lo anterior se desprende que, el “riesgo” es un presupuesto sin el cual no 
es posible acudir al “Principio de Precaución Ambiental” y está asociado a la 
actividad humana como su principal productor. Sin embargo, no se trata de 
“riesgos conocidos”, sino de aquellos en los que impera la ―incertidumbre‖. 
Tampoco se trata de un riesgo o amenaza de la ocurrencia de cualquier ―daño‖, 
sino de aquel que tenga la naturaleza de grave o irreversible, que no sea 
aceptado  socialmente hablando, por la afectación que significa para el ambiente 




3.2.2. La incerteza científica. 
 
―Cuando las nuevas herramientas tecnológicas parecen prometer recompensas 
sociales y --sobre todo-- beneficios privados instantáneos, se pasa de inmediato a 
la fase de aplicación masiva, sin atender al hecho de que la ciencia rara vez tiene 
mucho que decir sobre los efectos a medio y largo plazo de estas aplicaciones 
sobre la misma sociedad y sobre los ecosistemas‖  (Riechmann, 2007, p. 2). La 
lógica de la prudencia no casa bien con la lógica del lucro inmediato. En cierto 
sentido, no se está a la altura de los propios productos: se ha creado un mundo 
objetual, una "tecnosfera", que sobrepasa o va más allá, y cuyos efectos últimos 
se está muy lejos de dominar. 
 
El ―riesgo‖ y la ―incertidumbre‖ suponen un claro límite a la idea de que la 
tecnología es un ámbito máximamente racional y que su desarrollo se basa en el 
control racional completo de la realidad. Hay cosas que escapan a este control, 
pues sencillamente se conocen parcialmente o se desconocen. Ambos tienen que 
ver con factores propios del a tecnología y su desarrollo, entre los que cabe 
destacar los siguientes:  
 
1. La dificultad de conocer las consecuencias a medio y, sobre todo, a largo 
plazo de las tecnologías.  
 
2. Los efectos colaterales, no intencionales, de las acciones.   
 
3.  La irreversibilidad de los efectos producidos  (Gomez, Amparo, 2003, p. 2). 
 
La importancia de la “incertidumbre científica”, radica en que el derecho ambiental 
ha hecho un especial reconocimiento a los estudios científicos, toda vez que han 
contribuido al entendimiento de las dinámicas ambientales y a la solución de los 




respuestas y cuando esto ocurra lo mejor es la abstención, pues los daños 
generalmente son irreversibles  (Mendieta, 2007). 
 
La ―incerteza‖ puede ser ―originaria‖ o ―sobrevenida‖. ―Originaria‖ en el caso de 
nuevas tecnologías o productos que, por falta de experiencia y utilización en un 
periodo dilatado de tiempo, no muestran la totalidad de sus efectos y sus posibles 
riesgos. La ―sobrevenida‖ cuando los avances en el conocimiento científico 
advierten sobre posibles riesgos hasta entonces no percibidos en productos o 
procesos técnicos que se creían inocuos o con riesgos muy acotados y 
controlables  (Esteve, 2005). La ―incerteza‖ que justifica  la apelación al “Principio 
de Precaución” es la que se cierne sobre riesgos no permitidos. 
 
Como lo ha sugerido el filósofo Jean Pierre Dupuy, el problema fundamental 
planteado por el “Principio de Precaución” no sería tanto el de la falta de 
conocimientos, como el de la falta de credibilidad (de los expertos y los 
responsables públicos) ante el escenario de una posible catástrofe  (De Cozar, 
2005), que es lo que ocurre en Colombia, en donde no aparece una articulada 
coordinación entre las entidades encargadas de aplicar el principio de precaución, 
y aquellas que tienen los intrumentos científicos y expertos que puedan evaluar 
los riesgos creados por el avance tecnológico.  
 
Pero para hacer una mejor aproximación a la incerteza como elemento sin el cual 
no es posible la aplicación justa del principio de precaución ambiental, se 
menciona una clasificación de la ―incertidumbre‖, en los siguientes términos  
(Tickner, 1999, p. 19): 
 
 La incertidumbre respecto a los parámetros se refiere a la información 






 La incertidumbre respecto a los modelos se refiere a los vacíos en la 
teoría científica o a la imprecisión en los modelos usados para llenar los 
vacíos de información, como por ejemplo, en el modelo de respuesta a una 
dosis.  
 
 La incertidumbre sistémica o epistémica se refiere a los efectos 
desconocidos de las exposiciones acumulativas, múltiples y/o interactivas. 
La “incertidumbre sistémica” puede transformarse en un factor importante 
de confusión en análisis a gran escala o a largo plazo.  
 
 La incertidumbre causada por cortinas de humo se refiere a las 
estrategias de aquellos que provocan los riesgos y tienen interés en ocultar 
los efectos de una substancia o una actividad específica.  
 La incertidumbre con motivación política se refiere a la ignorancia 
deliberada de parte de los organismos oficiales encargados de la 
protección de la salud y del medioambiente.  
 
 La indeterminación significa que las ―incertidumbres‖ involucradas son de 
tal magnitud y variedad que tal vez nunca puedan ser reducidas.  
 
 La ignorancia tiene dos caras: en lo positivo es una humilde admisión de 
que no sabemos cuánto es lo que no sabemos. En lo negativo, es la 
práctica de tomar decisiones sin considerar las ―incertidumbres‖. 
 
La ―incerteza‖ pues, viene a constituir un elemento con un doble sentido en el 
“Principio de Precaución”, el primero, refiere a que constituye un presupuesto para 
que se pueda apelar a la aplicación de este principio, siempre que se trate de una 
―incerteza‖ respecto de la ocurrencia de daños graves o irreversibles. En segundo 
lugar, la ―incerteza‖ respecto de dichos efectos dañinos, no puede servir como 




en el marco del “Principio de Precaución”, es de preferir la conservación del 
entorno y la salud humana, sobre los beneficios económicos que determinada 
actividad o producto puedan ofrecer. 
 
El “Principio de Precaución” no parte de una absoluta falta de previsión sobre el 
futuro, pues se basa en la sospecha de los riesgos que puede comportar una 
actividad determinada. Una vez ha sido identificada la situación en la que se 
desenvuelve el “Principio de Precaución”, la siguiente cuestión es cuál debe ser la 
reacción o respuesta consecuente, la cual debe estar presidida en todo caso por 
su uso moderado y racional  (Romeo, 2005, p. 224). 
 
Significa entonces, que debe haber un fundamento científico razonable para 
alegar posibles efectos ambientales dañinos o peligrosos en una actividad en 
principio no prohibida, pues de no existir evidencia científica alguna de los riesgos 
que conlleva, no habrá justificación para la aplicación de medidas precautorias. 
 
No es todavía suficiente, para adoptar medidas con fundamento en el “Principio 
de  Precaución”, que se alegue sin más la existencia de ―incertidumbre‖ y “riesgo 
grave”, no permitido para la salud o el medio ambiente. Es necesario acreditar y 
constata esa ―incertidumbre‖  (Esteve, 2005, p. 204). 
 
3.2.3. Las medidas precautorias. 
 
En el caso de amenazas graves e irreversibles en el dominio del medioambiente, 
no se debe esperar para actuar a tener “certeza científica”. ―Justamente, el 
principio incita a actuar si no hay certeza de las amenazas y de su amplitud‖  
(Cortina, , 2004, p.5).  
 
Como consecuencia de la presencia de la ―amenaza‖ de un ―riesgo‖, de un “daño 




que se producirán por la realización de una actividad o el consumo de 
determinado producto, surge la necesidad de garantizar la protección de bienes 
como el ambiente y la salud, a través de “medidas precautorias”, que expresan la 
aplicación del “Principio de Precaución Ambiental”. 
 
El “Principio de Precaución” incluye cuatro componentes: i) las medidas 
precautorias, que se han de adoptar en presencia de incertidumbre, es decir, 
antes de que se demuestre científicamente la relación causal. ii) Las medidas de 
seguridad que deben asumir los defensores de una actividad. Iii) El planteamiento 
de alternativas más seguras, incluida la posibilidad de no hacer nada (en el caso 
de actividades nuevas) se ha de contemplar ante la posible evidencia del daño 
causado por una actividad. Y, iv). La toma de decisiones, que deberán ser 
abiertas, claras, informadas y democráticas, y han de incluir las partes 
potencialmente afectadas  (Mendieta, 2007). 
 
De esta manera, se puede afirmar que no solamente el Estado es el responsable 
de aplicar las “medidas precautorias”, también lo son los interesados en la 
actividad y producto y cualquier persona que desee participar en defensa de sus 
derechos. 
 
Siguiendo a Mendieta, las decisiones que adopten los Estados en virtud del 
“Principio de Precaución”, deben realizarse conforme al interés jurídico superior 
perseguido (preservación y conservación del medio ambiente y protección de la 
salud humana), acorde con políticas de “desarrollo sostenible”, y no constituir, en 
todo caso, una intervención desmesurada e intolerable que afecte a la propia 
esencia del derecho así garantizado, habida cuenta del objetivo perseguido. 
 
Las medidas que deben adoptarse en atención al Principio 15 de la “Declaración 
de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo” deben ser “eficaces en función de 




varias posibles medidas igualmente eficaces deberá escogerse la menos onerosa  
(Cafferata, 2004). 
 
Igualmente se exige que estas medidas sean acordes a las capacidades de 
quienes las van a aplicar, lo que igualmente se relaciona con económica, política 
y técnica, que moderan el requisito de aplicación del enfoque de ―precaución‖  
(Coonie, 2004). 
 
Además deberán estar sujetas a revisión, a la luz de los nuevos datos científicos, 
y capaces de designar a quién incumbe aportar las pruebas científicas necesarias 
para una evaluación del riesgo más completa  (Comisión de las Comunidades 
Europeas, 2002). 
 
La gravedad del riesgo, particularmente, el “daño ambiental irreversible o serio” 
podría justificar la adopción de las medidas más estrictas, las cuales pueden 
implicar incluso la paralización o la no autorización de una determinada actividad  
(Jiménez, 2003). 
 
En virtud del principio se podrá, ―prohibir temporalmente el suministro u oferta de 
todo producto que pueda ser peligroso durante el periodo necesario para efectuar 
las diferentes inspecciones, verificaciones o evaluaciones de seguridad que sean 
precisas, así como prohibir la puesta en el mercado de todo producto peligroso y 
establecer las medidas complementarias necesarias para garantizar el 
cumplimiento de dicha prohibición‖  (Gonzalez, 2003, p. 99).  
 
Así las cosas,  unas “medidas precautorias” serían de “contenido negativo”, o si 
se quiere ―dilatorio‖, y otras de carácter activo que suelen tener un contenido 
―rescisorio‖. Como ―dilatorias‖, se relaciona con la intervención administrativa 
previa, antes de que se levante una instalación o se inicie una actividad con 




evaluación de impacto ambiental, opera en ambos tipos de ―incertezas‖, la 
originaria y la sobrevenida. Las ―rescisorias‖ se dan en supuestos de “incerteza 
sobrevenida” con un carácter temporal  (Esteve, 2005). 
 
El “Principio de Precaución” ―impone tomar todas las disposiciones que permitan, 
a un costo económico y socialmente soportable, detectar y evaluar el riesgo, 
reducirlo a un nivel aceptable y, si es posible, eliminarlo, informar a las personas 
afectadas y recoger sus sugerencias sobre las medidas que están siendo 
examinadas para tratarlo. Este dispositivo de ―precaución‖ debe ser 
proporcionado a la amplitud del riesgo y puede ser revisado en todo momento‖ 
(ROMEO, 2005, p. 224). 
 
Solo puede adoptarse una medida precautoria cuando el riesgo, cuya existencia y 
alcance no han sido plenamente demostrados mediante datos científicos 
concluyentes, resulta sin embargo suficientemente documentado, a la vista de los 
datos científicos disponibles en el momento en que se adopte la medida, tal como 
lo indicó el Tribunal Europeo en la sentencia T 39 de 1999  (Mendieta, 2007, p. 
211). 
 
3.3. La protección jurídica del ambiente en Colombia. 
 
Colombia se ha destacado porque ha incluido en su ordenamiento jurídico interno 
importantes instrumentos dirigidos a la protección del ambiente desde el mismo 
surgimiento de la preocupación internacional por la conservación de los recursos 
naturales, expresada por primera vez en la “Conferencia de Estocolmo de 1972”. 
 
A partir de ese momento, el Estado colombiano inició la consagración paulatina 
de distintas disposiciones que atendieron los llamados de la comunidad 
internacional, inicialmente con la promulgación de la Ley 23 de 1973 ―Por el cual 




el Código de Recursos Naturales y de Protección al Medio Ambiente y se dictan 
otras disposiciones”, que tiene por objeto prevenir y controlar la contaminación del 
medio ambiente, y buscar el mejoramiento, conservación y restauración de los 
recursos naturales renovables, para defender la salud y el bienestar de todos los 
habitantes del territorio nacional, considerando “el ambiente” como un patrimonio 
común y destacando que su conservación y mejoramiento son actividades de 
utilidad pública, en donde deben participar el Estado y los particulares. 
 
A su turno, el Gobierno expidió el Decreto Ley 2811 de 1974 ―por el cual se dicta 
el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente”, que de manera sectorial y extensa dispuso la protección de los 
recursos naturales y el ambiente, estableciendo importantes obligaciones tanto 
para el Estado como para los particulares y su responsabilidad por el daño 
ambiental que produjeran con el desconocimiento de sus disposiciones. 
 
Con el advenimiento de la Constitución Política de 1991, se avanzó en la 
concepción del ambiente en Colombia y en su protección, elevando a rango 
constitucional el “derecho a gozar de un ambiente sano” (Art. 79) y determinando 
como principal responsable de su garantía al Estado (Art. 80), quien debe facilitar 
la participación de la comunidad en las decisiones que lo afectan. 
 
La Constitución de 1991 ha sido catalogada por la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional como una ―Constitución Ecológica” (Sentencia T-411 de 1992), en 
razón a que contiene cerca de 50 disposiciones dirigidas a la protección del 
ambiente1, en donde se le imponen obligaciones concretas al Estado en lo 
                                                          
1
 Según el fallo citado, la H. Corte Constitucional enumera las siguientes normas como integrantes 
de la Constitución Ecológica: Preámbulo (vida), Artículos 2º (fines esenciales del Estado: proteger 
la vida), 8º (obligación de proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación), 11 
(inviolabilidad del Derecho a la vida), 44 (derechos fundamentales de los niños), 49 (atención de la 
salud y del saneamiento ambiental), 58 (función ecológica de la propiedad), 66 (créditos 




concerniente a la protección de ambiente, entendiendo que si la dignidad humana 
es un principio sobre el que se funda el Estado, esta se relaciona directamente 
con las condiciones ambientales en las que vivan los habitantes del territorio 
nacional. 
 
Del mismo modo, obliga que las decisiones en materia económica y de 
planificación consulten la protección del ambiente (art. 333), y le otorga 
importantes funciones en materia ambiental a altos servidores del Estado (arts. 
300-2, 313-9, 330-5, 268-7, 277-4 y 282). 
 
Consagra la Acción Popular (art. 88) como el principal instrumento judicial para la 
protección de los derechos colectivos, entre los que se encuentra el “derecho a 
gozar de un ambiente sano”, y en general, determina la preponderante posición 
del ambiente en las decisiones de toda índole  que se deben adoptar para 
garantizar los derechos y garantías constitucionales. 
                                                                                                                                                                               
(regulación de la producción y comercialización de bienes y servicios), 79 (derecho a un ambiente 
sano y participación en las decisiones ambientales), 80 (planificación del manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales), 81 (prohibición de armas químicas, biológicas y 
nucleares), 82 (deber de proteger los recursos culturales y naturales del país), 215 (emergencia 
por perturbación o amenaza del orden ecológico), 226 (internacionalización de las relaciones 
ecológicas, 268-7 (fiscalización de los recursos naturales y del ambiente), 277-4 (defensa del 
ambiente como función del Procurador), 282-5 (el Defensor del Pueblo y las acciones populares 
como mecanismo de protección del ambiente), 289 (programas de cooperación e integración en 
zonas fronterizas para la preservación del ambiente), 300-2 (Asambleas Departamentales y medio 
ambiente), 301 (gestión administrativa y fiscal de los departamentos atendiendo a recursos 
naturales y a circunstancias ecológicas), 310 (control de densidad en San Andrés y Providencia 
con el fin de preservar el ambiente y los recursos naturales), 313-9 (Concejos Municipales y 
patrimonio ecológico), 317 y 294 (contribución de valorización para conservación del ambiente y 
los recursos naturales), 330-5 (Concejos de los territorios indígenas y preservación de los recursos 
naturales), 331 (Corporación del Río Grande de la Magdalena y preservación del ambiente), 332 
(dominio del Estado sobre el subsuelo y los recursos naturales no renovables), 333 (limitaciones a 
la libertad económica por razones del medio ambiente), 334 (intervención estatal para la 
preservación de los recursos naturales y de un ambiente sano), 339 (política ambiental en el plan 
nacional de desarrollo), 340 (representación de los sectores ecológicos en el Consejo Nacional de 
Planeación), 366 (solución de necesidades del saneamiento ambiental y de agua potable como 





Siendo la Constitución Política de 1991 el principal instrumentos jurídico para la 
protección del ambiente, existen otros que la reglamentan como la Ley 99 de 
1993 “Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector 
Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA 
y se dictan otras disposiciones”, que en su Artículo primero incorpora los 
principios de la “Declaración sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo” de 1992, 
dentro de los que se encuentra el “Principio de Precaución”. 
 
Además de estos, hacen parte del régimen ambiental colombiano, el Código 
Sanitario Nacional, Ley 9 de 1979; el Código Penal, Ley 599 de 2000 (Delitos 
contra los recursos naturales y el medio ambiente, artículo 328 y siguientes); la 
Ley 1333 de 2009 (Procedimiento Sancionatorio Ambiental); y, las demás que 
establezcan regulaciones ambientales y procedimientos, sin olvidar los convenios, 
tratados, acuerdos, protocolos y demás instrumentos internacionales, que por 
mandato del Artículo 93 constitucional, cuando versen sobre derechos humanos 
tiene el carácter de norma prevalente en el ordenamiento interno, si se ajustan al 
orden constitucional, y les otorga la condición de criterio de interpretación 
constitucional para buscar el sentido de los derechos y deberes consagrados en 








4. CAPÍTULO IV.  APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN 
AMBIENTAL. 
 
Durante este trabajo se ha mostrado que no existe acuerdo respecto del concepto 
y definición del “Principio de Precaución”, tanto en los instrumentos jurídicos 
internacionales, como en lo expresado por los autores que se han referido a él. 
 
Tampoco se ha encontrado consenso respecto de los elementos que lo integran, 
debiéndose reducir a tres (3) para el estudio que se está adelantando, es decir, el 
peligro de un daño grave o irreversible, la incerteza científica y las medidas 
precautorias. 
 
De las discrepancias en estos dos aspectos, el concepto y los elementos, del 
“Principio de Precaución Ambiental”, surge mayor disenso en cuanto a su 
aplicación, pudiendo concluirse de los autores estudiados y los instrumentos 
referenciados, que no existen pautas claras para ponerlo en marcha a través de 
las medidas precautorias y de esta forma poder definir en qué eventos y cómo se 
debe acudir a él para que cumpla con su objetivo de protección del ambiente y la 
salud humana, frente a los riesgos de daños graves o irreversibles por el avance 
tecnológico. 
 
Ante este vacío, la “Comisión de las Comunidades Europeas” expidió una 
comunicación en donde se plasma su posición frente al “Principio de Precaución 
Ambiental” y se establecen directrices para su adecuada aplicación, y que se 
pasará a analizar a continuación, así como el caso alemán, en donde a diferencia 
de lo expresado por la mayoría de los autores y por la Comisión de las 




reglamentada su aplicación, lo que como se verá más adelante, ha dificultado el 
logro de los objetivos para el que fue creado. 
 
4.1. Comunicación (COM 2000-00) de la Comisión de Comunidades 
Europeas. 
 
La Comisión de las Comunidades Europeas, en adelante la Comisión, en primer 
lugar refiere las discusiones y disensos que se han presentado respecto de la 
aplicación del “Principio de Precaución Ambiental‖ y cómo esta falta de claridad 
afecta a los responsables de tomar decisiones precautorias, como quiera que 
estos deben buscar un equilibrio entre los derechos de los individuos, de la 
industria y del comercio, y la necesidad de proteger el ambiente sano y la salud 
de las personas. 
 
Señala como objetivos de la Comunicación exponer una postura ante la aplicación 
del “Principio de Precaución”, establecer directrices para su aplicación, elaborar 
una posición común sobre cómo evaluar, valorar, gestionar y comunicar los 
riesgos que la ciencia no puede evaluar todavía plenamente y evitar el recurso 
injustificado al principio. 
 
La Comisión consideró que al igual que otros miembros de la OMC, tiene derecho 
a establecer el nivel de protección que considere adecuado, en particular en lo 
que refiere al medio ambiente y la salud, reconociendo la importancia de la 
aplicación del “Principio de Precaución”. 
 
Para que pueda acudirse al “Principio de Precaución”, se deben haber identificado 
los efectos potencialmente peligrosos derivados de un fenómeno, un producto o 






La Comisión acepta que a pesar de que en el Tratado de las Comunidades 
Europeas, el “Principio de Precaución” solo se menciona explícitamente en el 
terreno del medio ambiente, su ámbito de aplicación es mucho más amplio, 
incluyendo la salud como otro enfoque que justifican la adopción de medidas 
precautorias. 
 
El “Principio de Precaución” solo se puede utilizar en la hipótesis de riesgo 
potencial, aunque este riesgo no pueda demostrarse por completo, no pueda 
cuantificarse su amplitud o no puedan determinarse sus efectos debido a la 
insuficiencia o el carácter no concluyente de los datos científicos. 
 
En tal sentido, señala que el “Principio de Precaución” debe considerarse a partir 
de un planteamiento estructurado del análisis del riesgo, que comprende tres 
elementos: evaluación del riesgo, gestión del riesgo y comunicación del riesgo. El 
“Principio de Precaución” atañe especialmente a la gestión del riesgo. 
 
En primer lugar, la Comisión recomienda identificar los efectos potencialmente 
peligrosos sobre el ambiente o la salud, para de esta forma determinar la 
necesidad de las medidas precautorias, lo que debe hacerse mediante una 
evaluación del riesgo, identificando los efectos potencialmente peligrosos, basada 
en los datos disponibles, que sean fiables y mediante un razonamiento lógico, 
para llegar a una conclusión que exprese la posibilidad del acontecimiento y la 
gravedad del impacto, la magnitud del posible daño, su persistencia, reversibilidad 
y efectos posteriores. A continuación deberá hacerse un informe que indique los 
resultados, la fiabilidad del estudio y las incertidumbres que se mantienen, 
además, según el caso, la identificación de problemas que requieran una 
investigación científica más amplia. 
 
El resultado de la evaluación de la información científica contiene un grado de 




quienes además deberán juzgar el grado del nivel de riesgo aceptable para la 
sociedad. Y en caso de que el riesgo sea inaceptable, una situación de 
incertidumbre científica o la inquietud de la población, amerita respuestas que 
deben tener en cuenta todos los factores. 
 
Respecto a las medidas que se derivan en virtud del “Principio de Precaución”, en 
algunos casos podrá ser la decisión de no actuar o al menos no adoptar una 
medida jurídica obligatoria. Mientras que si la respuesta es la acción,  existe una 
gama de iniciativas posibles que van desde una medida jurídicamente vinculante 
hasta un proyecto de investigación, una recomendación, o informar a la opinión 
pública en cuanto a los efectos potencialmente peligroso de un producto o de un 
método. 
 
La Comisión evidencia dos aspectos del “Principio de Precaución”: i) la decisión 
política de actuar o no actuar, vinculada a los factores que desencadenan la 
utilización del principio; y, ii) en caso afirmativo, cómo actuar, es decir, las 
medidas que resultan de la utilización del “Principio de Precaución”. 
 
Cualquiera que sea la decisión, el procedimiento para su adopción debe ser 
transparente, razonablemente viable, y en él deberán participar todas las partes 
interesadas lo antes posible. 
 
En caso de que se considere necesaria la acción, las medidas basadas en el 
“Principio de Precaución” deberán ser por lo menos, proporcionales, no 
discriminatorias, coherentes, basadas en el examen de los posibles beneficios y 
costes de la acción o de las faltas de acción, sujetas a revisión y capaces de 
designar a quién incumbe aportar las pruebas científicas. 
 
“Proporcionalidad” significa la adaptación de las medidas al nivel de protección 




desproporcionadas con relación al nivel de protección buscado ni pretender 
alcanzar un nivel de riesgo cero. 
 
“No discriminación” significa que las situaciones similares no deben tratarse de 
forma diferente, y que las situaciones diferentes no deben tratarse del mismo 
modo, a menos que hayan razones objetivas para hacerlo. 
 
“Coherencia” significa que las medidas deberán tener una dimensión y una 
naturaleza, comparables con las ya adoptadas en ámbitos equivalentes o 
utilizando planteamientos similares. 
 
Análisis de las ventajas y los inconvenientes que se derivan del a acción o la falta 
de acción que no puede reducirse exclusivamente a un análisis económico de 
costos y beneficios, de tal manera que se establezca una comparación entre las 
consecuencias positivas o negativas más probables tanto de la acción prevista 
como de la inacción, tanto a corto como a largo plazo. 
 
Estudio de la evolución científica significa que las medidas deben mantenerse 
mientras los datos científicos sigan siendo insuficientes, vagos o no concluyentes, 
y mientras el riesgo se considere lo suficientemente alto como para no aceptar 
que la sociedad deba asumirlo. Así mismo, debe continuarse la investigación, con 
el fin de proceder a una evaluación científica más avanzada o más completa. 
 
En consecuencia, las medidas deberán tener un carácter provisional, no en razón 
del tiempo, sino de la evolución de los conocimientos científicos, por lo que 
deberán realizarse investigaciones para obtener datos adicionales para una nueva 
evaluación del riesgo. Las medidas igualmente deberán revisarse periódicamente 
para tener en cuenta los nuevos datos disponibles y deberá designarse el 





Ahora bien, respecto de la carga de la prueba, considera que se ha invertido con 
ocasión del “Principio de Precaución”, estableciendo que sustancias como los 
medicamentos, los plaguicidas o los aditivos alimentarios, son consideradas 
peligrosas mientras no se demuestre lo contrario, por lo que le corresponde a las 
empresas realizar las investigaciones necesarias para la evaluación de riesgos y 
de esta manera autorizar su utilización. 
 
Si se trata de un evento en el que no se contempla el procedimiento de la 
evaluación previa, puede que sea el usuario, la persona física, la asociación de 
consumidores o ciudadanos o la autoridad pública quienes tengan que demostrar 
la naturaleza de un peligro y el nivel de riesgo de un producto o método. 
 
Entonces, de lo que se trata es que dependiendo del caso se invierte o no la 
carga de la prueba y se determina a quien le corresponde probar el riesgo o la 
inocuidad de las actividades o productos que se quieran someter a medidas 
precautorias. 
 
Esta Comunicación de la Comisión de las Comunidades Europeas, constituye un 
importante referente respecto de la manera como puede aplicarse el “Principio de 
Precaución Ambiental‖, no obstante, debe adecuarse a las circunstancias 
particulares del Estado colombiano, para que se logre la efectividad requerida 
para la protección de los derechos de las personas. 
 
4.2. Aproximación a la aplicación del principio de precaución 
ambiental en Alemania. 
 
Al hacerse referencia a los orígenes del “Principio de Precaución Ambiental”, se 
acudió a Alemania, por ser éste el sitio en el que coinciden la mayoría de los 




Nuevamente se hace referencia a ello, para traer a Alemania como ejemplo en la 
aplicación del “Principio de Precaución Ambiental”, pues a pesar de ser parte de 
la “Unión Europea”, presenta importantes diferencias con las recomendaciones 
hechas por la “Comisión de las Comunidades Europeas” frente a los términos de 
su utilización, y, en particular, frente a las consideraciones que han hecho los 
autores españoles en sus múltiples publicaciones. 
 
Para tal propósito se estudia el texto de Gabriel Doménech Pascual, ―Derechos 
fundamentales y riesgos tecnológicos”, en donde se resalta el derecho que tiene 
el ciudadano a ser protegido por los poderes públicos en lo que concierne a los 
riesgos que impone el desarrollo tecnológico actual. 
 
Frente a la naturaleza jurídica del “Principio de Precaución”, el citado autor 
señala, basado en la jurisprudencia y la doctrina alemana, que es 
“fundamentalmente un principio jurídico-político. Sólo si y en la medida en que las 
disposiciones legales se refieran a la precaución, tiene este principio un carácter 
jurídico vinculante”; y, continúa diciendo, “Ni la Administración, ni la Jurisdicción 
pueden recurrir directamente a consideraciones de precaución para intervenir en 
la libertad de los ciudadano (en supuestos no contemplados en la ley) o para 
declarar lícitas esas intervenciones”. 
 
Trae como ejemplo de sus afirmaciones a la doctrina y la jurisprudencia 
contenciosa-administrativa producidas en relación con la contaminación 
electromagnética, señalando que el BImShG (Ley Federal para la Protección 
contra las Inmisiones), contempla expresamente el deber de tomar “medidas 
precautorias” sólo cuando se trata de instalaciones sujetas a autorización pero 
generadoras de inmisiones cuya nocividad para la salud humana se sospecha. La 
doctrina y la jurisprudencia se han pronunciado mayoritariamente en sentido 




directamente a supuestos distintos de los contemplados en dicha ley (Domenech, 
2006, p. 262). 
 
Así mismo, trae a colación una decisión del Tribunal Contencioso-Administrativo 
Federal, que frente al requisito del otorgamiento de autorizaciones en la 
inspección de las instalaciones nucleares autorizadas ha dicho: no es lícito 
interpretar extensivamente el mandato de ―precaución‖ para aplicarlo a los 
problemas relativos a la inspección (Domenech, 2006, p. 263). 
 
Estos son algunos de los ejemplos que menciona el autor y que a las claras dejan 
grandes diferencias con las interpretaciones que, sobre todo en España, se han 
hecho del “Principio de Precaución”, en donde su mayor utilidad se presenta en el 
caso de las actividades o productos autorizados, que con motivo de los avances 
científicos presentan riesgos de ocasionar daños graves o irreversibles, por lo que 
son objeto de “medidas precautorias”. 
 
Del mismo modo, dista mucho en lo que tiene que ver con la exigencia de que se 
encuentren legalmente permitidas para cada caso la aplicación de las “medidas 
precautorias”, cuando la regla general ha sido que el “Principio de Precaución” ni 
siquiera se encuentra contemplado en los ordenamientos jurídicos como una 
norma de carácter vinculante y ha sido aceptado por la mayoría de los autores 
que cada situación amerita un estudio particular, pues los avances son tan 
rápidos e intensos, que el desarrollo de la legislación resulta inoperante para 
preverlas todas. 
 
Lo que a todas luces se observa, es que a pesar de ser el país más adelantado 
en legislación ambiental, y el primero que incorporó el “Principio de Precaución” 
en su ordenamiento jurídico, le da mayor  preponderancia a los derechos y 
libertades de los afectados por las “medidas precautorias”, que a los bienes que 




trae el autor, a falta de una ley, no cabe limitar la libertad de los ciudadanos con 
“medidas precautorias”  (Domenech, 2006, p. 263). 
 
Respecto de las “medidas precautorias”, el autor identifica dos teorías: i) la teoría 
del espacio libre; y, ii) la teoría de la defensa frente a peligros anticipada. 
 
Sobre la teoría del espacio libre, afirma que el “Principio de Precaución” no se 
dirige a una precaución frente a riesgos sino a una configuración planificadora del 
medio ambiente en un espacio libre de peligros, argumentando que en un país 
como Alemania, caracterizado por la alta densidad de población y una gran 
industrialización, es necesario conservar espacios libres, también en territorios 
todavía no amenazados por peligros ambientales. 
 
Ahora bien, del mandato de la defensa, dice que para adoptar una medida 
encaminada a evitar un posible daño extraordinariamente grave, es suficiente la 
constatación de una ínfima probabilidad, incluso no basada en la experiencia, de 
que dicho daño se produzca. 
 
De acuerdo a lo anterior, señala el autor que, los ciudadanos no están legitimados 
para exigir ante los Tribunales la adopción de “medidas precautorias”, pues en el 
Derecho Alemán, sólo pueden impugnar una actuación administrativa ilegal las 
personas a quienes proteja específicamente la norma jurídica infringida, y el 
mandato del planeamiento ambiental precautorio no protege específicamente a un 
grupo de ciudadanos determinados, sino a la generalidad de ellos. 
 
No obstante, cuando la norma permite la adopción de “medidas precautorias”, 
estas no se encuentran sometidas al “Principio de Precaución”, pues este no tiene 
la virtud de matizar la obligatoriedad de protección ante el peligro, frente a esta 




constitucional en Alemania y no le es dado ni a la Administración ni a la 
jurisdicción desconocerlo. 
 
Con el fin de solventar esta aparente contradicción, el autor plantea que si la 
existencia de un peligro (intolerable) ya se ha determinado en virtud de una 
ponderación tal, no hace falta volver a examinar luego si las medidas tomadas 
contra el mismo son ponderadas, dado que son ponderadas por definición. 
 
En la ley alemana se distingue el ―peligro‖ del ―riesgo‖, en consideración a i) el 
conocimiento de su ocurrencia; o, ii) a su magnitud. Esta diferencia viene a 
determinar el tipo de medidas a utilizar y la legitimación para invocarlas. Así, por 
ejemplo, se ha dicho que el “mandato de precaución” ha sido establecido no para 
proteger al vecindario, sino a los ciudadanos en general, por lo que ningún vecino 
estaría legitimado para pretender ante los Tribunales su cumplimiento. Es decir, 
nadie tendría derecho subjetivo a la adopción de “medidas precautorias”. El 
mandato de defensa frente a peligros, si estaría encaminado a la protección de 
los vecinos, por lo que éstos podrían exigir judicialmente la adopción de las 
medidas defensivas pertinentes. 
 
Al respecto, el autor en cita analiza una decisión del Tribunal Federal 
Contencioso-Administrativo (Domenech, 2006, p. 272), para concluir que la falta 
de legitimación resulta indeseable, por cuanto puede conducir a un déficit de 
ejecución de la ley ambiental, propiciando el incumplimiento de las “medidas 
precautorias”, que frecuentemente son las únicas capaces para proteger 
efectivamente el “medio ambiente” y la ―salud‖. 
 
Nuevamente se encuentra una diferencia sustancial en lo que respecta a la 
concepción española del “Principio de Precaución Ambiental”, en donde no se 
discute la legitimación para exigir de la jurisdicción o de la Administración la 




contra estos cuya ocurrencia se quiere evitar mediante la aplicación de “medidas 
precautorias”, afectaría no solamente el carácter ―subjetivo‖, sino sobre todo 
―colectivo‖ de estos derechos. 
 
Frente a la necesidad de agotar todas las fuentes de conocimiento disponibles; la 
participación de los científicos y la obligación de motivar las decisiones que se 
adopten en virtud del “Principio de Precaución Ambiental”, no difiere de lo 
contenido en la “Comunicación de la Comisión de las Comunidades Europeas”, 
sólo que la exigencia es mayor o menor, dependiendo de si se va a enfrenar un 
―peligro‖ o un ―riesgo‖, diferenciación que en concepto del autor, produce 
cansancio, confusión y desazón, además de ser entorpecedora de soluciones 
satisfactorias a los problemas de aplicación del “Principio de Precaución 
Ambiental”. 
 
4.3. El principio de precaución ambiental en el ordenamiento jurídico 
colombiano. 
 
A diferencia de lo que ocurre en la mayoría de los Estados que se han hecho 
parte en los instrumentos jurídicos de protección del ambiente en el “Derecho 
Internacional Ambiental”, se considera que la “precaución ambiental” constituye 
no solamente un ―principio‖, sino un imperativo para el Estado colombiano. 
 
Como se ha señalado en apartes anteriores, la ―Declaración para el Medio 
Humano” originada en la Conferencia de Estocolmo de 1972, mencionó el 
“Principio de Precaución Ambiental” y fue adoptado como un principio del derecho 
internacional ambiental en ―La Conferencia de Rio de Janeiro para el Medio 
Ambiente y el Desarrollo” celebrada en 1992, a través de la “Declaración de Río 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo” que lo contempló como el Principio 15 





“Principio 15. Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán 
aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. 
Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica 
absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas 
eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente 
(Legis, 2010).” 
 
Esta declaración fue incorporada al ordenamiento jurídico colombiano por el 
Artículo Primero de la Ley 99 de 1993, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 1º. Principios Generales Ambientales. La política ambiental colombiana 
seguirá los siguientes principios generales: 
 
“1. “El proceso de desarrollo económico y social del país se orientará según 
principios universales y del desarrollo sostenible contenidos en la Declaración de 
Río de Janeiro de junio de 1992 sobre el Medio Ambiente y Desarrollo”.  
 
El contenido de este artículo fue demandado al considerarse que no se había 
agotado el trámite de ratificación pertinente, declarando la Corte Constitucional su 
exequibilidad en la Sentencia C-528 de 1994, M.P.: Dr. Fabio Morón Díaz, con el 
argumento de que “no se trataba de un instrumento internacional con fuerza 
vinculante abierto a la adhesión de los Estados, sino de una declaración producto 
de una conferencia de la Organización de las Naciones Unidas”. 
 
En particular el “Principio de Precaución Ambiental” fue adoptado en el mismo 
Artículo Primero de la Ley 99 de 1993, en su numeral sexto, tal como se lee: 
 
“6. “La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del 
proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades ambientales y los 




cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica 
absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas 
eficaces para impedir la degradación del medio ambiente”.  
  
Norma cuya exequibilidad y alcance fueron declarados por la Corte Constitucional 
en la Sentencia C-293 de 2002, con ponencia del Magistrado Alfredo Beltrán 
Sierra, aclarando que “constituye una herramienta con que cuentan las 
autoridades ambientales, si no hay la certeza científica absoluta de los daños 
graves o irreversibles que determinada actividad o producto puedan ocasionar, 
cuya utilización no puede ser arbitraria o caprichosa, sino que por el contrario se 
tendrá que hacerse mediante un acto administrativo excepcional y motivado”. 
 
En ese mismo pronunciamiento, la Corte Constitucional, estableció como 
requisitos para su aplicación por parte de la Administración, los siguientes: (i) que 
exista el peligro de la ocurrencia de un daño; (ii) que éste sea irreversible; (iii) que 
exista un principio de certeza sobre el peligro, así no exista una prueba absoluta 
del mismo; (iv) que la decisión que la autoridad adopte se encamine a impedir la 
degradación del medio ambiente; y, (v) que el acto sea motivado y excepcional. 
 
La misma Corporación en sentencias como la T-360 de 2010 (M.P. Humberto 
Sierra Porto), ha indicado que el “Principio de Precaución” se encuentra 
constitucionalizado, pues se desprende de la internacionalización de las 
relaciones ecológicas (Artículo 266 C.N.) y de los deberes de protección y 
prevención (Artículos 78, 79 y 80 C.N.). 
 
De conformidad con lo anteriormente señalado, el “Principio de Precaución 
Ambiental” en Colombia, no solamente constituye un imperativo por su 
constitucionalización, sino que su observancia obliga al Estado colombiano a 
través de su incorporación en disposiciones legales internas, que a su vez han 




hacen referencia expresa a este principio, como es el caso del numeral Sexto del 
artículo Primero de la Ley 99 de 1993, con la ―Declaración para el Medio 
Ambiente y el Desarrollo” , la Ley 165 de 1994 que ratificó el “Convenio sobre 
diversidad biológico”,  y la Ley 740 de 2002, por medio de la cual se ratificó el 
―Protocolo de Cartagena sobre bioseguridad”, entre otras. 
 
A manera ejemplo se relacionan algunas decisiones que incorporan 
expresamente el “Principio de Precaución Ambiental” en Colombia. 
 
Cuadro 2. Algunas decisiones administrativas que incorporan expresamente 
el Principio de Precaución Ambiental en Colombia 
 
NORMA ENTIDAD AÑO ASUNTO




ARTICULO 22.- En aplicación del principio de 
precaución o por razones de bioseguridad cuando el 
ICA lo estime necesario, podrá retirar del mercado 
materiales ya liberados, sin derecho a 
indemnización.
Resolución 0366 MA
Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural
2001
Por medio del cual se creó el Grupo de 
Sostenibilidad Agropecuaria y Gestión Ambiental.
Resolución 1197 MAVDT
Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial.
2004
Por la cual se establecen las zonas compatibles con 
la minería de materiales de construcción y de arcillas 
en la Sabana de Bogotá.
Decreto 4525 MAVDT
Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial.
2005 Por la cual se reglamenta la Ley 740 de 2002
Resolución 532 MA
Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural
2005
Por medio del cual se destinan recursos para 
atender los subsidios familiares de vivienda de 
interés social rural a la población afectada del 
Municipio de Gramalote, Departamento de 
Santander.
Decreto 195 MTIC
Ministerio de las Tecnologías de 
la Información y las 
Comunicaciones
2005
por el cual se adopta límites de exposición de las 
personas a campos electromagnéticos, se adecuan 
procedimientos para la instalación de estaciones 
radioeléctricas y se dictan otras disposiciones.
Resolución 01645 MTIC
Ministerio de las Tecnologías de 
la Información y las 
Comunicaciones
2005
Por medio de la cual se reglamenta el Decreto 195 
de 2005
Resolución 946 MAVDT
Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial.
2006
Por la cual se reglamenta y se establece el 
procedimiento para la introducción, producción, 
liberación y comercialización de OMV con fines 
agrícolas, pecuarios, pesqueros, plantaciones 





Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural
2007
Agricultura sostenible, recurso hídrico, recurso 
biótico, áreas protegidas, cambio climático, recurso 
forestal, medidas sanitarias y fitosanitarias y 
Bioseguridad, residuos peligrosos.
Resolución 00327 MA
Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural
2008
Por medio del cual se adopta la política ambiental del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y se crea 
el Comité de Gestión Ambiental.
Proyecto de Transición de 
Agricultura
Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural
2010
Transferencia de tecnología sobre las mejores 
prácticas agrícolas y pecuarias
Resolución 001 MA
Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural
2010
Por la cual se aprueba el Plan Anual de Seguros 
Agropecuarios para el ejercicio 2011 y el incentivo a 
las primas del Seguro Agropecuario.
Decreto 0126 MA
Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural
2011
Por medio del cual se adoptan medidas en materia 
de riesgos, seguro agropecuario y credito 
agropecuario, para atender lasituacion de 
emergencia económica, social y ecológica.  
Fuente: Elaboración propia. 
 
4.3.1. Dificultades para la aplicación del “principio de precaución ambiental” 
en el marco legal colombiano. 
 
Con el fin de determinar las situaciones que dificultan la aplicación del ―principio 
de precaución ambiental” en el marco legal colombiano, se presenta el siguiente 
cuadro.  
 
Cuadro 3 Análisis de la aplicación del principio de precaución ambiental en 
el marco legal colombiano. 
Fuente: Elaboración propia. 
PREGUNTAS DE ANÁLISIS SI NO
1. OBLIGA A TODAS LAS AUTORIDADES COMPETENTES? X
2. EXIGE DOS CONDICIONES DE DAÑO PARA SU APLICACIÓN? X
3. EXISTEN CRITERIOS MEDOLÓGICOS DETERMINADOS EN LA LEY PARA 
QUE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA APLIQUE EL PRINCIPIO DE 
PRECAUCIÓN AMBIENTAL?
X
4. EL MARCO LEGAL COLOMBIANOES SUFICIENTE PARA CUMPLIR LA 
RAZÓN JURÍDICA DEL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN AMBIENTAL?
X
5. EXISTEN ACCIONES DE ORDEN LEGAL QUE PERMITAN LA TUTELA DEL 
PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN AMBIENTAL?
X






Se ha insistido en que a diferencia de lo consagrado en la Ley 99 de 1993, todas 
las entidades que hacen parte de la Administración Pública colombiana tienen la 
facultad y el deber de aplicar el “principio de precaución ambiental”, siempre que 
en virtud de sus competencias constitucionales o legales deban adoptar medidas 
respecto de actividades o productos que pongan en grave riesgo el ambiente o la 
salud de las personas. No obstante, esta situación no es clara en el numeral sexto 
del artículo primero de la mencionada ley, por lo que se propone más adelante su 
modificación a efecto de suplir esta dificultad. 
 
Dicha reforma, tendrá también como objetivo que no se exijan dos condiciones del 
daño para la aplicación del ―principio de precaución ambiental”, en el sentido que 
pueda ser grave o irreversible, y no ambos. Así mismo, se establecerán criterios 
claros para la aplicación del principio, ya que su ausencia constituye en esencia la 
mayor dificultad para su aplicación, al igual que la definición de sus elementos y la 
tipificación de su omisión como falta disciplinaria gravísima, como mecanismo de 
apremio para las autoridades que desconozcan el principio o los criterios 
generales para su aplicación.  
 
Esta evaluación permite determinar la necesidad de establecer unos criterios 
claros para la aplicación del ―principio de precaución ambiental”, además de una 
reforma legislativa, con el fin de que se aplique adecuadamente, dado que lo que 
se evidencia es que el marco legal colombiano tal y como se encuentra 
establecido actualmente, genera su deficiente aplicación. 
 
4.4. Las ramas del Poder Público colombiano en la aplicación del 
principio de precaución ambiental. 
 
De las consideraciones  legales y jurisprudenciales que se han presentado en 




desprende que no solamente la Administración Pública es responsable de su 
aplicación. 
 
El “Principio de Precaución Ambiental” permea todas las ramas del Poder Público, 
al ejecutivo, porque es el encargado de realizar y ejecutar la política ambiental; al 
legislativo, porque constituye una directriz que orienta todas las leyes que se 
expidan en materia ambiental; y, al judicial, porque se presentan acciones donde 
es trascendental su implementación  (Arcila, 2009), aunque no hay que olvidar 
que en virtud del numeral 6 del Artículo 1 de la Ley 99 de 1993, los particulares 
también podrán aplicar este principio. 
 
4.4.1. La administración pública colombiana y el “principio de precaución 
ambiental”. 
 
La Administración Pública, se puede entender como la “acción y efecto de 
administrar. Conjunto de funciones que se ejecutaran por un sujeto 
administrador”, lo que permite, en una perspectiva jurídico-pública, observar dos 
sentidos de un mismo fenómeno: su carácter sustancial, objetivo o simplemente 
material en cuánto función o suerte de actividades; y, el orgánico o subjetivo, en 
cuanto sede de la actividad, o aparato-organización, dispuesta  al desarrollo de la 
actividad administrativa (Santofimio, 2003, p. 35). 
 
El Artículo 39 de la Ley 489 de 1998 “por la cual se dictan normas sobre la 
organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las 
disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones 
previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se 
dictan otras disposiciones”, determinó que la Administración Pública está 
integrada por los organismos que conforman la rama ejecutiva del poder público y 




manera permanente tienen a su cargo el ejercicio de las actividades y funciones 
administrativas o la prestación de servicios públicos del Estado colombiano. 
 
Por su parte, la Ley 99 de 1993 creó el Sistema Nacional Ambiental –SINA- 
integrado por una serie de principios, instituciones y recursos dirigidos a la 
protección del ambiente en Colombia y estableció como entidades del SINA el 
Ministerio de Ambiente, las corporaciones autónomas regionales, los 
departamentos y distritos o municipios, lo que evidencia un reparto de 
competencias ambientales entre el nivel central y el territorial. 
 
Entre las competencias que le han sido asignadas al Ministerio de Ambiente, se 
encuentran, formular la política ambiental nacional, establecer reglas y criterios 
para el ordenamiento ambiental del territorio, regular condiciones generales del 
saneamiento ambiental, determinar criterios ambientales que deben incorporarse 
en los planes y proyectos de las demás entidades del orden nacional, determinar 
las normas ambientales mínimas y las regulaciones de carácter general sobre 
medio ambiente, otorgar licencias y autorizaciones ambientales, ejercer vigilancia 
y control, imponer sanciones a los infractores ambientales, establecer los límites 
máximos permisibles de contaminación, fijar tarifas de tasas ambientales, además 
de las funciones que no hayan sido expresamente atribuidas por la  ley a otra 
autoridad. 
 
Las Corporaciones Autónomas Regionales están definidas como “entes 
corporativos de carácter público, creados por la constitución o la ley, integrados 
por las entidades territoriales que por sus características constituyen 
geográficamente un mismo ecosistema o conforman una unidad geopolítica, 
biogeografíca o hidrogeográfica, dotados de autonomía administrativa y 
financiera, patrimonio propio y personería jurídica, encargados de administrar, 
dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales 




disposiciones legales y las políticas del Ministerio de Ambiente” (Art. 23 Ley 99 de 
1993). 
 
No son entidades territoriales, responden al concepto de descentralización 
funcional o por servicios, sin estar adscritas o vinculadas a un ministerio o 
departamento administrativo, en cuanto ejercen funciones que emanan de las 
potestades del Estado central, y el legislador al regular su organización y 
funcionamiento debe respetar la autonomía de las entidades territoriales. (C-596 
de 1998, M. P. Vladimiro Naranjo Mesa). 
  
Corresponde a las Asambleas Departamentales la expedición de disposiciones 
relacionadas con el ambiente (CP. Art. 300). El  Concejo Municipal está facultado 
para reglamentar el uso del suelo y dictar las normas necesarias para el control, la 
preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio (CP. Art. 
313). La Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la Magdalena está 
encargada de la preservación del medio ambiente (CP. Art. 331). Los 
departamentos y municipios ubicados en zonas fronterizas pueden adelantar 
directamente con las entidades territoriales limítrofes del país vecino programas 
de cooperación e integración dirigidos a la preservación del ambiente (CP. Art. 
289). Y, corresponde a los gobiernos de los territorios indígenas velar por la 
preservación de los recursos naturales (CP Art. 330-5º). 
 
El Artículo 1 de la Ley 1333 de 2009, que reglamenta el procedimiento 
sancionatorio ambiental, señala como competentes para adelantar este 
procedimiento, además del Ministerio de Ambiente y las corporaciones autónomas 
regionales, a las corporaciones autónomas para el desarrollo sostenible, las 
unidades administrativas de los grandes centros urbanos, los establecimientos 
públicos ambientales creados de conformidad con la Ley 768 de 2002 y la Unidad 





Además de estas entidades, en la Administración Pública colombiana existen 
otras que con ocasión de sus funciones constitucionales y legales deben aplicar  
las disposiciones dirigidas a la protección del ambiente, incluidas aquellas que 
refieren al  “Principio de Precaución Ambiental”. Dentro de estas entidades se 
encuentran, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, el Ministerio de Minas 
y Energías, el Instituto Colombiano Agropecuario –ICA-, el Ministerio de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y el Instituto Nacional de 
Vigilancia de Medicamentos y Alimentos –INVIMA-, entre otras. 
 
Sin embargo, desconocen abiertamente tal situación, señalando en todo caso que 
le corresponde es al Ministerio de Ambiente o a las demás autoridades 
ambientales la aplicación del principio de precaución.  
 
Así se verificó mediante la presentación de derechos de petición a diferentes 
entidades, que incluso han sido llamadas ante la Jurisdicción por la inaplicación 
del “Principio de Precaución Ambiental” en las decisiones que adoptan, poniendo 
en riesgo, en consecuencia, el derecho a gozar de un ambiente sano y a la salud 
de las personas. 
 
Dentro de las entidades mencionadas, se encuentra el Ministerio de Minas y 
Energía, quien mediante oficio radicado con el número 2011037221 del 14 de julio 
de 2011 (Anexo 1), cuando mediante derecho de petición se le indagó por las 
decisiones que hubiera adoptado en aplicación del “principio de precaución 
ambiental”, señaló “De manera atenta me permito informar que de conformidad 
con el artículo 33 del Código Contencioso Administrativo y en consideración a la 
competencia que respecto al tema de su solicitud tiene el Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial, hemos dado traslado de su solicitud (…) a esa 
entidad, para que sea la encargada de analizar y de ser procedente darle 





Comunicación suscrita por una asesora del Despacho del Ministro, quien 
desconoce que ese mismo ministerio, expidió la Resolución número 180398 del 7 
de abril de 2004 Por la cual se expide el Reglamento Técnico de Instalaciones 
Eléctricas - RETIE, que fija las condiciones técnicas que garanticen la seguridad 
en los procesos de Generación, Transmisión, Transformación, Distribución y 
Utilización de la energía eléctrica en la República de Colombia y se dictan otras 
disposiciones, que en sus  considerandos incluye expresamente el ―principio de 
precaución ambiental”, como sustento de su expedición. 
 
Por su parte la Comisión de Regulación de Energía y Gas, respondiendo a la 
misma petición, mediante oficio S-2011-003379 del 19 de julio de 2011 (Anexo 2), 
suscrito por su Director Ejecutivo (E), señaló que dicha entidad ―no cuenta con 
facultad alguna para aplicar el principio en mención –precaución-, ya que la 
misma no desarrolla función de autoridad ambiental”. No obstante, la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones, cuya naturaleza es idéntica a la de Energía y 
Gas, con diferentes asuntos a cargo, sí respondió señalando algunas decisiones 
en donde  se había aplicado el ―principio de precaución ambiental”. 
 
Respecto a esta situación, se quiere hacer especial énfasis en el Instituto 
Colombiano Agropecuario –ICA-, que tras haberle indagado sobre las decisiones 
o reglamentaciones que hubiera expedido en aplicación de dicho principio, 
respondió: “con relación a su inquietud me permito informarle que el Instituto 
Colombiano Agropecuario –ICA- no es la entidad competente para “expedir las 
decisiones administrativas y/o reglamentaciones para la aplicación del „Principio 
de Precaución Ambiental´. Sin embargo daremos traslado de su solicitud al 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial”. (Id D2709) (Anexo 3). 
(Negrilla y subrayado fuera del texto). 
 
Al respecto cabe señalar que a pesar de que el ICA de acuerdo a la comunicación 




“Principio de Precaución Ambiental‖, lo cierto es que un ejemplo de que en efecto 
lo es y además lo ha aplicado, es la Resolución ICA Nº 03492 de 1998, que en su 
artículo 22 dispuso: ―En aplicación del “Principio de Precaución” o por razones de 
bioseguridad cuando el ICA lo estime necesario, podrá retirar del mercado 
materiales ya liberados, sin derecho a indemnización”. 
 
Nótese como esta entidad pública desconoce sus propias competencias y, por 
ende, su alcance en materia de control del medio ambiente determinadas por la 
Ley 101 de 1993 o Ley General de Desarrollo Agropecuario y Pesquero. Con esta 
norma el Estado buscaba internacionalizar y modernizar estos sectores de la 
actividad nacional. En el Artículo 65 se le ratificaron y ampliaron al Instituto 
Agropecuario –ICA-, las funciones de control sobre los insumos agrícolas, norma 
que fue modificada por el Decreto-Ley 2150 de 1995. 
 
Para la ejecución de las acciones relacionadas con la sanidad agropecuaria y el 
control técnico de los insumos agropecuarios, el ICA debe realizar sus actividades 
directamente o por intermedio de un tercero. No obstante se le facultó para 
homologar automáticamente los controles técnicos efectuados por las autoridades 
competentes de otros países. Al ICA, le corresponde el control técnico de las 
importaciones de insumos agropecuarios destinados a proteger la producción 
agropecuaria nacional, con miras a minimizar los riesgos ambientales que 
provengan del empleo de los mismos. Es interesante para efectos de este trabajo 
que en la ley citada se incluya una “misión de control ambiental” de la que hasta 
ese momento carecía el ICA, la cual le es entregada por la Ley 101, que fue 
tramitada simultáneamente con la Ley 99 de 1993 que buscaba, entre otras 
cosas, reordenar el sector público encargado de velar por el medio ambiente y los 
recursos naturales renovables. 
 
El control sobre los insumos agropecuarios le había sido asignado al ICA por los 




que se lee en su Artículo 2º que “tiene como objetivo contribuir al desarrollo 
sostenido del sector agropecuario mediante la investigación, la transferencia de 
tecnología y la prevención de riesgos sanitarios, biológicos y químicos para las 
especies animales y vegetales”. 
 
El Decreto 1840 de 1994 “Por el cual se reglamenta el artículo 65 de la Ley 101 
de 1993”, desarrolla las funciones antes mencionadas, y en particular determina, 
que su campo de aplicación “cubre todas las especies animales y vegetales y sus 
productos, el material genético animal y las semillas para la siembra existentes en 
Colombia o que se encuentren en proceso de introducción al territorio nacional, 
como también los insumos agropecuarios” que la finalidad del mismo es “el 
manejo de la sanidad animal, de la sanidad vegetal, el control técnico de los 
insumos agropecuarios, así como el del material genético animal y las semillas 
para siembra” y que las acciones que debe realizar esta entidad, incluyen la del 
“control sanitario, la calidad, la seguridad y la eficiencia de los productos 
biológicos y químicos para uso y aplicación ya sea en vegetales, en animales y en 
sus productos, o en el suelo; el control técnico de la producción, comercialización 
y uso de los insumos agropecuarios; el control técnico de la calidad de semillas 
para siembra y del material genético animal, y el registro, control y pruebas 
tendientes a garantizar la protección varietal”. 
 
El Decreto 1454 de 2001, “Por el cual se modifica la estructura del Instituto 
Colombiano Agropecuario, ICA”, dictado por el Gobierno Nacional, asignó como 
funciones a la subgerencia de protección y regulación agrícola, entre otras, las 
siguientes: 
 
―ART. 7º—Subgerencia de protección y regulación agrícola. Son funciones de la 
subgerencia de protección y regulación agrícola: 
―...‖. 





5. Ejercer el control técnico científico de los recursos genéticos vegetales de uso 
en la agricultura y la alimentación. 
6. Crear capacidad institucional en bioseguridad agrícola y regular la introducción, 
producción, comercialización y uso de organismos modificados por ingeniería 
genética y exóticos no modificados genéticamente. 
―...‖. 
9. Asegurar y regular la inocuidad de alimentos, de origen vegetal hasta la 
conclusión de la cosecha. 
―...‖. 
13. Las demás funciones inherentes a la naturaleza de la dependencia y las que 
le sean asignadas por las normas legales vigentes‖. 
 
Así las cosas, desde 1998, el ICA mediante la Resolución 3492, estableció, por 
primera vez en Colombia, el procedimiento para la introducción, producción, 
liberación y comercialización de organismos modificados genéticamente, OMG, y 
se reconoció que:  
a). Los OMG representan un gran aporte a la producción de alimentos pero 
pueden constituir una amenaza real o potencial para la sostenibilidad de los 
agroecosistemas.  
b) Es necesario preservar los recursos genéticos del país de los posibles 
impactos de los OMG.  
c) No se debe permitir la introducción al mercado de OMG sin haberlo sometido a 
una fase de investigación previa a su liberación comercial. 
 
Es importante señalar que mediante el Acuerdo 13 de diciembre de 1998, la Junta 
Directiva del ICA creó el CONSEJO TÉCNICO NACIONAL, como un “organismo 
asesor y de apoyo a su gestión en los asuntos atinentes a la introducción, 
producción, liberación y comercialización de OMG, de uso agrícola”. Este fue 





Estas normas fueron expedidas antes de la aprobación del “Protocolo de 
Cartagena”, pese a lo cual el Decreto 1454 de 2001 y la Resolución 3492 de 1998 
son los instrumentos reglamentarios que existen en cuanto a la autorización de 
ingreso de OMG al país y a la evaluación de los riesgos que se derivan de esa 
actividad y de la liberación en el comercio de los mismos. 
 
En pocas palabras el ICA, le corresponde el control técnico de las importaciones 
de insumos agropecuarios destinados a proteger la producción agropecuaria 
nacional, con miras a minimizar los riesgos ambientales que provengan del 
empleo de los mismos, para lo cual puede hacer uso de herramientas jurídicas, 
entre ellas, el “Principio de Precaución Ambiental”, sin embargo, afirma no ser la 
“entidad competente para expedir las decisiones administrativas y/o 
reglamentaciones para la aplicación del „Principio de Precaución Ambiental´”   
 
Sin embargo, no sólo son las entidades administrativa las únicas que desdibujan 
o inaplican  el ―principio‖, los jueces de la República, entre ellos el Consejo de 
Estado, Sección tercera, actuando como Juez Popular, en la sentencia del 19 de 
octubre de 2004, MP.: NICOLAS PAJARO PEÑARANDA, RADICACION: 
2500023250002001002202(AP)IJ, al resolver el recurso de apelación contra una 
sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en acción 
popular, instaurada con el propósito de lograr la protección de los derechos 
colectivos de gozar de un ambiente sano, de garantizar, aprovechar y restaurar 
los recursos naturales, las especies animales y vegetales y las diversas áreas de 
importancia ecológica, a fin de que se tomaran las determinaciones que impidan 
el deterioro de estos elementos con el empleo de controladores biológicos, so 
pretexto de erradicar cultivos ilícitos. En la demanda se señaló que las 
fumigaciones con ―paraquat‖ en unos casos, y en otros con ―glifosato‖, mediante 





El Tribunal Administrativo de Cundinamarca decidió, en aplicación del “Principio 
de Precaución”, decretar la suspensión de las fumigaciones con ―glifosato‖, hasta 
tanto no se cuente con prueba científica que permita generar certeza sobre las 
consecuencias del mismo.  
 
En la citada sentencia el Consejo de Estado parte del supuesto según el cual ―el 
Artículo 1 numeral 6 de la Ley 99 de 1993 no puede servir de fundamento jurídico 
para concluir que debe decretarse la suspensión de las fumigaciones aéreas a 
que se contrae la demanda como medida eficaz para evitar la degradación del 
medio ambiente, por cuanto en las actuales circunstancias no hay razón valedera 
de que exista peligro de daño irreversible y grave que imponga esa medida 
extrema”.  
 
Con fundamento en lo anterior revoca la sentencia proferida por el Tribunal 
Contencioso Administrativo de Cundinamarca. 
 
El Consejo de Estado en su providencia afirma tomar su decisión con fundamento 
en un análisis probatorio que le generó convicción o certeza, pero en realidad solo 
se demuestran las innumerables “dudas razonables respecto a la vulneración del 
derecho colectivos a gozar de un ambiente sano”, pues obran en el proceso 
pruebas técnicas, documentales y testimoniales de igual valor probatorio, 
contradictorias entre sí, tal como lo destaca la Consejera, Dra. RUTH STELLA 
CORREA PALACIO, en su salvamento de voto, apartándose del fallo. 
 
Sin embargo, esta posición del Consejo de Estado no ha sido exclusiva, en varias 
oportunidades2 ha desatado recursos de apelación contra sentencias proferidas 
por los Tribunales Administrativos, en especial el de Cundinamarca, aplicando esa 
errada concepción del “Principio de Precaución”, lo que la convierte en reiterativa, 
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revocando los fallos de primera instancia en los que sí se aplica dándole la 
connotación de “in dubio pro ambiente” lo que permite concluir que es más 
acertada la posición de los Tribunales Administrativos, en especial el de 
Cundinamarca, que la del Consejo de Estado.        
 
Esas “dudas razonables” son precisamente las que obligan a aplicar el “Principio 
de Precaución”, en razón a la “falta de certeza científica absoluta sobre la 
existencia de peligro grave e irreversible obliga a la adopción de medidas eficaces 
para impedir la degradación del medio ambiente” (Art. 1º, num. 6º Ley 99 de 
1993).  
 
En este caso, se afirmó que el “Principio de Precaución” no puede servir de 
disculpa, fundamento jurídico, para tomar la única medida que resultaba eficaz 
para evitar la supuesta degradación del medio ambiente, la suspensión de las 
fumigaciones, hasta tanto no se contara con una prueba científica que permitiera 
concluir con grado de certeza la ausencia de peligro. 
 
Como se ha expuesto, el “Principio de Precaución” debe ser entendido como el “in 
dubio pro ambiente”, lo que significa que toda duda sobre la existencia de peligro 
o daño al medio ambiente debe ser resuelta o despejada a su favor, tomando las 
medidas que sean necesarias para evitar su ocurrencia, justificado en el interés 
general y las nuevas generaciones, y no como lo hizo la autoridad judicial, al 
desatar las dudas a favor de la actividad lesiva.     
 
Lo anterior, pone de presente la inconsciente utilización que de este ―principio‖ 
hacen las entidades diferentes de las ambientales en el ejercicio de sus 
competencias, lo que justifica aún más que se esté adelantando la presente 
investigación, a efecto de que estas puedan contar con un instrumento que facilite 
su aplicación y al mismo tiempo genere conciencia, no solamente en las 




No obstante, es necesario advertir que, el “Principio de Precaución” se erige, por 
regla general, como una herramienta de carácter administrativa y no judicial, 
razón por la cual las autoridades judiciales carecen de posibilidades concretas 
para su aplicación, siendo una de ellas la “Acción Popular” cuando se encamine a 
la protección del “derecho al ambiente sano” .    
 
En consecuencia, la propuesta de orientación teórico metodológica para la 
aplicación del “Principio de Precaución  Ambiental”, no solamente está dirigida a 
aquellas autoridades ambientales mencionadas expresamente por las Leyes 99 
de 1993 y 1333 de 2009, sino también por todas aquellas que de alguna manera 
tengan la obligación de aplicar el “Principio de Precaución” para la protección de 
los derechos a gozar de un ambiente sano y a la salud, entre otros.  
 
4.4.2. La aplicación del “principio de precaución ambiental”  por la justicia 
colombiana. 
 
En el derecho colombiano, a diferencia del caso alemán que se ha detallado, el 
“medio ambiente” es un bien jurídico catalogado como “derecho o interés 
colectivo”, caracterizado por ser “un interés que se encuentra en cabeza de un 
grupo de individuos, lo que excluye motivaciones meramente subjetivas o 
particulares. No obstante, supone la posibilidad de que cualquier persona 
perteneciente a esa comunidad, pueda acudir ante el juez para defender a la 
colectividad afectada, con lo cual se obtiene de manera simultánea, la protección 
de su propio interés” (CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-459 de 2004. 
Magistrado Ponente (M.P.) ARAÚJO RENTERÍA, Jaime). 
 
Estos derechos o intereses colectivos son protegidos judicialmente por 
herramientas especiales de carácter constitucional denominadas “Acciones 





Los tratadistas sobre el tema son enfáticos en afirmar  (Cardozo, s.f.),  que las 
acciones colectivas nacen en Inglaterra en el Siglo XII3, donde grupos de 
personas con intereses comunes se unían para acudir a los Tribunales en busca 
de justicia. Este es el antecedente más antiguo de la presentación de una petición 
o denuncia ante un juez, por un número plural de personas. Las Cortes de 
Equidad del Reino Unido, como fueron denominadas luego, eran el sitio donde se 
presentaban acciones, propias de todas aquellas personas que fueran afectadas 
por un Decreto, y que por su número era imposible de citar al tribunal de forma 
simultánea. 
 
En América, el antecedente más importante para la protección de esta clase de 
derechos, se adelantó en los Estados Unidos y es conocido como “Class Actions”.  
 
La Constitución Política de Colombia de 1991 introdujo cambios fundamentales en 
el sistema político, normativo y administrativo del país, a partir de la incorporación 
de un modelo de Estado Social de Derecho bajo un esquema democrático 
representativo y participativo. Como principales novedades del texto constitucional 
se destaca el establecimiento de una carta de derechos esenciales para el 
desarrollo individual y de la sociedad en su conjunto, acompañada de 
mecanismos para su protección. Es así como para salvaguardar los derechos 
fundamentales se diseñó la acción de tutela y para proteger los derechos 
colectivos la acción popular. A su vez, fueron integradas al texto constitucional las 
acciones de constitucionalidad y de cumplimiento como mecanismos al alcance 
de los ciudadanos para garantizar la prevalencia del régimen constitucional, la 
aplicación de la ley y la armonización del sistema normativo colombiano. 
 
Las acciones populares en Colombia fueron implementadas, inicialmente en el 
Código Civil en los Artículos 1005 y 2359, como un mecanismo de protección de 
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los bienes de uso público y el daño contingente. Posteriormente fueron expedidas 
normas de caracteres especial que consagraban la protección a “derechos 
colectivos”  como fueron: la Ley 9 de 1989, para la protección del espacio público 
y el medio ambiente; el Decreto 2303 de 1989, relativo a la defensa del medio 
ambiente agrario (ambas normas sustentadas en los artículos 1 y 7 del Código 
Nacional de Recursos Naturales, Decreto 2811 de 1974), y el Decreto 3466 de 
1982, para amparar los derechos del consumidor. 
 
En la Constitución Política de 1991, las “Acciones Populares” se consagraron en 
su Artículo 88, como un mecanismo para la “protección de los derechos e 
intereses colectivos relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la 
salubridad pública, la moral administrativa, el medio  ambiente, la libre 
competencia económica y otros de similar naturaleza” (Colombia, 1991).   
 
Mediante la Ley 472 de 1998 se desarrolló el Artículo 88 de la Constitución en 
relación con el marco regulatorio y procedimental para la aplicación de las 
“acciones populares” y “de grupo”.  
 
Por su parte, la doctrina ha desarrollado una serie de características  (Gonzalez, 
2005)  propias de estas acciones, a saber: i) están dirigidas a la protección 
exclusiva de los derechos colectivos consagrados en la Constitución Política, la 
ley que la reglamenta y los tratados y acuerdos internacionales celebrados por 
Colombia; ii) se trata de acciones de carácter público que se enmarcan en un 
sistema democrático participativo y que facultan a cualquier persona natural o 
jurídica, para ejercerlas sin necesidad de apoderado judicial.; iii) su ejercicio 
“supone la protección de un derecho colectivo, es decir, de un interés que se 
encuentra en cabeza de un grupo de individuos, lo que excluye motivaciones 
meramente subjetivas o particulares. No obstante, supone la posibilidad de que 
cualquier persona perteneciente a esa comunidad, pueda acudir ante el juez para 




la protección de su propio interés” (CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-459 
del 11 de mayo de 2004. Magistrado Ponente (M.P.) ARAÚJO RENTERÍA, 
Jaime); iv) son una acción principal o autónoma, por lo que no es necesario 
agotar otros medios de defensa judicial disponibles de forma previa a su 
interposición; v) tienen un carácter preventivo y de reparación en la medida en 
que puede ser utilizada para evitar el daño contingente, hacer cesar la amenaza y 
restituir las cosas a su estado anterior, cuando ello fuere posible; y, vi) es oficiosa, 
esto es, debe ser impulsada por parte del juez. 
 
El tratadista Germán Sarmiento Palacios define las “Acciones Populares” como 
“aquellas que se utilizan para defender el interés general o público, en las cuales 
en actor también defiende un interés particular y propio, como miembro de la 
comunidad a la que pertenece, buscando además mediante su ejercicio una 
ventaja económica.” (Sarmiento, 1998). 
 
Por su parte, la Corte Constitucional4 colombiana ha planteado las características 
de la “Acción Popular” y sus diferencias respecto a las llamadas “Acciones de 
grupo”, en los siguientes términos:  
 
―Tanto la acción de grupo como la acción popular  han sido estatuidas para 
obtener la reparación del daño causado a un número plural  de personas (CP art. 
88), que superan las limitaciones de los esquemas procesales puramente 
individualistas para la protección de los derechos, sin embargo se distinguen  en 
algunos  aspectos:  (i) En su finalidad:  La acción popular tiene un propósito 
esencialmente preventivo, mientras que la acción de grupo cumple una función 
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reparadora o indemnizatoria, por lo que la primera no requiere que exista un daño 
sobre el interés protegido, mientras que la segunda opera una vez ocurrido el 
daño, ya que precisamente pretende reparar dicho perjuicio. (ii) En los derechos 
o intereses protegidos. Al tiempo que la acción popular ampara esencialmente 
derechos e intereses colectivos, la acción de grupo recae sobre la afectación 
de todo tipo de derechos e intereses, sean éstos colectivos o individuales, ya que 
ella es un instrumento procesal colectivo, que busca reparar los daños producidos 
a individuos específicos.  Precisamente por ello la sentencia C-1062 de 2000 
condicionó la constitucionalidad del artículo 55 de la Ley 472 de 1998, en la 
medida en que dicha disposición restringía el objeto de protección de las acciones 
de grupo, a que los daños por indemnizar derivaran “de la vulneración de 
derechos e intereses colectivos”. La Corte declaró exequible esa disposición, pero 
en el entendido ‗de que con su interpretación y aplicación no se excluyan los 
demás derechos subjetivos de origen constitucional o legal, cualquiera que sea su 
naturaleza, como derechos igualmente amparables por las acciones de clase o de 
grupo‘‖. 
  
La jurisprudencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, ha expuesto los 
elementos indispensables para la procedencia de la “Acción Popular” en los 
siguientes términos: 
 
a) La finalidad es la protección de los derechos e intereses de naturaleza 
colectiva. 
 
b) Procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los 






c) Se ejerce para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la 
vulneración, o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las 
cosas a su estado anterior, cuando fuere posible. 
 
d) Los derechos e intereses colectivos susceptibles de esta acción son todos 
aquellos definidos como tales en la Constitución Nacional, las leyes ordinarias y 
los tratados de derecho internacional celebrados por Colombia, como es el caso 
de los mencionados en el Artículo 4 de la ley 472 de 1998. 
 
e) La titularidad para su ejercicio, como su nombre lo indica está dada por su 
naturaleza popular, por lo tanto puede ser ejercida por cualquier persona, natural 
o jurídica, pública o privada, o también por las autoridades, organismos y 
entidades señalados en el Artículo 12 de la ley 472 de 1998‖5. 
 
Así pues, las acciones populares tienen como objetivo fundamental proteger los 
derechos colectivos, que la Corte Constitucional ha definido como “un interés que 
se encuentra en cabeza de un grupo de individuos, lo que excluye motivaciones 
meramente subjetivas o particulares."6 
 
La Ley 472 de 1998, publicada en el Diario Oficial No. 43.357, de 6 de agosto de 
1998, “Por la cual se desarrolla el Artículo 88 de la Constitución Política de 
Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se 
dictan otras disposiciones”, en su Artículo 1 establece como finalidad de la 
“Acción Popular” la de  “garantizar la defensa y protección de los derechos e 
intereses colectivos, así como los de grupo o de un número plural de personal”.  
 
                                                          
5
 CONSEJO DE ESTADO. Sección tercera. Sentencia del 11 de diciembre de 2003. C.P. 
VILLAMIZAR RODRÍGUEZ, Germán. Radicación: 25000232500020030133101. 
6
 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-215 del 14 de abril de 1999. M.P. (e) SÁCHICA 




El Artículo 2 ibídem, define las “Acciones Populares” como aquellos “medios 
procesales para la protección de los derechos e intereses colectivos” y establece 
que son ejercidas principalmente para “evitar el daño contingente, hacer cesar el 
peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible”. 
 
El Artículo 4 de la ley en cita enuncia los derechos e intereses colectivos, así:  
 
―ARTICULO 4o. DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS. Son derechos e 
intereses colectivos, entre otros, los relacionados con:  
  
a) El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la 
Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias;  
  
b) La moralidad administrativa;  
 c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional 
de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución. La conservación de las especies 
animales y vegetales, la protección de áreas de especial importancia ecológica, 
de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás 
intereses de la comunidad relacionados con la preservación y restauración del 
medio ambiente;  
  
d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso 
público;  
  
e) La defensa del patrimonio público;  
  





g) La seguridad y salubridad públicas;  
  
h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública;  
  
i) La libre competencia económica;  
 j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y 
oportuna;  
 k) La prohibición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas 
químicas, biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de 
residuos nucleares o tóxicos.‖   
   
Como puede notarse, la preservación y restauración del “medio ambiente” es 
definido como un derecho colectivo por la legislación interna colombiana, mismo 
cuya protección puede ser invocada a través de las citadas “Acciones Populares”. 
Sin embargo, la Corte Constitucional en varios fallos le ha dado rango de 
“Derecho Fundamental” en conexidad con el “derecho a la vida”, permitiendo el 
amparo constitucional mediante la utilización de un mecanismo más expedito y 
efectivo, como es la “Acción de Tutela” consagrada en el Artículo 86 de la 
Constitución Política, escenario en el cual se podrá hacer uso de “medidas 
provisonales” en virtud de las cuales es posible que el ―Juez‖ suspenda la 
ejecución de la actividad, conforme lo ordena el Decreto 2591 de 1991: 
 
―ARTICULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN DERECHO. 
Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere 
necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto 








conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se 
produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de 
conformidad con las circunstancias del caso. 
 
El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, 
hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras 
medidas cautelares que hubiere dictado‖. 
 
―ARTICULO 8o. LA TUTELA COMO MECANISMO TRANSITORIO. Aun cuando el 
afectado disponga de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela procederá 
cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. 
 
(…)‖   
 
Es así como en la Sentencia T- 451 de 1992, MP: CIRO ANGARITA BARON, se 
dijo:  
 
―Derecho al medio ambiente. La importancia de este derecho ya ha sido señalada 
por esta Corporación la cual lo reconoció luego como un derecho fundamental, y 
puso de presente la necesidad de crear mecanismos eficaces de protección pues 
el deterioro del ambiente está generando nefastas consecuencias en nuestro 
sistema y amenaza gravemente la supervivencia de la especie. Al respecto se 
dijo: 
 
"La protección del medio ambiente no sólo incumbe al Estado, sino a todos los 
estamentos de la sociedad; es un compromiso de la presente generación y de las 
futuras. El restablecimiento de las condiciones mínimas del ecosistema no sólo 





En la Sentencia T- 536, MP: SIMON RODRIGUEZ RODRIGUEZ, del mismo año, 
la Corte Constitucional manifestó:  
 
"La protección al medio ambiente es uno de los fines del Estado Moderno, por lo 
tanto toda estructura de éste debe estar iluminada por este fin, y debe tender a su 
realización."1 Uno de los cambios introducidos a la nueva Constitución fue la 
concientización de que no solo al Estado es a quien le corresponde la protección 
del medio ambiente sino que se exige que la comunidad de igual manera se 
involucre en tal responsabilidad. 
 
"La crisis ambiental es, por igual, crisis de la civilización y replantea la manera de 
entender las relaciones entre los hombres. Las injusticias sociales se traducen en 
desajustes ambientales y éstos a su vez reproducen las condiciones de miseria" 
“La Carta consagra la obligación del Estado de proteger las riquezas culturales y 
naturales de la Nación. Así mismo ello obliga a los particulares, pues le atribuye a 
la propiedad privada una función ecológica, y sobre todo porque figura dentro de 
los deberes de la persona y del ciudadano el proteger los recursos naturales del 
país y velar por la conservación de un ambiente sano (artículos 8o., 58, 79, 80, 81 
y 95 numeral 8° de la Constitución Nacional). 
 
De tal manera que quedó consagrado en la Constitución el derecho de todos a 
gozar de un ambiente sano. En efecto, dice así artículo 79 de la Constitución: 
 
"Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan 
afectarlo. 
 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar 
las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro 




Es por esto que el Estado deberá proteger la diversidad e integridad del ambiente, 
conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación 
para el logro del mejoramiento de la calidad de vida de la población, siendo el 
objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas 
de salud, educación, de saneamiento ambiental y agua potable (artículos 79 y 366 




En la Asamblea Nacional Constituyente se habló del medio ambiente como 
derecho esencial de la persona humana; al respecto la constituyente Aída Abella 
expuso: "La carta de derechos que se discute en la comisión primera, consigna el 
derecho que toda persona tiene como un derecho fundamental del hombre y del 
medio ambiente consagrado no sólo como un problema social -de derecho social-, 
sino como un derecho fundamental en la parte de los derechos del hombre". 
 
La Corte Constitucional en la Sentencia T-415 dijo: 
 
"El derecho al medio ambiente y en general, los derechos de la llamada tercera 
generación, han sido concebidos como un conjunto de condiciones básicas que 
rodean al hombre, que circundan su vida como miembro de la comunidad y que le 
permiten la supervivencia biológica e individual, además de su desempeño normal 
y desarrollo integral en el medio social. De esta manera deben tenerse como 
fundamentales para la supervivencia de la especie humana". 
 
Así mismo la Corte Constitucional, en Sentencia T- 411 expuso: 
"De la concordancia de estas normas (normas constitucionales del medio 
ambiente la salud y la vida), e inscritas en el marco de derecho a la vida, de que 




constitucional fundamental para el hombre, pues sin él, la vida misma correría 
letal peligro". 
 
En el ámbito internacional se ha discutido si el derecho al medio ambiente es o no 
un derecho fundamental. Así, en la Declaración de Estocolmo sobre el Ambiente 
Humano, se afirmó: 
 
"El hombre tiene derecho fundamental a la libertad, la igualdad y adecuadas 
condiciones de vida, en un medio ambiente de una calidad que permita una vida 
de dignidad y bienestar." 
 
Entre los pactos que ha ratificado Colombia, sobre la conservación del medio 
ambiente, los cuales en virtud del Artículo 93 de la Carta tienen rango supralegal 
en el orden interno, tiene relación con este caso en particular el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobado mediante 
la Ley 74 de 1968, que establece, en el artículo 12, lo siguiente: 
 
"1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 
persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 
2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados partes en el pacto a fin de 
asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: b) el 
mejoramiento en todos sus aspectos... del medio ambiente". 
 
Y, en la Sentencia T- 528 de 1992, MP: FABIO MORON DIAZ, respecto al 
Amparo Judicial del Derecho a Gozar de un Ambiente Sano, dijo: 
 
―El Derecho Constitucional de todas las personas al disfrute de un Ambiente Sano 
está consagrado expresamente en el artículo 79 de la Carta bajo el título de los 




en la lista enunciativa que establece el inciso primero del artículo 88 de la misma 
Carta, como objeto de las Acciones Populares con fines concretos. 
 
En estas condiciones, los citados enunciados normativos del inciso segundo del 
Artículo 88 de la Carta, prescriben con claridad que en cuanto entidad jurídica 
autónoma, el derecho específico al goce de un Ambiente Sano, está garantizado 
judicialmente por virtud de un instrumento procesal específico y directo de 
carácter principal y de naturaleza también autónoma, conocido como las acciones 
populares y en caso de daño subjetivo pero plural por virtud de las acciones de 
grupo o de clase, amén de las vías judiciales ordinarias y de los casos especiales 
de responsabilidad objetiva que establezca la ley. 
 
b) Como aspecto preliminar se detiene esta Corporación en advertir que el 
Derecho a la Conservación y al Disfrute de un Medio Ambiente Sano y de la 
promoción y preservación de la calidad de la vida, así como la protección de los 
bienes, riquezas y recursos ecológicos y naturales, es objeto de grandes 
reflexiones y preocupaciones que sólo recientemente han hecho aparición plena 
en el Derecho Constitucional y en el Derecho Internacional. 
 
Es evidente que hoy en día, para determinar los grandes principios que deben 
regir la vida de las sociedades organizadas y en camino de evolución, ya no 
puede ignorarse la necesidad de proteger el medio ambiente y de dar a las 
personas los derechos correlativos; en este sentido se tiene que después del año 
de 1972 en el que se adoptó la Declaración de Estocolmo sobre medio ambiente 
humano, se ha reconocido en vasta extensión el valor que debe otorgarse a su 
protección. Además, en este proceso, y en sus variantes, el camino recorrido 
muestra que no sólo se incorporó dicho principio general como valor 
constitucional interno que se proyecta sobre todo el texto de la Carta, sino que 
aquel produjo grandes efectos de irradiación sobre las legislaciones ordinarias de 




lo incorporaron en sus textos constitucionales, ya como un derecho fundamental, 
ora como un derecho colectivo de naturaleza social. 
 
(…) 
f) Ahora bien, la Carta de 1991 es explícita en adoptar el modelo que consagra el 
"Derecho al Goce de un Ambiente Sano", no como un derecho constitucional 
fundamental, sino como un derecho y un interés constitucional de carácter 
colectivo; en este sentido la Acción de Tutela, cuyos fundamentos se examinan 
más arriba, no es procedente para obtener de manera autónoma su protección , 
pues, como se vio, aquella procede para obtener el amparo específico de los 
derechos constitucionales fundamentales y no el de otros derechos que, como los 
colectivos, deben perseguirse judicialmente por virtud del ejercicio de las 
Acciones Populares o de las Acciones de Clase o de Grupo en los términos de su 
regulación legal, salvo las hipótesis de la protección indirecta o consecuencial que 
se explicó más arriba y que ahora se reiteran. 
 
Así, se señala de modo indubitable que este Derecho Constitucional Colectivo 
puede vincularse con la violación de otro Derecho Constitucional de rango o 
naturaleza fundamental como la salud, la vida o la integridad física entre otros, 
para obtener, por vía de la tutela que establece el artículo 86 de la Constitución 
Nacional, el amparo de uno y otro derechos de origen constitucional, pues en 
estos casos prevalece la protección del Derecho Constitucional Fundamental y es 
deber del juez remover todos los obstáculos, ofensas y amenazas que atenten 
contra éste. Igualmente, tampoco es un obstáculo para la procedencia de la 
Acción de Tutela.‖ 
 
En tratándose del “Principio de Precaución” se ha venido sosteniendo que su 
concepto básico puede entenderse como una “oposición a la presunción a favor 
del desarrollo” para convertirse en “in dubio pro ambiente”. Cuando no se sepan 




actividades económicas humanas continuarán hasta que, y a no ser que, hayan 
pruebas claras de que están causando daños, el “Principio de Precaución” 
defiende la intervención para prever y evitar daños medioambientales antes de 
que se obtengan pruebas claras de que dicha intervención es necesaria, o sin que 
se obtengan. 
 
Ya se ha citado el contenido del Artículo 1 numeral 6 de la Ley 99 de 1993, así 
como los diferentes tratados y convenios suscritos por el Estado colombiano, en 
el que prevé el  “Principio de Precaución” como una herramienta indispensable 
cuando exista “falta de certeza científica absoluta sobre la existencia de peligro 
grave e irreversible” lo que “obliga a la adopción de medidas eficaces para impedir 
la degradación del medio ambiente” (Art. 1º, num. 6º Ley 99 de 1993). 
 
Así las cosas,  el  “Principio de Precaución”  no es más que la aplicación del “in 
dubio pro ambiente”, según el cual, frente a la “incertidumbre científica”, a la “duda 
razonable” sobre los efectos lesivos de una determinada actividad sobre el “medio 
ambiente” ha de preferirse éste y sacrificarse la actividad. 
 
Nótese cómo, a diferencia del caso Alemán, estudiado en el acápite anterior, en 
Colombia los ciudadanos sí están legitimados para exigir ante los Tribunales la 
adopción de “medidas precautorias”, en virtud del ejercicio de las “Acciones 
Populares”, estando legitimada cualquier persona, natural o jurídica, para 
ejercitarlas, con el fin de impugnar una actuación administrativa o privada. 
 
Quien adelante estas acciones, inclusive, goza de la posibilidad de solicitar 
“medidas cautelares” 7tendiente a la protección inmediata del derecho vulnerado, 
medida que puede ser decretada también por el juez de oficio, entre las que se 
hallan:  
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a) Ordenar la inmediata cesación de las actividades que puedan originar el 
daño, que lo hayan causado o lo sigan ocasionando;  
 
b) Ordenar que se ejecuten los actos necesarios, cuando la conducta 
potencialmente perjudicial o dañina sea consecuencia de la omisión del 
demandado;  
 
c) Obligar al demandado a prestar caución para garantizar el cumplimiento de 
cualquiera de las anteriores medidas previas;  
 
d) Ordenar con cargo al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses 
Colectivos los estudios necesarios para establecer la naturaleza del daño y 
las medias urgentes a tomar para mitigarlo.  
 
Así las cosas, el “Principio de Precaución” se halla presente en todas las normas 
que regulan la protección del “medio ambiente” y el “derecho a gozar de él” en el 
derecho colombiano, así como en las normas internacionales aprobadas por 
Colombia e incorporadas al derecho interno, entre las cuales es pertinente 
destacar la Ley 99 citada precedentemente, misma que se anticipó al “Protocolo 
de Cartagena” aprobado luego mediante la Ley 740 de 2002, en cuanto consagró 
el “Principio de Precaución Ambiental” en los siguientes términos: “La formulación 
de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del proceso de 
investigación científica. No obstante las autoridades ambientales y los particulares 
darán aplicación al principio de precaución conforme al cual, cuando exista peligro 
de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá 
utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para 
impedir la degradación del medio ambiente.”  
 
No obstante, en Colombia, pese a encontrarse normativizado el“Principio de 




constitucionalizada para la protección del “medio ambiente” con naturaleza 
pública –legitimación en la causa-, este ―principio‖ no ha sido aplicado de manera 
correcta por la jurisdicción administrativa, en particular por su máximo tribunal, el 
Consejo de Estado. 
 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante sentencia proferida en 
juicio de “Acción Popular”, ha dado aplicación en varios eventos al “Principio de 
Precaución” ordenando “el cese o la suspensión de actividades desarrolladas por 
la Administración” por no contarse con la “certeza científica” sobre las 
consecuencias adversas o nocivas que éstas actividades generan al “medio 
ambiente” y a la ―salud‖ de las personas, como es el caso de las fumigaciones 
con ―glifosato‖ de los cultivos ilícitos8.     
 
Sin embargo, estos fallos han sido apelados por las entidades estatales 
accionadas; y, el Consejo de Estado, Sección Tercera, los ha revocado utilizando 
tesis o posiciones que desdibujan el ―Principio de Precaución ‖, al establecer que 
―el Artículo 1 numeral 6 de la Ley 99 de 1993, no puede servir de fundamento 
jurídico para concluir que debe decretarse la suspensión de las fumigaciones 
aéreas a que se contrae la demanda como medida eficaz para evitar la 
degradación del medio ambiente, por cuanto en las actuales circunstancias no 
hay razón valedera de que exista peligro de daño irreversible y grave que 
imponga esa medida extrema”.  
 
En el citado fallo olvida el Consejo de Estado que el sacrificar una actividad 
administrativa en ―pro del medio ambiente”  no constituye una “medida extrema” y 
mucho menos una sanción para la entidad que debe suspender la actividad hasta 
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 Ver sentencia Consejo de Estado, Sección tercera, actuando como Juez Popular, en la sentencia 





tanto no se cuente con la “certeza científica” de que su implementación no genera  
consecuencias adversas al “medio ambiente”. 
 
En estos fallos, el Consejo de Estado, Sección tercera, afirma que en los 
procesos no existe una prueba que pueda servir como “razón valedera de que 
exista peligro de daño irreversible y grave” para el “medio ambiente” o la ―salud‖ 
de los habitantes de la zona donde se lleva a cabo la actividad. A pesar de ello, 
tampoco niega la existencia de una “duda razonable” generada por la “incerteza 
científica” demostrada en el proceso, al obrar como material probatorio 
documentos y pruebas técnicas y testimoniales, contradictorias entre sí, lo que 
permite concluir que se daban los presupuestos para aplicar el “Principio de 
Precaución” y confirmar los fallos del Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 
 
Sin embargo, esta posición del Consejo de Estado no ha sido exclusiva, en varias 
oportunidades9 ha desatado recursos de apelación contra sentencias proferidas 
por los Tribunales Administrativos, en especial el de Cundinamarca, aplicando 
esa errada concepción del “Principio de Precaución”, lo que la convierte en 
reiterativa, revocando los fallos de primera instancia en los que sí se aplica 
dándole la connotación de “in dubio pro ambiente” lo que permite concluir que es 
más acertada la posición de los Tribunales Administrativos, en especial el de 
Cundinamarca, que la del Consejo de Estado respecto al papel del Juez frente a 
la protección del “medio ambiente” en aplicación del “Principio de Precaución”.  
 
En consideración a lo anterior, es obligatorio concluir que la autoridad judicial 
colombiana sólo puede aplicar el “Principio de Precaución” cuando está 
conociendo de una “Acción Popular” en defensa del “derecho o interés colectivo” 
al “goce de un medio ambiente sano”, evento en el cual puede ordenar a la 
Administración Pública o a los particulares “el cese o la suspensión de las 
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actividades” por no contarse con la “certeza científica” sobre las consecuencias 
adversas o nocivas que éstas actividades generan al “medio ambiente” y a la 
―salud‖ de las personas. 
 
4.5. Elementos del “principio de precaución ambiental” en la ley 
colombiana y su necesaria modificación. 
 
El numeral Sexto del artículo Primero de la Ley 99 de 1993, incorpora el “Principio 
de Precaución” como orientador de la política ambiental nacional en los siguientes 
términos: 
 
“6. “La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del 
proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades ambientales y los 
particulares darán aplicación al “Principio de Precaución” conforme al cual, 
cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica 
absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas 
eficaces para impedir la degradación del medio ambiente”.  
 
La Corte Constitucional colombiana en la Sentencia C-293 de 2002, al 
pronunciarse sobre la exequibilidad de la mencionada disposición, se refirió al 
“Principio de Precaución” así: 
 
“Al leer detenidamente el artículo acusado, se llega a la conclusión de que,  
cuando la autoridad ambiental debe tomar decisiones específicas, encaminadas a 
evitar un peligro de daño grave, sin contar con la certeza científica absoluta, lo 
debe hacer de acuerdo con las políticas ambientales trazadas por la ley, en 
desarrollo de la Constitución, en forma motivada y alejada de toda posibilidad de 
arbitrariedad o capricho.  
 




1. Que exista peligro de daño; 
 
2. Que éste sea grave e irreversible; 
 
3. Que exista un principio de certeza científica, así no sea ésta absoluta; 
 
4. Que la decisión que la autoridad adopte esté encaminada a impedir la 
degradación del medio ambiente. 
 
5. Que el acto en que se adopte la decisión sea motivado.” 
 
A partir de los elementos relacionados por la Corte Constitucional y que 
desarrollan el enunciado normativo de la Ley 99 de 1993, se puede indicar que a 
pesar de que en Colombia, a diferencia de muchos estados, se encuentra 
incorporado el “Principio de Precaución Ambiental” como en una norma de 
carácter vinculante, como lo es la Ley 99 de 1993, los elementos identificados en 
la Sentencia C-293 de 2002, en términos generales coinciden con los estudiados 
anteriormente, es decir, el peligro de un daño, la incerteza y las medidas 
precautorias. 
 
No obstante, la exigencia de que el daño deba ser ―grave‖ y además ―irreversible‖, 
constituye una condición que no se había planteado en otras regulaciones sobre 
el “Principio de Precaución Ambiental‖, así como la circunscripción de las medidas 
precautorias únicamente a impedir la degradación del medio ambiente, que 
pueden constituir verdaderos obstáculos para su aplicación, porque como ya se 
ha indicado, los riesgos que los avances tecnológicos conllevan, no solamente 
afectan al ambiente, sino también a la salud de las personas.  
 
De tal manera que se pueden señalar importantes diferencias, frente a la 




―Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo”, tales como, se 
indica que tanto los particulares como las autoridades ambientales podrán 
aplicarlo,  la condición del daño no es que sea grave o irreversible, como se 
dispuso en la Declaración, sino que para el caso colombiano se exige que el daño 
tenga las dos condiciones, es decir, que sea “grave e irreversible”, y, que las 
medidas precautorias estén dirigidas a impedir la degradación del ambiente, 
situaciones que dificultan su aplicación. 
 
Cuadro 4. Diferencias en la descripción del principio de precaución 
ambiental en la Declaración sobre Medio Ambiente y Desarrollo y la Ley 99 
de 1993 
Fuente: Elaboración propia. 
 
 
En concreto, aparece una inconsistencia en el Artículo 1 de la Ley 99 de 1993, en 
lo que al “Principio de Precaución” concierne, dado que en el numeral primero de 
ese artículo se incorpora la ―Declaración de medio ambiente y desarrollo”, en 
donde se indica que el peligro de ―daño‖ debe ser “grave o irreversible”, mientras 
que en el numeral sexto, se habla de que el ―daño‖ debe ser “grave e irreversible”, 
es decir, se exigen las dos condiciones de “gravedad e irreversibilidad” para su 
aplicación, en razón a que se cambio la letra “o”, de carácter disyuntivo, por la 
letra “e”, eminentemente copulativa.  
DECLARACIÓN SOBRE MEDIO AMBIENTE Y 
DESARROLLO PRINCIPIO 15
LEY 99 DE 1993 ARTÍCULO 1
"Con el fin de proteger el medio ambiente, los 
Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de
precaución conforme a sus capacidades. Cuando
haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de
certeza científica absoluta no deberá utilizarse como
razón para postergar la adopción de medidas eficaces 
en función de los costos para impedir la degradación
del medio ambiente”. 
“6. “La formulación de las políticas ambientales
tendrá en cuenta el resultado del proceso de
investigación científica. No obstante, las autoridades
ambientales y los particulares darán aplicación al
“Principio de Precaución” conforme al cual, cuando
exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de
certeza científica absoluta no deberá utilizarse como
razón para postergar la adopción de medidas eficaces




El “daño grave” es aquel que no puede ser superado por el contraventor en 
atención a sus posibilidades técnicas, económicas o culturales, es decir, la 
gravedad hace referencia a un criterio subjetivo. Se entiende en cambio, que el 
“daño es irreversible”, cuando no se pueden revertir sus efectos, ni por el 
contraventor ni por otra persona dentro de un criterio razonable, se trata pues de 
un criterio objetivo  (Arcila, 2009). 
 
Se debe señalar entonces,  que con el fin de garantizar la protección de bienes 
como la salud y el ambiente sano, que en reiteradas oportunidades se ha dicho, 
tiene preponderancia dentro del ordenamiento jurídico colombiano, no debe 
exigirse el cumplimiento de las dos condiciones, sino de cualquiera de ellas, que 
por sí sola merece toda la  atención y la actuación anticipada del Estado, de tal 
manera que no se soslayen estos derechos constitucionales.  
Por lo anterior, en este punto, se propone una modificación del numeral sexto del 
artículo primero de la Ley 99 de 1993, en el sentido de cambiar la e¸ por la o en lo 
que a la descripción del daño refiere, por las razones expuestas. 
 
Igualmente se propone una modificación a dicha norma en lo que concierne a 
quién debe adoptar las medidas precautorias, de tal suerte que no se señalen 
como responsables exclusivas a las autoridades ambientales, sino a cualquier 
otra autoridad, en consideración a que como ya se señaló, no son estas las 
únicas responsables de aplicar el principio de precaución ambiental, sino muchas 
otras, que como se analizó precedentemente, hacen parte de la administración 
pública y en virtud de sus competencias legales y constitucionales deben tomar 
decisiones respecto de actividades o productos que pueden generar incerteza 
científica respecto de los riesgos que para la salud o el ambiente generan.  
 
Igualmente, se debe superar la idea de que este principio pretende evitar 
exclusivamente la degradación del ambiente, pues de todo el análisis que se ha 




tecnológicos y científicos que vertiginosamente se están presentando, conllevan 
riesgos no solamente para el ambiente, sino también y específicamente para la 
salud humana. Es así como todos los autores consultados y las autoridades 
internacionales, coinciden en reconocer que la aplicación de medidas precautorias 
no deben estar dirigidas exclusivamente a la protección del ambiente, sino 
también a otros bienes preponderantes para la humanidad como la salud, que se 
ha evidenciado en franco riesgo en la sociedad postindustrial.  
 
En tal sentido, se considera que si bien en principio la precaución está dirigido a la 
protección del ambiente, esto no debe ser óbice para desconocer su utilidad en 
asuntos que expresamente no lo afecten, pero que sí pongan en riesgo 
importantes bienes como la salud de las personas. 
 
Cuadro 5 Propuesta de reforma del numeral sexto del artículo primero de la 
Ley 99 de 1993 
 
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
 
LEY 99 DE 1993 ARTÍCULO 1 VIGENTE PROPUESTA
“6. “La formulación de las políticas ambientales
tendrá en cuenta el resultado del proceso de
investigación científica. No obstante, las
autoridades ambientales  y los particulares 
darán aplicación al “Principio de Precaución”
conforme al cual, cuando exista peligro de daño
grave e irreversible, la falta de certeza
científica absoluta no deberá utilizarse como
razón para postergar la adopción de medidas
eficaces para impedir la degradación del medio
ambiente”. 
“6. “La formulación de las políticas ambientales
tendrá en cuenta el resultado del proceso de
investigación científica. No obstante, las 
autoridades y los particulares darán
aplicación al “Principio de Precaución”
conforme al cual, cuando exista peligro de daño
grave o irreversible, la falta de certeza
científica absoluta no deberá utilizarse como
razón para postergar la adopción de medidas






5. CAPÍTULO V. ORIENTACIONES PARA LA APLICACIÓN DEL 
PRINCIPIO DE PRECAUCION AMBIENTAL POR LA ADMINSITRACION 
PÚBLICA COLOMBIANA 
 
Luego del análisis conceptual, legal, doctrinal y jurisprudencial, del “Principio de 
Precaución Ambiental”, tanto a nivel internacional como nacional, se confirma la 
necesidad de formular una propuesta de pautas o lineamientos, que le permita a 
la Administración Pública colombiana su aplicación para la garantía de los 
derechos constitucionales de sus habitantes y la efectiva protección del 
“ambiente”. 
 
Esta propuesta se presenta con base en la “Comunicación 2000-00” de la 
“Comisión de Comunidades Europeas” y en la aproximación que, de la manera 
como se aplica el “Principio de Precaución Ambiental” en Alemania, hizo el autor 
Gabriel Doménech Pascual, misma sirvió como referencia a este estudio. 
 
Particularmente en Colombia es urgente empezar a generar conciencia, 
especialmente en las entidades del Estado, de la necesidad y posibilidad de 
aplicar el “Principio de Precaución Ambiental”. 
 
Generalmente la incertidumbre sobre los posibles daños que una actividad o 
producto pueda generar al “medio ambiente”, a la ―salud‖, e inclusive a la ―vida‖, 
se resuelve a favor del generador, tal como se ha observado en biocombustibles, 
las fumigaciones con glifosato, los organismos genéticamente modificados (OGM) 
y la eliminación del trámite de licencia ambiental en algunos proyectos o 
actividades cuya inocuidad es aún dudosa, donde se ha demostrado que la falta 
de “certidumbre científica” sí ha sido excusa para tomar decisiones dudosas en 




decisiones que no han consultado los riesgos que las actividades representan 
para la salud de los seres humanos. 
 
Los biocombustibles se producen a partir de la biomasa, sobre todo vegetal, y han 
constituido una importante alternativa para la disminución del consumo de  los 
combustibles fósiles. Sin embargo, la pertinencia de su producción se ha puesto 
en duda en atención a que se desplaza el cultivo de alimentos encareciendo la 
canasta familiar y poniendo en riesgo la seguridad alimentaria, igualmente su 
cultivo contribuye a la degradación de los suelos, la destrucción de biodiversidad, 
contaminación de aguas y otros  (Burgos, 2009, p. 150). 
 
La fumigación como mecanismo de erradicación de los cultivos ilícitos en 
Colombia, ha sido ampliamente discutida en lo concerniente a los efectos nocivos 
que produce sobre la salud y el ambiente, y, especialmente, los efectos sociales y 
culturales, sin embargo, tal como se desprende de la jurisprudencia que atrás se 
ha referido, la jurisdicción ha exigido pruebas determinantes de las consecuencias 
dañinas de su utilización para poder no desestimar el reclamo de las 
comunidades, dejando de lado el “in dubio pro ambiente”. 
 
En lo que respecta a los organismos genéticamente modificados (OGM), se han 
advertido riesgos  de ruptura del ciclo biológico y en especial sobre la salud de 
quienes los consumen. El “Protocolo de Cartagena sobre seguridad de la 
biotecnología” incorporó el “Principio de Precaución”, sin embargo, en la práctica 
su aplicación puede encontrar algunas dificultades, debido a que cualquier 
restricción al comercio podría ser objetada por la “Organización Mundial del 
Comercio” (OMC), utilizando el mecanismo de resolución de disputas a cargo de 
ese organismo, en cuyo escenario los países del tercer mundo son los más 
débiles  (Burgos, 2009), especialmente Colombia, en donde en la mayoría de los 
casos a pesar de exigirse la licencia ambiental, la evaluación de los impactos 




interesados, donde evidentemente ponen siempre como características de sus 
productos, la inocuidad, situación que en ningún caso es controvertida por las 
autoridades competentes. 
 
Otro caso es el de la contaminación electromagnética, en donde varios estudios 
han señalado que puede suscitar problemas en la salud como cáncer, 
alteraciones nerviosas, cefaleas, etc,  (Betancor, 2002), situación que aún no ha 
sido determinada con certeza pero que se encuentra latente. El reto entonces, es 
que a pesar de los peligros, sus beneficios también son importantes (energía 
eléctrica, comunicaciones, telefonía móvil, ordenadores, etc.), lo que ha justificado 
la existencia de legislación que regule tal contaminación dependiendo de la 
fuente, sin que se pueda decir que en el caso colombiano, esta legislación cumpla 
con los estándares internacionales, a pesar de que tales estándares obedecen a 
la aplicación del “Principio de Precaución Ambiental”, vigente en el ordenamiento 
jurídico. 
 
5.1. Consideraciones generales que debe tener en cuenta la 
administración pública en Colombia para la aplicación del principio de 
precaución ambiental. 
 
5.1.1. Carácter vinculante del “principio de precaución ambiental” en 
Colombia. 
 
Teniendo en cuenta que la principal dificultad que tienen la mayoría de los 
Estados, sobre todo en el caso de Europa, es la discusión sobre el carácter 
vinculante del “Principio de Precaución”, en atención especialmente a su 
indeterminación, a efecto de formular una propuesta seria para la aplicación de 
dicho principio por la Administración Pública de Colombia, se abordará 




Tal como se señaló precedentemente, la Ley 99 de 1993 conocida como la ―Ley 
ambiental colombiana”, incorporó en su Artículo 1, los principios orientadores de 
la política ambiental nacional, la “Declaración sobre el medio ambiente y el 
desarrollo” de 1992, dentro de sus 27 principios, incorporó el “Principio de 
Precaución Ambiental”. De esta manera, deja de ser una simple recomendación 
propia del “soft law” -derecho blando-, para convertirse en una disposición con 
fuerza vinculante para Colombia, o “hard law” –derecho duro-. 
 
Ese mismo Artículo 1 de la Ley 99 de 1993, en su numeral 6, agregó 
expresamente al “Principio de Precaución Ambiental”, lo que igualmente 
determina su carácter vinculante. 
 
Ahora bien, la Corte Constitucional, en ejercicio de la guarda de la Constitución 
Política de 1991, ha señalado, en la Sentencia T-360 de 2010, referida 
anteriormente, que el “Principio de Precaución Ambiental” se encuentra 
constitucionalizado en Colombia, en razón a la obligación que tiene el Estado de 
internacionalizar las relaciones ambientales y de los deberes de conservación y 
prevención de los recursos naturales y del ambiente que la misma Constitución le 
ha impuesto. 
 
Adicionalmente, la preponderancia que tiene el ambiente en el ordenamiento 
jurídico colombiano, especialmente representada en la Constitución Ecológica de 
1991, no permite despreciar las ventajas de la correcta aplicación del  “Principio 
de Precaución Ambiental”. 
 
En consecuencia, es innegable que el “Principio de Precaución Ambiental” tiene 
plena vigencia y fuerza normativa en Colombia, obligando al Estado a su 
aplicación en defensa de los derechos y garantías constitucionales, como el 





Ahora bien, con el propósito de garantizar la efectividad del principio de 
precaución ambiental en Colombia, se considera que no solamente se debe 
reconocer su carácter vinculante, si no que se debe proceder a la reforma del 
numeral Sexto del artículo Primero de la Ley 99 de 1993 en los términos 
anteriormente señalados. 
 
Esto permitirá reconocer que no solamente a las autoridades ambientales –
Ministerio de Ambiente, corporaciones autónomas regionales, entidades 
territoriales, etc- sino también al resto de la Administración Pública, a la Rama 
Legislativa, la Rama Judicial y, en general, a todos aquellos órganos y entidades 
que en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, deban adoptar 
decisiones en relación con actividades o productos que conlleven un riesgo de 
daño grave al ―ambiente‖ o a la ―salud‖, deberán aplicar el principio de precaución 
ambiental. 
 
5.1.2. Destinatarios del “principio de precaución ambiental” en Colombia.  
 
Como toda relación jurídica, caracterizada por ser intersubjetiva, en la aplicación 
del “Principio de Precaución Ambiental” intervienen dos (2) sujetos diferentes, 
todos con intereses contrapuestos, pero cuya situación es determinada de 
manera radical en la medida en que se dé aplicación al ―principio‖. Estos sujetos 
son: ―activo‖, aquel que en nombre del Estado o de la comunidad deba aplicar una 
“medida precautelativa” o es la titular de la atribución legal de control, vigilancia o 
inspección, en cumplimiento del “Principio de Precaución Ambiental” ; y, ―pasivo‖, 
aquel que es titular de la actividad lícita que en determinado momento puede ser 
sujeta de la “medida precautelativa” en cumplimiento del “Principio de Precaución 
Ambiental”, o debe someterse a los controles de la Autoridad ambiental.   
 
El “Principio de Precaución Ambiental” permea, como ya se ha dicho,  todas las 




constitucionales les impongan adoptar decisiones en relación con actividades o 
productos que presenten riesgos de generar daños graves o irreversibles al 
ambiente o a la salud. 
 
No obstante, este estudio se circunscribe a la Administración Pública, en atención 
a que las autoridades ambientales hacen parte de ella, pero especialmente a que 
es la encargada de expedir los permisos y autorizaciones, previamente 
establecidos en la ley, sobre los productos y actividades que pueden generar las 
amenazas de riesgo contra el ―ambiente‖ o la ―salud‖; igualmente, es la 
competente para ejercer la vigilancia y control sobre los mismos, así como los 
procedimientos sancionatorios que sean del caso. 
 
Ejemplos de esas entidades son, como ya se había mencionado, el Instituto 
Colombiano Agropecuario –ICA-; el Instituto Nacional de Vigilancia de 
Medicamentos y Alimentos –INVIMA-, entre otros. 
 
Además de este “sujeto activo”, Administración Pública, se encuentra para la 
aplicación del “Principio de Precaución Ambiental”, a un “sujeto pasivo”, 
constituido por todas las personas que se encuentran interesadas en las 
actividades o productos que puedan ser objeto de “medidas precautorias”. 
Igualmente, deben considerarse como intervinientes a todas las personas que 
pretendan la aplicación del ―principio‖ en pro de la protección de sus derechos 
constitucionales. 
 
5.1.3. Justificación para la aplicación del “principio de precaución 
ambiental” en Colombia y particularmente por la Administración Pública. 
 
La aplicación de la ―precaución‖ implica necesariamente juicios de valor y, 
normalmente, también, (Ramirez, 2009), implica sacrificar objetivos opuestos. 




económico –la libertad de empresa (Art.  333 CP), el trabajo (Atr. 25 CP) y la 
propiedad (Art. 58 CP)-  y el derecho a gozar de un ambiente sano (Art. 79 CP) y 
a la salud (Art. 48 CP). 
 
De allí que resulte determinante contar con unas pautas claras de aplicación del 
“Principio de Precaución Ambiental”, de tal manera que se alcance un equilibrio, 
que en últimas es el que va a permitir no solamente el desarrollo sostenible sino 
también la supervivencia de la especie en el planeta. 
 
El “Principio de Precaución Ambiental”, entendido como un instrumento de gestión 
del riesgo que permite la adopción de medidas específicas en un contexto de 
incertidumbre científica  (Berberof, 2005, p. 29), exige que se otorgue primacía a 
la vida, el ambiente sano y la salud de la población, por encima de los intereses 
comerciales o industriales  (Andorno, 2004). 
 
La idea de que los políticos representan el “interés público” se enmarca en el 
contexto de una teoría política conocida precisamente como la “teoría del interés 
público”, que  afirma que los gobiernos intentan maximizar el bien colectivo de los 
ciudadanos atendiendo al interés público. Sus decisiones y acciones se dirigen 
siempre en ese sentido, por lo que las restricciones para reducir los daños 
derivados del calentamiento global de la atmósfera, la manipulación genética o el 
transporte de materias peligrosas, deberían ser las opciones elegidas por todos 
ellos  (Gomez, 2003). 
 
También se puede relacionar con el concepto de “deberes de protección”, que  
aparece estrechamente vinculado a una dimensión objetiva de los derechos 
fundamentales dentro del ordenamiento jurídico, examinados no como simples 
derechos de libertad frente a la actuación del Estado, sino como principios 




para el poder público, es decir, deberes de comportamiento y de actuación para 
favorecer su plena efectividad y disfrute.  
 
De la misma manera se dice que es una decisión política, porque a pesar de estar 
fundada en todo el conocimiento científico disponible, va a carecer de certeza 
respecto de su ocurrencia, por lo tanto, el proceso de puesta en práctica del 
“Principio de Precaución” exige que hayan dos etapas bien diferenciadas: la 
primera, de “evaluación del riesgo”, que está a cargo de expertos en el área 
científica de que se trate; y, la segunda, de una “gestión del riesgo”, que es la 
etapa de decisión política, en la que intervienen las autoridades públicas y todos 
aquellos que puedan tener un interés en el asunto  (Andorno, 2004). 
 
Debe entenderse, sobre todo, que no es contrario al progreso ni a la ciencia, sino 
que exige investigar, invita a los industriales a controlar a priori la peligrosidad de 
sus productos, es uno de los elementos de las políticas del desarrollo sostenible y 
exige actuar para conocer, donde los ciudadanos deben ejercer su protagonismo 
en el proceso de deliberación  (Cortina, 2004). 
 
5.2. Criterios especiales para la aplicación del “principio de 
precaución ambiental”. 
 
5.2.1. Respecto de los elementos estructurales del “principio de precaución 
ambiental”. 
  
En términos generales, como elementos estructurales del “Principio de 
Precaución Ambiental”, se habían señalado: la amenaza de la ocurrencia de un 
daño grave o irreversible; la incertidumbre científica y las medidas precautorias. 
 
La doctrina internacional ha coincidido en estos elementos como estructurales del 




definición ha sido de construcción también doctrinal, en atención a que de la 
claridad que exista respecto de ellos dependerá en buena parte su debida 
aplicación. 
 
Después de haber analizado cada uno de estos instrumentos trayendo a los 
autores que han hecho referencia a ellos, especialmente del ámbito internacional, 
y de haber propuesto que su delimitación se hiciera a través de una reforma 
legislativa, partiendo del supuesto de que se haga y con el convencimiento de que 
es lo que se requiere para su eficacia en el ordenamiento jurídico colombiano, se 
presentan las siguientes pautas respecto de la manera como  la administración 
pública debe abordarlos. 
 
Siguiendo una secuencia lógica, en primer lugar se hará referencia al riesgo del 
daño, para señalar que la autoridad administrativa debe determinar la presencia 
del riesgo y sus características, así como el daño, definiendo si es aceptable 
socialmente, buscando un consenso que evite en la mayor medida posible la 
arbitrariedad en su calificación. 
 
En segundo lugar, la autoridad administrativa procederá a evaluar el riesgo, 
sirviéndose del mayor conocimiento científico disponible, que podrá obtener de 
otras entidades estatales a través de la armónica coordinación y colaboración que 
entre todas las entidades estatales debe existir para el cumplimiento de los fines 
para los que fueron creadas, así como de los particulares. 
 
La evaluación del riesgo le permitirá a la administración decidir si actúa o no, a 
través del ejercicio de una potestad discrecional, que se presenta cuando la ley no 
regla ni el contenido ni el procedimiento que se debe observar,  como sucede con  
el principio de precaución, debiendo esta determinarlos a fin de adoptar una 
decisión, que debe en todo caso, obedecer a consideraciones de conveniencia y 




En lo que respecta al primero, es decir a la amenaza de la ocurrencia de un daño 
grave o irreversible, inicialmente se considera como innecesario hacer una 
distinción entre amenaza, peligro o riesgo, toda vez que a pesar de los intentos 
que hacen los autores  y algunas leyes de otros Estado por diferenciar estos 
conceptos, todos ellos comportan un grado de incerteza, que sólo hasta cuando 
se concrete se va a poder despejar, simplemente que de esperar a que eso 
ocurra, quizá los daños sean de una magnitud tal que no puedan repararse. 
 
Siguiendo lo anterior, en adelante solamente se hablará de ―riesgo‖, siendo la 
acepción más relacionada con lo que aquí se estudia. Pero no se trata de 
cualquier riesgo,  sino de aquel que resulte “grave e inaceptable” para la sociedad 
y esa valoración tiene connotaciones eminentemente políticas que debe asumir la 
autoridad encargada de aplicar o no las “medidas precautorias”. 
 
La determinación del “nivel de riesgo considerado inaceptable” consiste 
(Mendieta, 2007), en la actividad que deben realizar los Estados para establecer 
el nivel de riesgos que no es aceptable para preservar el medio ambiente (es 
decir, el umbral crítico de probabilidad de efectos perjudiciales para el medio 
ambiente y la salud humana y de gravedad de dichos efectos potenciales) y que, 
una vez superado, exige la adopción de “medidas preventivas”, en interés de la 
protección del “medio ambiente” y la “salud humana”, pese a la “incertidumbre 
científica” subsistente. 
 
Cuando aparece el riesgo, cualquier decisión posible puede traer consigo un 
número también plural de consecuencias y resultados asociados, por lo que se 
recomienda que esta sea el producto del consenso y no de una decisión aislada 
que además puede resultar arbitraria. 
 
La estrategia de cautela del “Principio de Precaución Ambiental” supone que el 




supone identificar las consecuencias negativas de una tecnología o actividad y la 
estimación del riesgo de que se den esas consecuencias. Ello tiene como 
resultado un informe cuantitativo y cualitativo de los efectos esperados y, por otro, 
una aproximación a las incertidumbres halladas. La evaluación es un instrumento 
para la toma de decisiones y la definición de políticas en la gestión del riesgo  
(Gomez, 2003). 
 
Lo que debe priorizarse entonces, es el interés general sobre el de quienes 
puedan resultar afectados en la evaluación del riesgo.  
 
La “evaluación científica del riesgo” debe ser objeto de valoración por el Estado, 
mediante la ponderación de valores superiores protegidos por el ordenamiento 
jurídico, apreciación de los supuestos de hecho y de derecho, verificación de la 
verdad de las premisas que sirvieron de sustento a la evolución y determinación 
del grado de incertidumbre científica, a efectos de asegurar una valoración lo más 
objetiva posible así como la transparencia del procedimiento y la no 
discriminación, que aseguren su legitimidad  (Mendieta, 2007). 
 
Se trata entonces de una potestad administrativa de naturaleza discrecional, 
porque ante la posibilidad del riesgo, es la autoridad quien debe decidir si actuar o 
no. Si la decisión es actuar, debe: i) determinar el nivel de riesgo que no es 
aceptable para preservar el medio ambiente. ii) identificar y estimar los 
potenciales riesgos que puede comportar un fenómeno, procedimiento o 
actividad. iii) Valorar la falta de certeza científica respecto de las diferentes 
situaciones de peligro, que pueden conducir a la realización de graves e 
irreversibles daños para el medio ambiente y la salud humana. iv) A través de 
esta evaluación definir las medidas cautelares a implementar, según sea el caso, 





Desde el punto de vista formal, se trata de un procedimiento administrativo, 
revestido de la potestad de evaluación científica y técnica a través de la cual ésta 
debe ejercitarse. Además, la evaluación de riesgos debe servir de sustento al 
ejercicio de la potestad discrecional que le asiste al Estado para la adopción de 
“medidas precautorias”. 
 
Exige un enfoque anticipativo y  no reactivo, como suele ser la norma. Se apoya 
en un estilo político consensual y no impositivo. Se plasma tanto en la inacción, 
en contextos de ausencia de apoyo científico, como en la actuación decidida 
sobre riesgos inciertos, pero potencialmente significativo antes de que existan 
pruebas científicas del daño (Aguilar, 2003). 
 
Por lo tanto, la recomendación es que la Administración Pública se sirva de todo 
el conocimiento científico de que dispone. No solamente de las entidades de 
carácter científico adscritas y vinculadas al Ministerio de Ambiente, como el 
Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales –IDEAM--, el Instituto 
de Investigaciones Marinas y Costeras ―José Benito Vives de Andreis‖ –
INVEMAR-, el Instituto de Investigaciones de Recursos Biológicos ―Alexander Von 
Humboldt‖, el Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas ―Sinchi‖, el 
Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico ―John Von Neuman‖, 
además de las Universidades Públicas con sus institutos de investigación, el 
Instituto Nacional de Salud, el Instituto Colombiano Agropecuario –ICA- y el 
Instituto Nacional para la Vigilancia de Medicamentos y Alimentos – INVEMAR -, 
entre otros. Sino que a efecto de lograr los cometidos para los que fue creado el 
principio de precaución, se evidencie la coordinación entre las distintas entidades, 
exigida por mandato constitucional y legal. 
 
Algunos autores estiman que las sospechas fundadas, corroboradas por hechos, 
justificarían al menos actuaciones administrativas proporcionadas encaminadas a 




que proporcional la clausula general  (Domenech, 2006). Cuanto mayor es la 
incertidumbre, es decir, la precariedad del a información disponible, más probable 
es que la mejor solución, la medida equilibrada, consista en tratar de mejorar 
dicha información antes de adoptar una decisión más drástica. Cuanto mayor es 
la incertidumbre, mas conservadoramente habrá que actuar. 
 
Por lo general ha sido el público el que ha debido asumir la tarea de demostrar 
que una actividad o una sustancia en particular es peligrosa, mientras que 
aquellos que realizan actividades potencialmente peligrosas, al igual que los 
productos de estas actividades, son considerados inocentes en tanto no se 
demuestre su culpabilidad. Cuando los grupos organizados de ciudadanos, 
avalados por su experiencia realizan llamados para poner fin a una determinada 
actividad, se les acusa de emocionales e histéricos por no estar respaldados por 
estrictas comprobaciones científicas. En vez de preguntar qué nivel de daño es 
aceptable, un enfoque precautorio pregunta: ¿cuánta contaminación puede 
evitarse?, ¿cuáles son las alternativas para este producto o actividad?, o incluso 
¿es realmente necesaria esta actividad?  (Tickner, 1999). 
 
Respecto del “Principio de Precaución”, pueden tenerse dos consideraciones de 
manera preponderante, la primera es que no es necesario que exista “certeza 
científica” del ―daño‖ para implementar las medidas a que haya lugar, éstas se 
justifican aun en aquellos eventos donde haya duda respecto a los perjuicios que 
puede causar determinada actuación. Se debe decidir a favor del ambiente - in 
dubio pro ambiente-. 
 
En segundo lugar, implica que la “carga de la prueba se invierte”, es decir, quien 
pretende defender el medio ambiente no tiene que demostrar que la acción afecta 
los recursos naturales, por el contrario, es quien ejecuta la acción ―posiblemente‖ 




negativamente o que se han tomado las medidas preventivas necesarias para 
evitar el daño. 
 
Hay entonces dos elementos esenciales a tener en cuenta cuando se estudia el 
“Principio de Precaución”: la no necesidad de certeza científica y la inversión de la 
carga de la prueba  (Arcila, 2009). 
 
El ―principio‖ disminuye la carga de la prueba requerida para que se tomen 
acciones preventivas en la medida en que no se exige plena prueba del daño y 
sus alcances. Por esta razón el ―principio‖ evita que los Estados realicen 
actividades potencialmente dañinas alegando que no se ha probado de manera 
definitiva un ―riesgo‖; pero llega hasta el punto de exigir que se demuestre que no 
hay riesgo de daño para poder adelantar la actividad, salvo en casos 
excepcionales, en los que, en virtud de la naturaleza especialmente peligrosa de 
una actividad y, por vía bien de un tratado internacional o de la legislación 
doméstica expresamente, se invierta la carga de la prueba a favor del medio 
ambiente  (Rodriguez, 2005). 
 
Incluso, tal como ocurre en el “procedimiento sancionatorio ambiental”, podría 
imponerse un estricto “sistema de responsabilidad objetiva”, basada en la mera 
relación de causa a efecto, sin necesidad del ingrediente subjetivo de la culpa, la 
carga de indemnizar los daños derivados para el sector privado  (Gonzalez, 
2005). Que no debe trasladársele a la Administración ya que esta sirve o debe 
servir a los intereses generales sin aprovechamiento ni lucro, aplicando la ciencia 
o la tecnología, con sus riesgos siembre subyacentes, en puro beneficio de los 
ciudadanos. 
 
De esta manera, a quién le corresponde probar la inocuidad de las actividades o 
productos y así decidir la aplicación del “Principio de Precaución”. Se invierte el 




Ambiental, los riesgos se presumen hasta que se pruebe lo contrario, lo que 
distingue a este derecho del resto de las disciplinas como el penal y el civil, cuyas 
responsabilidades exigen la certeza y previsibilidad que en los asuntos 
ambientales son los elementos que por regla general aparecen inexistentes  
(Cafferata, 2004).  
 
Pero tampoco se puede justificar la consagración de situaciones, social y 
jurídicamente rechazables, como el establecimiento de una prueba diabólica 
(absoluta de la inocuidad del producto) o el establecimiento de posiciones 
proteccionistas de intereses económicos y comerciales e incluso, y llegando más 
lejos, de injerencias estatales sobre los derechos y libertades de los ciudadanos  
(Berberof, 2005). 
 
Ahora bien, en lo que tiene que ver con las “medidas precautorias”, la 
recomendación en este caso, parte de los componentes específicos frente a las 
decisiones en materia de medioambiente y de salud pública (Tickner, 1999): 
1. Adopción de decisiones precautorias antes de contar con la certeza 
científica de la relación causa efecto. 
2. Fijación de metas. 
3. Traspaso del peso de la evidencia, desde el punto de vista financiero, así 
como el deber de monitorear, comprender, investigar, informar y actuar. 
4. El desarrollo de criterios y métodos más democráticos y exhaustivos para 
la toma de decisiones. 
5. La imposición de prohibiciones y eliminaciones. 
6. Producción limpia y prevención de la contaminación. 
7. Evaluación de alternativas. 
8. Límites de exposición ocupacional basados en la salud. 
9. Listado de productos químicos de comprobación obligatoria inversa, es 





10. Agricultura orgánica. 
11. Administración de ecosistemas. 
12. Requerimientos de pre-mercado o de pre-actividad. 
 
Esta relación es simplemente enunciativa, pues la Administración Pública deberá 
en cada caso, determinar la necesidad y naturaleza de la “medida precautoria” a 
aplicar, teniendo en cuenta que estas tendrán consecuencias no solamente en la 
conservación, también en la economía del Estado colombiano. 
 
5.2.2. La gestión del riesgo en la aplicación del “principio de precaución 
ambiental”. 
 
Luego de la determinación del riesgo y su evaluación, la administración cuando ha 
decidido actuar, no lo puede hacer de manera arbitraria, sino que debe gestionar 
el riesgo mediante la aplicación de medidas precautorias, que deben cumplir con 
unas exigencias que garanticen su justa utilización. 
 
En la “Comunicación sobre el Principio de Precaución” (COM 2000-00) de la 
Comisión Europea, se proponen unos criterios para la gestión del riesgo en la 
aplicación de este ―principio‖: i) “La proporcionalidad”, las medidas deben 
ajustarse a la protección deseada, sin que el objetivo pueda ser un riesgo cero  
(Rodriguez, 2005), aunque si considerando los riesgos a largo plazo. ii) “La no 
discriminación”, a situaciones similares medidas similares. iii) “La Consistencia”, 
de tal forma que sean coherentes con las que previamente se hayan adoptado. iv) 
“El análisis de los costos y beneficios de la medida”, no solamente en términos 
económicos, sino también sociales. V) “El Análisis de los desarrollos científicos”, 
de tal manera que las medidas a pesar de ser transitorias, deben permanecer en 
tanto los estudios científicos no sean contundentes de tal forma que el riesgo se 





Tal como lo indica la regulación contenida en la Comunicación 2000-00 de la 
“Comisión de las Comunidades Europeas”, con la aplicación de estos criterios se 
intenta evitar la adopción de decisiones basadas en temores o percepciones 
irracionales, y también prevenir el recurso injustificado al “Principio de Cautela” 
como forma encubierta de proteccionismo  (Comisión de las Comunidades 
Europeas, 2002). Aunque en el caso colombiano, lo más urgente es reconocer su 
existencia y la necesaria aplicación del ―principio‖ si es que se quiere contribuir 
con el desarrollo sostenible y el mantenimiento de la especie en el planeta. 
 
Ahora bien, independientemente de los criterios enunciados por la “Comunicación 
sobre el Principio de Precaución” (COM 2000-00) de la Comisión Europea, dado 
que estas medidas pueden resultar restrictivas de derechos constitucionalmente 
protegidos, deben justificarse conforme al “Principio de Proporcionalidad”, es 
decir, debe ser idónea para obtener el fin propuesto; debe existir una relación de 
“medio-fin” entre la ―medida‖ y la ―protección‖ del derecho o bienes 
constitucionales perseguido (juicio de idoneidad).  
 
También debe tener el carácter de “necesaria”, en el sentido de que no exista otra 
menos restrictiva del derecho afectado e igualmente idónea para obtener el fin 
perseguido. Dentro de las “medidas posibles” solo deberán considerarse aquellas 
que sean iguales o mejores para la  alcanzar el fin propuesto.  
 
Finalmente, la medida debe ser “proporcionada en sentido estricto”, esto es, debe 
existir un equilibrio razonable entre el grado de restricción del derecho afectado y 
el grado de importancia del derecho o bien que justifica la medida. En particular el 
“Principio de Precaución Ambiental”, tiende a desactivar la mordacidad de los 
juicios de idoneidad y necesidad. Prohibir una actividad económica que genera 
riesgos para bienes e intereses fundamentales es, sin duda, una restricción muy 





Por ello, en principio, vale la siguiente regla a la hora de enjuiciar su validez: 
“cuanto más intensa sea una intervención en derecho fundamental, tanto mayor 
debe ser la certeza de las premisas que sustentan la intervención”. El “Principio 
de Precaución” supone, por tanto, una regla de juicio en el ámbito del “Principio 
de Proporcionalidad” que podría expresarse del siguiente modo: “cuanto mayor 
sea la importancia de los bienes e intereses protegidos por la medida, el umbral 
de certeza de las premisas fácticas es menos intenso” (Gomez, 2005, p. 343). 
 
En este sentido, los actos y disposiciones administrativas fundamentadas en el 
“Principio de Precaución” son susceptibles de control jurisdiccional. La naturaleza 
de las potestades actuables por la Administración al aplicar el “Principio de 
Precaución”, al ser discrecional, determina las consecuencias derivadas de la no 
aplicación o de la incorrecta valoración de dicho ―principio‖  (Berberof, 2005). No 
obstante, la alusión al tinte político de la decisión que en líneas precedentes se 
mencionó, no debe confundir el carácter del “acto discrecional” con un “acto 
político”, dentro de la teoría del acto administrativo. 
 
Otros autores insisten en la necesidad de crear una “democracia de alta 
confianza”, que se plasmaría en un nuevo compromiso entre la sociedad en 
general, los políticos y los expertos, de tal forma que la sociedad conozca los 
secretos de los expertos como los límites de los políticos, al tiempo que la 
posibilidad de identificar y hacer públicos los diferentes intereses implicados en 
las decisiones y de negociar abiertamente entre ellos  (Aguilar, 2003). 
 
Para sintetizar lo dicho hasta aquí, se presenta el siguiente cuadro, en donde se 
determinan los aspectos más importantes que se deben considerar a efecto de 






Cuadro 6. Guía para la aplicación del principio de precaución ambiental  
Fuente: Elaboración propia. 
 
5.3. Texto de la reforma legislativa propuesta. 
 
PROYECTO DE LEY No. ____________ DE 2011 
POR EL CUAL SE MODIFICA Y REGLAMENTA EL NUMERAL 6 DEL ARTÍCULO 1 DE 
LA LEY 99 DE 1993 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES. 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA: 
CAPÍTULO I 
ARTÍCULO 1º. Modifíquese el numeral 6º del artículo 1º de la Ley 99 de 1993, 
que quedará así: 
 
ARTÍCULO 1o. PRINCIPIOS GENERALES AMBIENTALES. La Política ambiental 
colombiana seguirá los siguientes principios generales:  
(…) 
NORMAS APLICABLES Bloque de constitucionalidad
Declaración de Río sobre medio ambiente y 
desarrollo; Protocolo de Cartagena; Constitución 
Política, Ley 99 de 1993, etc.
SUJETO ACTIVO
Encargado de aplicar las medidas 
precautorias
Toda entidad pública que en virtud de sus 
competencias constitucionales y legales, debe 
adoptar medidas sobre actividades o productos que 
representen riesgo de daño grave o irreversible. En 
coordinación con todas aquellas que dispongan del 
conocimiento científico requerido.
SUJETO PASIVO
A quien se le imponen las medidas 
precautorias.
Toda persona responsable de las actividades o 
productos que representen riesgo de daño grave o 
irreversible.
INTERVINIENTE
Quien puede reclamar la aplicación 
de las medidas precautorias.
Cualquier persona, sin tener que demostrar 
afectación alguna.
OBJETO DE MEDIDAS PRECAUTORIAS
Toda actividad o producto que 
genere riesgo de daño grave o 
irreversible sobre bienes jurídicos a 
proteger.
Transgénicos, biocombustibles, eléctricos, 
electromagnéticos, móviles, etc.
BIENES JURÍDICOS A PROTEGER
Cualquiera que se encuentre en 
riesgo de ser afectado gravemente 
por la actividad o producto.
El derecho a gozar de un ambiente sano, la salud, la 
seguridad, etc.
PROCEDIMIENTO
El que deber adelantar la entidad 
responsable de aplicar las medidas 
precautorias.
1. Determinación del riesgo.
2. Evaluación del riesgo.
3. Comunicación del riesgo.
4. Aplicación  de medidas precautorias.





6. La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del 
proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades públicas y los 
particulares darán aplicación al principio de precaución conforme al cual, cuando 
exista peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta 
no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces 
para impedir la degradación del medio ambiente.  
 
ARTÍCULO 2º. Las autoridades administrativas, judiciales y los particulares, darán 
aplicación de manera preferente al “Principio de Precaución” mediante la 
adopción de medidas eficaces tendientes a impedir la degradación del medio 
ambiente y los daños a la salud. 
 
ARTÍCULO 3º: Se entenderá que es necesario la toma de medidas precautelares 
encaminada a impedir la degradación del medio ambiente, mediante acto 
motivado, cuando se presenten los siguientes requisitos: 
 
1. Que exista peligro de daño; 
2. Que el daño sea grave o irreversible; y, 
3. Que exista un principio de certeza científica, así no sea absoluta. 
 
PARÁGRAFO: En todo caso la falta de certeza científica absoluta respecto al 
peligro de daño, no podrá utilizarse como fundamento para postergar la adopción 





ARTÍCULO 4º: Todas las autoridades administrativas, mediante acto 




petición de parte, una vez verificado el cumplimiento de los presupuestos 
establecidos en el Artículo 3º  de la presente ley, deberán: 
 
a) Ordenar la inmediata cesación de las actividades, procesos o servicio que 
puedan originar el daño, que lo hayan causado o lo sigan ocasionando, impedir su 
ejecución, negarse a emitir autorizaciones para su desarrollo y suspender todo 
tipo de procedimiento administrativo tendiente a autorizar, mediante cualquier 
medio, la ejecución o desarrollo de estos actos. 
  
b) Ordenar con cargo al interesado en el desarrollo de la actividad, proceso, 
servicio o utilización y comercialización de bienes y productos, los estudios 
necesarios para establecer la certeza científica acerca de los efectos sobre la 
salud y el medio ambiente que tiene la actividad, proceso, servicio suspendido, 
así como los daños causados y que son susceptibles de reparar. 
 
PARAGRAFO: En esta decisión se establecerá la suma de dinero que deberá 
sufragar el interesado en la ejecución de la actividad, proceso, servicio, bien o 
producto, que se suspendió o autorizará, para cubrir los gastos de la actuación 
administrativa.    
  
c) Ordenar al responsable de la actividad, proceso, servicio, el desarrollo de las 
actividades necesarias para restablecer o reparar el daño y las medias urgentes a 
tomar para mitigarlo. 
  
d) Obligar al demandado a prestar caución para garantizar el cumplimiento de 
cualquiera de las anteriores medidas previas. 
 
PARÁGRAFO 1: Los estudios científicos de que trata el literal b) del presente 
artículo serán contratados por la entidad administrativa utilizando el procedimiento 




PARÁGRAFO 2: En todo caso si los estudios de que trata el literal b) del presente 
artículo, realizados por la entidad, se concluye la falta de certeza científica 
absoluta respecto al peligro de daño, la suspensión de la actividad quedará en 
firme. 
 
PARÁGRAFO 3. Las medidas antes relacionadas son enunciativas y no impiden 
la adopción de otras en atención a las circunstancias de cada caso. 
 
ARTÍCULO 5º: Procedimiento administrativo. La entidad pública o estatal que 
conozca por cualquier medio del desarrollo de una actividad, proceso, servicio, 
bien o producto que pueda generar la degradación del medio ambiente y daños a 
la salud, deberá: 
 
1. Oficiar al responsable directo de la ejecución de la actividad, proceso, 
servicio, bien o producto. 
2.  Oficiar a la autoridad o autoridades que pudieron haber autorizado la 
ejecución de la actividad, proceso, servicio, bien o producto. 
3. Convocar a los interesados y miembros de la comunidad que pudieran 
verse afectados. Esta convocatoria se hará mediante edicto publicado en 
un periódico de amplia circulación local. 
4. Comunicar a la Corporación Autónoma Regional (C.A.R.) con jurisdicción 
en la zona, para que se vincule al procedimiento. 
5. Una vez vinculados todos los interesados, conforme a los numerales 
anteriores, se procederá a tomar la decisión prevista en literal b) del 
Artículo 4 del presente decreto. 
6. Dentro de los tres (3) días siguientes al recibido del estudio científico de 
que trata el literal b) del Artículo 4 del presente decreto se tomará la 
decisión final, mediante acto administrativo motivado, la cual será 
notificada a los interesados de manera personal o por edicto, conforme al 




7. Contra la decisión proceden los recursos de vía gubernativa, dentro de los 
tres (3) días siguientes a la notificación, los cuales serán decididos de 
plano en un término no mayor a diez (10) días. 
  
PARÁGRAFO 1: Todos los costos derivados del presente procedimiento 
administrativo, tales como citaciones, publicaciones, estudios, entre otros, serán 
asumidos por el interesado en la ejecución de la actividad, proceso, servicio, bien 
o producto, que se suspendió o autorizará, en un término de tres (3) días 
contados a partir de la orden de la entidad.   
 
PARÁGRAFO 2: Si el interesado en la ejecución de la actividad, proceso, 
servicio, bien o producto, que se suspendió o autorizará, no asume el costo en el 
término previsto, se entenderá que desiste de su interés o solicitud y la decisión 





ARTÍCULO 6º: La omisión de los términos previstos en esta ley constituye falta 
gravísima y será sancionable disciplinariamente conforme a la legislación vigente.   
 
ARTÍCULO 7º: En virtud del “Principio de Precaución Ambiental” se entenderán 
como faltas disciplinarias por expresa disposición del Artículo 48 de la Ley 734 de 
2002 el tomar las decisiones administrativas previstas en la presente ley, sin la 
observancia de sus disposiciones, términos, contenido y sustentadas en la 
realidad científica.  
  
ARTÍCULO 8º: La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 








 La implementación de instrumentos del Derecho Internacional Ambiental en 
ordenamientos jurídicos internos como el colombiano, constituye una 
evidencia de la necesidad de cooperación entre las naciones para el logro 
del desarrollo sostenible. 
 
 La principal dificultad para la aplicación del “Principio de Precaución 
Ambiental”, radica en la indeterminación de su concepto, alcance y 
condiciones de aplicación. 
 
 En Colombia, la aplicación del “Principio de Precaución Ambiental” es 
deficiente, no solamente por razones normativas, sino por el 
desconocimiento que sobre su carácter vinculante tienen las autoridades. 
 
 Para que el “Principio de Precaución Ambiental” tenga los efectos jurídicos 
deseados, es necesaria una reforma legislativa en la concepción que de él 
se tiene en la Ley 99 de 1993, en lo que atañe a que no sean responsables 
de su aplicación exclusivamente las autoridades ambientales, sino 
cualquiera otra autoridad pública. Además de que no se exijan las 
condiciones de grave e irreversible al daño, sino alguna de las dos y de 
que establezca los criterios generales que debe atender la Administración 
Pública para su aplicación. 
 
 La adecuada aplicación del “Principio de Precaución Ambiental” supone la 
existencia de unos criterios claros que deben ser considerados, no 
obstante, en el caso de la administración pública se trate del ejercicio de 




 La protección especial y preponderante que tiene el ambiente en Colombia, 
exige la aplicación del “Principio de Precaución Ambiental”, para que se 
puedan alcanzar los cometidos que constitucionalmente se encuentran 
establecidos. 
 
 La aplicación del “Principio de Precaución Ambiental” no puede estar 
destinada únicamente a la protección del ambiente, sino también a otros 
bienes de predominante interés para la humanidad como la salud o la vida. 
 
 A partir del análisis de los elementos del “Principio de Precaución 
Ambiental”, se pudo establecer que el riesgo debe ser inaceptable 
socialmente; el daño que se teme que ocurra debe ser grave o irreversible; 
la incerteza no debe ser absoluta y las medidas precautorias deben cumplir 
una serie de condiciones para que su aplicación sea justa. 
 
 La Administración Pública en Colombia debe aplicar el “Principio de 
Precaución Ambiental”, mediante la expedición de un acto administrativo 
de carácter discrecional, debidamente motivado y excepcional, que 
garantice el debido proceso y sea objeto de los controles que la ley ha 
previsto para este tipo de actos. 
 
 Es indispensable garantizar la participación de todos los interesados en el 
proceso de adopción de las medidas precautorias, con el fin de garantizar 
su objetividad, razonabilidad y proporcionalidad. 
 
 Por regla general, el “Principio de Precaución Ambiental” constituye una 
herramienta administrativa y no judicial –pues en esta sede se erige como 
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